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I NTRODUOUCCTIOMN

El Estado, como titular del derecho para perseguir y
castigar los delitos, cuenta con normas que regulan dicha
actividad jurisdiccional; sin embargo, se impone a si mismo
limitaciones que lo obligan a no perseguir a 1os8 autores de
determinadas conductas delictivas y a no hacer efectivas las
sanciones que se hayan impuesto legalmente.

Rsta autolimitacién puede resultar contradictoria con la
idea de que todo grupo social requiere de un conjunto de normas
que regulen y permitan las buenas relaciones cutre 1los
individuos que la componen; sin embargo, aparentemente no
existe una justificacién a esa autolimitacién que equivale al
incumplimiento qQue obliga al Estado a restituir el orden
juridico que el hecho delictuoso haya alterado.

Una de esas formas de autolimitacién que el Estado se
impone para perseguir y sancionar a los delincuentes, es la
prescripcién, que es, la més de las veces, aplicada o invocada
en la préctica errfneamente por las autoridades y abogados,

porque las normas que 13 regulan son un tanto confusas o



inadecuadas para la realidad actual.

Lo anterior es comprensible si consideramos que a ojos de
la sociedad, es injusto que con el B6lo transcurso del tiempo
ge deje de perseguir al autor de un hecho presumiblemente
delictivo o se deje de castigar al culpable de un delito, y
esto, pues, es limitativo para darle la importancia debida.

Deciamos que la figura de la prescripcién es aplicada las
més de las veces de manera errfnea, y esto es evidente cuando
el juzgador resuelve sobre un incidente referente a la libertad
de un detenido por haber operado en su favor el fenémeno de la
prescripcién, o en los cascs en que, decretando oficiosamente
la prescripcién de la accién persecutoria o de la sancién, el
Ministerio PGblico o el tercerc perjudicado se inconforman con
dicha resolucién y los autos pasan al conocimiento del tribunal
de segunda instancia, en l1a que se resuelve de manera correcta
gsobre la operancia de la prescripcién, con sus contadisimas
excepciones, pues ain ante losl tribunales colegiados llegan a
existir rescluciones totalmente contradictorias. Lo anterior se
refleja en las reducidas jurisprudencias relativas a 1la
prescripcién y que 86lc llegan a formar una tesis
jurisprudencial, tal y como se ver& en el desarrollo del
presente trabajo.

Es precisamente el fenémeno de la prescripcién lo que
llevé al hecho de buscar y analizar el origen del prcblema de
sBu correcta aplicacién, realizande para ello un estudio
sistemftico, iniciando por sus antecedentes histéricos y

continuando por su definicién y concepto, hasta terminar, en su



primera parte, con un andlisis profundo de sus caracteristicas
esenciales en cada una de sus variantes, es decir, de la
prescripcién de la accién y de la sancién.

Asi, sin fines retrdgradas, en virtud de que se toma como
base 1a anterior sistemética contemplada en el C6digo Penal del
afio de 1929, en la tercera y Gltima parte de este trabajo se
propone una nueva regulacién de la prescripcién dentro de
nuestro C6digo Penal, porque se considera que es precisamente

en su regulacién de donde se deriva todo conflicto pré&ctico.



CAPITULO I
G RN B RAMLIDAMAMDEHS

A. - ANTRCEDENTES

Rl primer antecedente sistematizado que se conoce acerca
de la prescripcidn se encuentra en la Isx Iulia de adultseriis,
que data del afio 18 a.C.; en ella se consigna un término de
cinco afios para la prescripcién de ciertos delitos, como el
adulterio, el estupro y el lenocinio. s hasta la época de
Diocleciano (entre 302 y 294 a.C.) que se admite la
prescripcitn de la perseguibilidad de los delitos, con ciertas
excepciones,

Estas son las que se refieren a términos de prescripcién
‘de cinco afios, con base en la Jex lulia y otras relativas a
‘delitos imprescriptibles, como el parricidio. En esta época, la
regla general establecfa un término de prescripcién de veinte

afios.

En este perfodo todas las referencias a la prescripcién
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gon con relacién a la accién para perseguir al autor de un
hecho determinado; no hay mencién a la prescripcién de la
sancién impuesta, ya que, segin parece, la finalidad de la
prescripceidn de la accién penal era la de castigar, con pérdida
de derechos, la negligencia o la malicia del acusador, quien no
acudfa o lo hacia extemporéneamente, ante la justicia del
Estado.!

El Derecho Canénico no reconociéd ni acepté la prescripceibn
de las sanciones impuestas, aun cuando si lo hacia respecto de
la accién para perseguir los delitos. Rl principio general era
el de fijar un término de veinte afios para lograr 1la
prescripcién de la accién persecutoria; existe la idea de que
el témmino de veinte afios se consideraba como el méximo, salvo
los casos de imprescriptibilidad, idea que se baga en lo que
dispone el Canon 1702 que establece que toda accién criminal
prescribe por el transcursc del tiempo Gtil para proponerla y,
segin el Canon 1703, el plazo itil puede ser de tres afios en
general, un afioc para las injurias, cinco afios para los delitos
relacionados con las violaciones a los mandamientos 60. y 70.
y diez afios para el delito de homicidio.?

Bn  México, durante el gobierno de Benito Julrez ge

publicé el Decreto por el que se instituyd el C6digo Penal que

' Manzini, Vicenzo. Iratado de Derecho Penal. Tomo I,
volimen II, p&ginas 138 y 8s.

! Vera Barros, Oscar N. La Prescripcitn Penal en el CSdigo
Penal, P&g. 7.
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seria conocido con el nombre de Cédigo de Martinez de Castro,
Bste Cédigo, en lo relativo a la prescripcién sostuvo la tesis
de que todas las acciones derivadas de un delito son
prescriptibles, desechando la imprescriptibilidad como
excepcién, considerando que las acciones y penas dejan de ger
ejemplares cuando ha transcurrido cierto tiempo, puesto que el
eacindalo y alarma que el delito produce se disipan por el
simple transcurso del tiempo y el eventual castigo o
persecucién, pasado ese lapso en el que perduran los efectos
del delito, son vistos por la sociedad como un acto de crueldad
del Estado contra el infractor.

El articulo 268 del mencionado Cédigo de Martinez de
Castro, establece:

Artfculo 268. Las acciones criminales que se
puedan intentar de oficio se prescribirén en los plazos
giguientes:

I1.- En un afio si la pena fuere de multa, o arresto
menor.

I11.- Bn doce afios las que nazcan de un delito que
tenga sefialada por pena la capital, o las de
inhabilitacién o privacién.

111.- Las demds acciones que nazcan de delito que
tenga seflalada una pena corporal, la suspensitn
destitucidn de empleo O cargo o la de suspensién en el
ejercicio de un derecho o profesién, se prescribirén en
un témmino igual al de la pena, pero nunca bajar& de
tres afios.

El anterior articulo transcrito se refiere a los delitos

que son persequibles de oficio; en contraposicién con los que
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8610 pueden persequirsge por querella de parte, que prescribirén
en un afio, contado desde el dia en gue la parte ofendida tenga
conocimiento del delito y del delincuente, Pero si pasan tres
afios sin que se intente la accién, prescribird ésta, haya
tenido o no conocimiento el ofendido.
El C6digo de Martinez de Castro, en forma expresa, elimina
la imprescriptibilidad de la accién al manifestar en su
articulo 267 lo siguiente:

Articulo 267. las acciones preventivas de delitos
cometidos antes de promulgarse este Cédigo y que
entonces eran imprescriptibles, dejan de serlo.

Los términos para su prescripcién ser&n los que
gefiala este C6digo, y se contarén desde el dia en que
comience a regir,

Este C6digo es el primero de México Independiente, ya que
las anteriores coditicaciones eran de origen espafiol y en ellas
existian los delitos imprescriptibles, es decir, que en el
primer C46digo Nacional ya se establece la prescripcién y se
elimina la imprescriptibilidad.

Durante la vigencia del C6digo de 1871, se pretendit
llevar a cabo una reforma para ajustarlo a 1la é&poca
correspondiente al presente Biglo. Para el efecto, se form6 una
comisién integrada por los Licenciados Miguel S. Macedo, Manuel
Olivera Toro y Victoriano Pimentel, la que en el afio de 1903
empez6 sus labores de revisi6n, para luego proponer las

reformas pertinentes y para 1912 tenia concluidos sus estudios
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y proposiciones concretas.’
También se realizaron reformas en lo relativo al contenido
del articulo 262 anteriormente transcrito para que quedara asi:

Articulo 262. Por prescripcidn de la accidn penal,
se extingue el derecho de perseguir a los delincuentes.

Sin embargo, las reformag propuestas no llegaron a
objetivarge en un nuevo C8digo y continud en plena vigencia el
C6digo de 1871 hasta el afio de 1929, cuando en el Diario
Oficial del 5 de Octubre de ese mismo afio se publicé un nuevo
C6digo Penal para el Distrito y Territorios Federales con
aplicabilidad para los casos de competencia de los tribunales
penales federales. Este nuevo C8digo fue conocido como Cédigo
Almaraz.

Se establecia un término de seis meses cuando el delito
pudiera ser sancionado con apercibimiento o amonestacién; de un
afio cuando wmereciese multa, arresto o ambas sanciones; en un
término igual al de la sancifn, sin que pudiese ser inferior a
cinco afios, cuando la sancién fuere corporal, diferente del
arresto; en un término igual a la sancidén, sin que pudiese ser
menor a un aflo, cuando la pena aplicable fuere la suspensidn de
empleo, cargo o derechos; y de dos afios si la pena aplicable

era de destitucifn.

Cuando la sancién privativa de la libertad era mayor de

3

Txabajos de Revisitn del CSdigo Penal, Proyecto de
Reformas y Reformas y Rxposicidn de Motivog, Tomo I, P&gina
455.
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cinco aflos, pero menor de diez, la prescripcién seria de cinco
afios; era de diez cuando la sancién corporal fuere superior a
diez aflos de prieién.

En el articulo 263 se hacia referencia a los delitos
perseguibles sbélo por querella de parte, estableciendo el
término de un afio contado a partir de que el ofendido tuviera
conocimiento del delito y del delincuente y tres aflos fuera de
esta circunstancia relativa al conocimiento del hecho delictivo
y de su autor.

Como puede notarse, el término minimo para la prescripcién
era de seis meses y el miximo de diez afios, salvo en los casos
de acumulacién de delitos, ya que en todo caso las acciones
persecutorias prescribian separadamente y conforme al término
gseflalado para cada uno de ellos, gegiin lo establecia el
articulo 265.

Sin embargo, con base en el articulo 260 del Cédigo de
1929, podemos deducir que este (6digo volvié a las antiguas
ideas de imprescriptibilidad respecto de ciertos delitos, ya
que en su texto establecia lo siguiente:

Artfculo 260. La accién penal prescribirs en cinco
afios cuando la sancién aplicable pea mayor de cinco
afios y menor de diez afios, y en diez cuando exceda de
este tiempo, bastando que se reGnan los requisitos
siguientes:

I.- Que durante este tiempo no se haya intentado
la accién penal correspondiente al delito;

I1.- Que durante ese mismo tiempo el acusado no
haya cometido otro nuevo delito;



111.- Que sea la primera vez que delinquid;

I1V.- Que el delito no sea un homicidio, lesiones
calificadas, incendio, violacidn, asalto, secuestro o
robo con violencia, y

V.- Que el acusado no se haya sustraido a la
accién de la justicia, ocultd&ndose.

En este Cédigo no se menciona nada respecto de la
prescripcién cuando no se reunian los requisitos consignados en
el articulo antes descrito; por ejemplo, no se menciona la
golucién al problema de las prescripciones cuando corriendo un
plazo, se cometiera un hecho delictuoso diferente; tampoco se
dice lo que ocurria si el autor del hecho tenia ya antecedentes
penales por haber cometido otro delito, y lo mAs importante, es
que nada mencionaba en los casos de excepcién a los que se
refiere la fraccién IV del articulo 260, es decir, cuando el
hecho incriminado era un homicidio, lesiones calificadas,
incendio, violacién, asalto, secuestro o robo con violencia. Bs
ocbvio que en estos casos no se reunian los requisitos para que
funcionara la regla de la prescripcién sefialada en el parrato
primero del art{culo 260 y, no habiendo un tratamiento diverso,
se puede decir que la falta de tales requisitos trafa como
consecuencia legal la dimprescriptibilidad de 1la accién
persecutoria.

Al C6digo Almaraz lo sustituyd el actual Cédigo de 1931 y
en relacidn a 1a prescripcidn, el texto inicial ha permanecido
intocado, salvo las reformas que en los afios de 1950 y 1984 se

hicieron a dos de los preceptos que regulan la materia y que en
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las recientes reformas del afio de 1994, se hicieron a cuatro
preceptos mis.

Se ha procurado destacar que laes referencias histdricas se
han limitado al desarrollo de la institucidn de la prescripcidn
de la accidén persecutoria, ya que en lo relativo a la
prescripcién de la sancién impuesta en sentencia firme, durante
mucho tiempo estuvo excluido del fenbmeno de la prescripcién.

Como ya wse dijo, el C6digo de Martines de Castro
consignaba que entre otras causas que extinguf{an la pena,
figuraba la prescripcién y decia en el articulo 291 que:

Artfculo 291. La prescripcién de una pena extingue
el derecho de ejecutarla y de conmutarla en otra.

El término ordinario de prescripcién lo determinaba la
cuantia de la pena impuesta a la Qque debia agregarse una cuarta
parte mis, sin que pudiera exceder de quince afios; el término
méximo, conforme al articulo 294, era de quince afios para
aguellos casos en los que la pena impuesta fuere la capital o
la de prisidn extraordinaria.

Bl C6digo Almaraz de 1929 conservd idénticas férmulas que
el de 1871, en cuanto al concepto de prescripcién de la pena y
forma de computar los términos necesarios, impuso un cambio en
lo concerniente al término méximo, ya que en el articulo 286 se
dec{a que las sanciones que no estaban expresamente reguladas
prescribian en un término igual al de su duracién natural, més

una cuarta parte adicional, pero dicho témmino no pod{a bajar
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de doe aflos o exceder de trece, contra loe guince que
mencionaba el Cédigo de 1871,

Cabe mencionar que loes dos Cddigos citados tienen una
sistemAtica especial, ya que lo concerniente a la prescripcién
de las sanciones o penas se trata en un titulo que cubre bajo
su rubro todas las causas extintivas de la sancién, mientras
que las cuestiones relacionadas con la preacripcifn de la
accién persecutoria, estén claramente consignadas en un Titulo
diferente, anunciado como "De la extincién de la accién penal”.
Bsto se menciona porque el C&digo vigente de 1931 trata ambos
aspectos bajo un rubro comin denominado "Rxtincitn de 1la
regponsabilidad penal®.

Sin embargo, nos parece mis adecuada la antigua

sistemitica porque en realidad se trata de dos fenSmenos
distintos.

B.- MARCO JURIDICO VIGENTE
1.- CONSTITUCION POLITICA DR LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Bs importante realizar un breve estudio de nuestra Carta
Magna en virtud de la trascendencia jurfdica que repercute de
manera directa en el campo del Derecho Penal, principalmente al
determinar a las Instituciones que se encuentran facultadas

para decidir sobre la prescriptibilidad de la accibn y la
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sancién penal, y al respecto podemos manifestar lo siguiente:

De acuerdo con la organizacién del Estado Mexicano, el

Poder Supremo de la Pederacién es la forma que el pueblo a

consignado para el libre ejercicio de su soberania. Esto estd
establecido en los articulos 41 y 49 constitucionales.

Artficulo 41. k1 pueblo ejerce su soberania por
medio de los Poderes de la Unién en los casos de la
competencia de é&stos, y por los de los Estados, en lo
gue toca a sus regimenes interiores, en los términos
respectivamente  establecidos por la presente
Constitucifn Federal y las particulares de los Rstados,
las qQue en ningin caso podrén contravenir las
estipulaciones del Pacto Pederal,

Dado lo anterior, es necesario saber cudles son esos
Poderes de la Unién, y esto se encuentra contemplado
precisamente en el articulo 49 de nuestra Carta Magna:

Articulo 49. Rl Supremo Poder de la Pederacién se
divide para su ejercicio en Legislativo, Bjecutivo y
Judicial. No podrén reunirse dos o més de estos Poderes
en una sola persona o corporacién ni depositarse el
Legislativo en un individuo, salvo el caso de
facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unién,
conforme a lo dispuesto en el articulo 29. Bn ningin
otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo pérrafo del
articulo 131, se otorgarén facultades extraordinarias
para legislar.

Establecido asi que el ejercicio de la soberania estatal

se cumple por medio de los Poderes de la Unién, para
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adentrarnos en el tema de la prescripcién y dada su
incuestionable relacién con el delito, hay que precisar lo que
el articulo 21 de la Constitucién en su parte relativa dice:

Articulo 21. La persecucién de 108 delitos incumbe
al Ministerio Piblico y a la Policia Judicial, la cual
estard bajo la autoridad y mando inmediato de aquél...

Lo que aparece asociado con la facultad para perseguir
aquellos hechos que implican, en principio, una transgresién
penal, o sea, al ejercicio de la accién persecutoria; y, por
otra parte, el mismo artfculo 21 en su parte inicial menciona:
"La imposicién de las penas es propia y exclusiva de la
autoridad judicial®", lo que nos lleva al otro aspecto de la
prescripcién, es decir, la sancién. A lo anterior debe
agregarse lo que corresponde a la ejecucién de la sancién
impuesta por la autoridad judicial que contorme al articulo 18
de la Constitucién, corresponde como facultad al Poder
Ejecutivo.

Si consideramos que el Ministerio Piblico es un érganc del
Poder Bjecutivo y que el Poder Judicial es, junto con el propio
Bjecutivo y Legislativo, el Supremo Poder de la Federacién para
el ejercicio de la soberania del pueblo mexicano, podemos
atirmar que todo lo relativo al delito (accién persecutoria,
tijacién y ejecucién de sanciones) es facultad exclusiva del
Bstado, que se ejerce de acuerdo a 108 lineamientos impuestos

por la Comstitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos.
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2.- CODIGO PEMAL PARA RL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA DE FUNRO
COMUN Y PARA TODA LA REPUBLICA EN MATERIA DR FURRO FEDERAL.

En el C6digo Penal actualmente en vigor en el Distrito
Federal encontraremos las bases para el estudio de 1la
prescripcién en nuestra legislacién, ya que contiene su
regulacién y a los diversos tipos penales cuya sancidén nos dard
las bases para su aplicacidn.

En cuanto a la regulacién de la prescripcién, ésta la
estudiaremos mis ampliamente al tratar el segundo capitulo de
este trabajo, basta decir que nuestro Cédigo regula esta figura
en el Capitulo Sexto del Titulo Cuarto que va de los articulos
100 al 115, y que no hace una separacidn adecuada en cuanto a
la prescripcién de la accién y a la de la pena, contemplando
ambas variantes en un so0lo apartado.

in este capitulo adlo mencicnaremos algunos aspectos
relacionados en cuanto a la naturaleza juridica de la
prescripcidn, es decir, analizaremos lo relativo a la discusién
de que si la figura de la prescripcidén debe ubicarse en el
campo del Derecho Penal o an el del Derecho Procesal Penal, asi
como una mencidn breve en cuanto al contenido del C4digo Penal
relativo a los delitos que contempla.

Hasta el momento, no esté plenamente precisado sl lugar en
el que debe ubicarse a la prescripcién, esto es, si se ubica

como figura del Dexecho Penal o bien dentro del Derecho
Procesal Penal.
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De acuerdo con la facultad del Estado de ejercitar su
derecho a perseguir los hechos con apariencia de delitos e
imponer y ejecutar las sanciones que se pgeflalen a los
delincuentes, toda limitacién para el ejercicio del derecho
propio es algo que estd directamente relacionado con el Derecho
Penal o con el Derecho Penal material.

Vera Barros sostiene que "la prescripcidn es un instituto
de derecho material, porque lo que caduca con el transcurso del
tiempo es la pretensifén punitiva del Estado: su derecho a
castigar en el caso concreto."*

Lo que se pierde por parte del Estado en estos cCasos, por
razén del simple transcurso del tiempo, es el derecho mismo de
perseguir y en su caso ejecutar la sanciém, es decir, que hay
una afectacién al jius punendi que impide al Derecho Penal
alcanzar sus fines, sean estos represivos, o tendientes a la
readaptacién social del delincuente. Si el Estado no puede por
razén de la prescripcién buscar la calificacién legal de un
hecho concreto y tampoco puede ejecutar en la persona del
delincuente la sancién impuesta, entonces se esti haciendo
desaparecer por el fendSmeno jurfdico de la prescripcién la
esencia del Derscho Penal, que se refiere a ser finalista.

Podemos darnos cuenta que la prescripeién, ya sea de la
accién o de la sancién, en su esencia implica una atectacidn a

los fines del Derecho Penal que no puede perseguir delitos ni

‘ Obra citada, pdgina 39,
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ejecutar ganciones, porque se ha visto limitado en el ejercicio
del derecho a castigar, por lo tanto, el fenSmenc de la
prescripcién es de Derecho Penal material, es decir, debe
regularse por el Cédigo Penal.

Sin embargo, existen algunos autores que consideran que la
figura de la prescripcién pertenece al Derecho procesal y no al
material, siendo las doctrinas francesas lag que apoyan esta
posicién cuyo argumento principal congiste en qQue la
prescripcién no impide ni es un obstéculo para la prosscucidn
de un procedimiento penal, sin anular ni reprimir el derecho a
castigar, que permanece intocado como facultad propia del
Estado, pero sin la posibilidad de actualizarse en funcién del
tiempo transcurrido.

Guillermo Sauer afirma de manera categérica que la
prescripcidn no pertenece al Derecho penal material, puesto que
"gse trata de impedimentos procesales que condicionan de forma
mediata la solucién de la querslla penal.™

Mezger y Manzini consideran a 1la prescripcién como
instituto de Derecho Penal y de Derecho Procesal Penal, tomando
en cuenta la distincién que tiene que realizarse entre la
prescripcién de la accién penal y la de la sancién impuesta.

Rdmundo Mezger menciona que la prescripcién de la accién
penal produce sus efectos material y procesalmente, mientras

que la llamada prescripcién de la sancién lo hace en el &rea

* Sauer, Guillermo. Rerechg Penal. Parte general. Tomo II,
péginas 389 y siguientes.
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procesal penal.‘

Manzini, por su parte, dice lo siguiente: "Los dos
ordenamientos juridicos, wmaterial y formal, se confunden
aparentemente en una zona constituida por normas e institutos
de car&cter mixto, pero esencialmente la distincién se mantiene
y se manifiesta segura a quien quiera que tenga recto sentido
juridico,”

En esta teorfa predomina la intencién de separar a las dos
clases de prescripcidén, dotando a cada una de ellas de una
diferente naturaleza y de ahf su carfcter mixto; mientras que
en la prescripcién de la accidn se impide o se paraliza el
procedimiento que tiende a la calificacién de un hecho
determinado y de su autor, en el caso de la prescripcién de la
ejecucién de la sancién impuesta, el procedimiento penal ha
quedado concluido con la sentencia ejecutoriada, y lo que se
impide por el fenémeno de la prescripcién es la ejecucién de la
consecuencia de la sentencia en la persona del delincuente.

Es innegable, con todo lo dicho anteriormente, que la
prescripcién se encuentra ubicada dentro de la esfera del
Derecho Penal material o sustancial, eiendo ésta la postura
correcta si atendemos a la consecuencia final que el fenémeno

de la prescripcién trae consigo, es decir, la limitacién a la

¢ Mezger, Edmundo. Ixatadc de Dereche Penal. Tomo I,
piginas 403 y 404.

’ Manzini, Vicenzo. Tratado de Derecho Penal. Tomo I,
primera parte, pdgina 125.



16
facultad represiva del Bstado, independientemente del momento
en que opere la prescripcién.

Si nos referimos a la prescripciébn de la accibn
persecutoria, lo que se impide por la aparicifn del fenSmeno es
1a posible calificacién como delictuoso de un hecho determinado
y la atribucién de la calidad de delincuente a quien resulte
autor del mismo. Por otra parte, si hemos de tratar acerca de
la prescripcién de la ejecucién de la sancién impuesta, en
verdad no se cumple con el fin de 1la pena o la sancién
impuesta, es decir, aparece trunco todo el proceso de
enjuiciamiento que no va mis allé de lo declarativo, ain que el

gistema pueda influir en la perscna del delincuente para su

readaptacién.

3.- JURISPRUDENCIA

B8 necesario aclarar que, con relacién a la
jurisprudencia, ésta es muy pobre en cuanto al nimero de
resoluciones que al respecto de la prescripcién existe, un poco
debido a la dificultad que algunos abogados tienen para
aplicarla en la préctica y otro tanto més en cuanto a la poca
importancia que se le da al tema de la prescripcién penal,
precisamente por dificultades en su aplicacién.

Hay que recordar que una jurisprudencia se conforma por

cinco resoluciones dictadas en un mismo sentido, sin ninguna
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resolucién en contrario, por lo que la mayoria de las
regoluciones no llegan a alcanzar el rango de jurisprudencia,
ya sea por que no reinen el nimero de cinco ejecutorias o
porque teniéndolas, existe alguna resolucién en contrario,

En este capitulo abordaremos y analizaremos a la principal
tesis jurisprudencial sobresaliente que se le relaciona y que
ofrece una clara idea sobre la conceptualizacién y definicién
de la prescripcién dentro de nuestra legislacidn penal, ademés
de la forma de aplicarse ésta en la prictica corriente, por lo
que 3610 se haré mencién de ésta, ya que las demis tesis

jurisprudenciales se mencionarén sucesivamente a través de este
trabajo.

La Suprema Corte de Justicia de la Nacién, se ha expresado
de la prescripcién en los siguientes términos:

PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. Para que opere el
fenémeno de la prescripcién en cuanto a la accién
persecutoria, la ley alude al término medio aritmético
de la pena, que se ha interpretado como deducible de la
individualizacién legal ,
correspondients a las entidades delictivas consumadas,
pero sin modalidades. La accién penal es la potestad
juridica que el Estado delega en un Srganc especifico
para exigir del poder jurisdiccional una decisién
concreta respecto a una relacién juridico material de
Derecho Penal, que en el caso de condena actualiza la
pretensitn punitiva del Rstado. la accién penal no
puede concebirse, sino en relacién a un determinado
evento con

aparente tipo delictivo o a una figura de delito; de
ahi que se afirme que del delito surge la accién penal,
o més propiamente de la sospecha del delito.

Se considera que la prescripcién implica 1la
cesacién de la potestad punitiva del BEstado, al
transcurrir un periodo de tiempo determinado, en virtud
de que el propio Bstado abdica de su potestad punitiva,
por razén de que el tiempo anula el interés represivo,
apaga la alarma social y dificulta la adquisicién de
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pruebas respecto a la realizacién del evento delictivo,

La prescripcién penal, por la esencia misma del
ordenamiento punitivo, opera coactivamente. R8 un
mandato impuesto por el Estado para que el O&6rgano
delegado especificamente, la institucién del Ministerio
Piblico, conforme al artfculo 21 Constitucional, se
abstenga de toda accién represiva del delito y para que
el 6rgano jurisdiccional decrete la extincién de 1la
prectensién punitiva; y por ello, se aplica de oficio
y en cualquier grado y estado de la causa.

Rntendida 1la accién penal como una causa extintiva
de la accién de orden coactivo, es 18gico concluir que
para calcular el término de su operancia, debe
atenderse a la pena conminada en abstracto para el
delito simple y no la pena en concreto que habria
debido infligirse, computadas 1las circunstancias
objetivas y subjetivas del delito. La accién penal al
ejercitarse y mover al 6rgano jurisdiccional tiene un
contenido concreto, pero le compete al Srgano decisorio
su calificacién técnica.

Bl Ministerio Piblico 86lo la ejercita por hechos
que estima delictivos. En el auto de formal prisién o
de formal procesamiento deberé el juez natural fijar el
tema del proceso y esta determinacién se dictard por el
delito que pe estime comprobado en forma genérica, sin
precisar las modalidades del delito, ciue son materia de
la sentencia definitiva. En tal sentido, si la accidn
penal, en el acto de consignacién, se ejercita
Gnicamente por hechos delictivos y el juez natural
dicta la formal prisién o sujecién a proceso por el
delito simple sin considerar sus modalidades, y la
prescripcién atiende al término medio de la pena
conminada en abstracto, es obvio que sl la extincidn de
la accién penal por prescripcién opera de oficio y en
cualquier estado de la causa, no es posible, por ningtn
concepto, atender a la penalidad aplicable por el
delito calificado por modalidades cuya existencia es
materia de la sentencia definitiva. Si se atendiera a
la penalidad del delito considerado como calificado,
ello darfa lugar a que la prescripcién dependiera del
arbitrio del juez que tendria que definir en una fase
procesal previa circunstancias que le compete decidir
en el fallo que pone fin al proceso; y, légicamente,
darfa lugar a que se prejuzgase en agravio del
imputado, con violacién de los principios que norman el
instituto de la prescripcién de la accién persecutoria.

directo $431/196). Maric Valdes Gonsdles. Abzil 17 de 1984, mey hi’mu.‘— mro.

paro
Aguilar Alvares. 1a. Sals. Sexta Bpaca, Vollwan CEEX, sequDdl parte, ioa
Teain que han sentade lnnhnnx * .
ANparo directo 5840/1935. Malitén Géme: Moys. Febrezo 10 de 1960, Unanimidad 4 votos. Pomeate: Wro, Aqustin
Alarcén. 1a, Sals, Spocs, Vollmao XXXIl, Ana 77,

hapazo directo §793/1940. Santos Rodrigues Marvel. Narso 3 de 1941. Usanimidad 4 voros. Joseats: Mtyo. Namuel
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B8 evidente que la anterior resolucifn transcrita tiene
mayor relevancia que corresponde a criterio sostenido ya en
cuatro resoluciones de amparo directos, como puede verse en la
cita de los precedentes.

Por una parte indica que el Bastado abdica su potestad
punitiva porque el tiempo anula el interés represivo, y por
otra, dice también que el simple transcurso del tiempo
dificulta la adquisicién de pruebas respecto a la realizacién
del evento delictivo; en tercer término, también refiere a que
por razén de la esencia misma del ordenamiento punitivo, la
prescripcién opera coactivamente, ya que se trata de un mandato
que ol Retado dirige a uno de sus Srganos, para que se abstenga
de toda persecucién del hecho posiblemente delictuoso, al igual
que lo dirige al organo jurisdiccional para que decrete la
extincién de la pretensién punitiva del propioc Estado, cuando
ha transcurrido el término necesario para la prescripcién,
referida a la sancién,

Ks posible afirmar que las razones que han introducido la
prescripcién en las legislsciones pemin son varias,
fundamentalmente las que 8e basan en lag teoriag de la
intimidacién inexistente y a la dificultad de la prueba, pero
que la esencia misma de ella es de mayor profundidad y se ubica
en la verdadera posicién del hombre libre frente al poder
represivo del Estado.
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4,- CRITERIOS JUDICIALRS SOBRRSALIENTES

En la préctica judicial, no es muy comin, como ya se dijo
anteriormente, encontrar resoluciones sobresalientes relativas
al tema de la prescripcién, el problema estriba en la
aplicacién que scbre esta figura juridica se lleva en la
prictica; sin embargo, existen un par de resoluciones emitidas
por la Décima Sala del Tribunal Superior de Justicia del
Distrito Federal, cuyo ponente fue el Magistrado Guillermo
Arroyo de Anda, que nos van a dar una clara idea de la
problemética existente en cuanto a la interpretacién y exacta
aplicacién de la prescripcién tanto de la accién persecutoria
como de la sancién legalmente impuesta.

Bl primer comentario es respecto a los efectos o
consecuencias juridicas que para la figura de la prescripcién
presenta 1a modificacién que hace el Ministerio PGblico cuando
presenta las conclusiones acusatorias, puesto que las
condiciones en que el Ministerio Plblico ejercié la accién
penal, varia a las condiciones en que formula sus conclusiones
acusatorias.

Se desprende de una resolucién que el ejercicio de la
accién penal se ejercié por el delito de robo calificado,
dictdndose auto de formal prisién por dicho ilicito calificado,
y siguiéndose el proceso en estas mismas condiciones. Bl
Ministerio PGblico una vez terminado el proceso y en la etapa

previa al juicio, formula conclusiones no por robo calificado,
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sino por robo simple, pidiendo que el juez le imponga la pena
minima por este ilicito, que en eate caso corresponde a la pena
de 3 tres dias de prisién, dado que la penalidad aplicable del
robo simple al momento de ocurrir los hechos, segiin el articulo
370 del COdigo Penal, es de 3 dias a 2 afios de prisién.

Segln la Décima Sala, las conclusiones acusatorias del
Ministerio Piblico dan lugar a una trascendencia juridica
importante, ya que esta nueva posicién de la representacién
social trasciende necesariamente para todos los efectos
legales, y muy particularmente para resolver scbre la
prescripcién de la accién penal.

Con este razonamiento, hace ver la Sala que los efectos
legales del cambio de posicién por las conclusiones
acusatorias, provocan que se estudie nuevamente la procedencia
para operar la prescripcién de la accién penal, a partir de un
plazo distinto, esto es, ya no a partir del plazo de la
prescripcién que establece el robo calificado,

En este sentido, se debe analizar el plazo de 1la
prescripcidn como si se tratase de la comisién del delito de
robo simple, el cual en el caso concreto tiene un plazo para
operar la prescripcifn de 3 afios, pues son aplicables para
ellos los articulos 102 y 104 del C6digo Penal (Ver capitulo
11, apartado C de esta tesis).

Ahora bien, al ser el Ministerio Piblico el Srqano técnico
de la acusacidn y al tener éste la facultad exclusiva de pedir

la aplicacién de la sancién gque estime aplicable para el
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inculpado, segin lo determina el articulo 3 fraccién VI del
Cédigo de Procedimientos Penales, se desprende que no puede el
6rgano jurisdiccional rebasar la acusacién formulada, Con estas
limitaciones para el 3juzgador se llega a 1la inevitadble
congecuencia de que ain cuando éste considerara que se trata de
un delito distinto o bien de uno calificado, tiene la
obligacién de respetar la posicién del Ministerio Piblico,

En otras palabrag, segin el articulo 3 fraccién VI del
Cédigo de Procedimientos Penales, se debe entender que en el
momento de formular conclusiones acusatorias, el Minigterio
Piblico como &6rxgano técnico de la acusacién, es el dnico
facultado para fijar el delito de gue se trata, y a partir de
dicha concluaién, se debe de tratar el ilicito establecido por
el Ministerio Plblico con todas sus consecuencias juridicas
particulares, incluso retrotrayendo log efectos, como en este
caso, al estudiar nuevamente la procedencia de la prescripcién
como 1o hace la Décima Sala.

Re preciso indicar lo que la Suprema Corte de Justicia de
la Nacién menciona al respecto:

AUTO DR FORMAL PRISION, ERLIMENTOS DEL. En el auto de
formal procesamiento (nicamente se debe fijar el tema
del proceso al encuadrar, el érgano jurisdiccional, los
hechos delictivos en algunas de las figuras del
catflogo de tipos que seflala el CSdigo y estimar si
existen bases para reprobar la comisidén de delito al
imputado. De ningin modo est& obligado el 6rgano
jurisdiccional, en el auto de formal prisién, a
precisar el grado de respongabilidad del imputado, ya
que esto e 10 que constituye el cobjeto del proceso

penal, en el que se debe egtablecer en concreto &i
exigti®é el hecho delictivo y determinar 1la
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responsabilidad del acusado conforme a las conclusiones
del Ministerio PGblico, en que fije y perfeccione el
ejercicio de la accién penal; por tanto, en nada se

agravia al reo por la determinacién del resclutorio de
simplemente por el delito de homicidio.

D, U310/67. Jouk B Nereines. Apceto 7 de 106, Uussinided da § vecos. MLEED. Founca: Eraaatc MuLLes

En este orden de ideas, y a partir de la posicibén del
Ministerio PGblico, el juez est& obligado a determinar las
consecuencias juridicas que para el inculpado se derivan del
delito por el que acusa el Ministerio PGblico. En el casoc que
dio lugar a la sentencia que se comenta, aun cuando el juez
pensara que 108 hechos dieron lugar a la comisién de un delito
calificado, no puede derivar consecuencias juridicas por este
delito, sino como se dijo, el juez debe derivar todas las
consecuencias juridicas a partir de 1la pogicién del Ministerio
Piblico, pues el 4rgano jurisdiccional segin el Cédigo de
Procedimientos Penales, no puede rebasar para ningin efecto
legal, la posicién del Ministerio PGblico, y por tanto debe,
como lo estima la Sala, deducir a partir de las conclusiones
acusatorias considerar cual es el ilicito cometido, y de dicho
il{cito, decidir todas las consecuencias juridicas
correspondientes. En el caso que nos ocupa, debe el juez
analizar sl operS en favor del inculpado la prescripcién de la
accidén penal, a partir de considerar que los hechos por los gue
se ejercidé la accién penal, dieron lugar a la comisidén de un
robo simple y no de un robo calificado,

El segundo comentario se hace sobre el estudio que hace la

Décima Sala respecto de la procedencia de la prescripcién a
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partir de considerar que los hechos ilicitos son constitutivos
del delito de robo simple, cuya prescripcién de la accién penal
opera en tres afios conforme lo previene el articulo 105 del
C6digo Penal (Ver Capftulo II, Apartado C de esta tesis),

En primer lugar, se seflala que el dia 22 de Noviembre de
1985, fecha en que ge comete el robo simple, nace la
pregcripcién de la accién penal, esto es, a partir de esta
fecha empieza a correr el plazo para operar la prescripcién de
la accién penal. Establece la Sala que el dfa &€ de agosto de
1986, en virtud de la formulacién de la denuncia, el plazo para
operar la prescripcién de la accién penal quedd interrumpido,
por 1o que a partir de esta fecha empieza nuevamente a correr
el plazo de tres afios para que opere la prescripcién de la
accién penal.'

Establece la sentencia de segunda instancia més adelante,
que después de la denuncia formulada el € de agosto de 1986, se
practicaron nuevas actuaciones para la investigacién del delito
y del delincuente. Estas actuaciones que practicé el Ministerio
Piblico, las hizo el 28 de octubre de 1986, y posteriormente
hizo otras, textualmente dice la Sala: “"Y a esta actuacién se

sucedieron otras mis referentes a la misma investigacién'',

' Rsto, claro, es antes de las reformas del afio de 1994
que indican en la actualidad que el plazo para Que cpere el
fenOmeno de la prescripcién de la accién persecutoria, puede
ser susceptible de interrumpirse, ampliando hasta en una mitad
los plazos esefialados para cada delito en especifico,
eliminando, ademds, como causa interruptora, la reaprehensidn
del inculpado. (aa. 110 y 111 del Cédigo Penal vigente).
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Segin la Sala, el Ministerio Piblico investigador incurrié
en inactividad procesal (por un témmino de 2 meses y 22 dias)
ya que entre el 6 de agosto de 1986 y las actuaciones que se
practicaron a partir del 28 de octubre de 1986, no hubo ninguna
actuacién. Segin la Sala Penal, las actuaciones practicadas a
partir del 28 de octubre de 1986 ya no deben de considerarse
como causas interruptoras de la prescripcién de la accién penal
y para fundamentar su posicidn se transcribe a continuacidn su
criterio:

"No hay duda de que al dejarse de actuar por dos meses y
veintidds d{as, se descubre la inactividad procesal que generd
por ende que la prescripcidn empezara a correr de nuevo, como
lo dispone el pérrafo segundo del articulo 110 del cédigo
sustantivo penal, y la testimonial a cargo de Arnulfo César de
Jeslis Basurto Tovar y las subsecuentes actuaciones ya no
interrumpieron més la prescripcién, que en tales circunstancias
siguid computando. La parte final del articulo 111 del mismo
Cédigo Penal establece que, una vez que las diligencias en
investigacién del delito y del delincuente ya no tienen
eficacia para interrumpir la prescripcién, tanto porque se
produzca el supuesto de la segunda parte del articulo 110 de la
ley substantiva penal, o bien porque esas diligencias se
practiquen en la segunda mitad del lapso necesario para la
prescripcifn, ésta s6lo se interrumpir& por 1a aprehensién del

inculpado.

"Solamente las actuaciones que se practicaron el dia 6 de
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agosto de 1986 para la investigacién del delito y del
delincuente, son las Gnicas causas gque interrumpieron 1la
prescripcién de la accién penal, y en cambio, las actuaciocnes
posteriores que practicd el Ministerio Piblico, se practicarcn
a partir del 28 de Octubre de 1986 ya noc son causas
interruptoras de la prescripcién de la accién penal.

"Llega la Sala a la conclusién de que el plazo para
computar la prescripcién corri6 entre el dia 7. de agosto de
1986 y el dia y el dia 7 de agosto de 1989, y dado que la
inculpada fue aprehendida el dia 19 de septiembre de 1590, es
obvio que transcurrierocn més de tres afios".

Lo importante de esta resclucién es el fundamento legal a
que alude la Sala para sostener su criteric. Bn primer lugar
sostiene que por el hecho de incurrir el Ministerio Pdblico en
inactividad procesal, hace incurrir al Ministerio Pablico en
que sus actuaciones posteriores ya no sean consideradas como
causas interruptoras de la prescripcién.

Bn este sentido, se entiende que la Sala sostiene el
criterio de que si el Ministerioc Pdblico practica actuacicnes
antes de que termine la primera mitad del plazo para que opere
la prescripcién, solamente con la finalidad de interrumpir con
cada actuaci6n la prescripcién, resulta que se rompe con la
naturaleza de la figura de la prescripcién, que debe dar
seguridad jurfdica y evitar que indefinidamente por la prtética
de actuaciones no opere la prescripcién.

Por otra parte, debe establecerse adecuadamente lo que se
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entiende por continuidad en la averiguacién. Como primer punto,
se puede decir que existe continuidad en la averiguaciém,
cuando se practiquen diligencias que lleven a cabo en forma
continua (no interrumpida) para investigar el delito o el
delincuente, esto significa, que dichas investigaciones no
deben ser interrumpidas ya sea por falta de interés del
Ministerio PGblico, o porque se encuentre en una situaciém en
qgue no le permita avanzar en la inveatigacién porque ya no haya
mis datos que obtener. Se entiende que lo que la Sala pretende
con este criterio, es precisamente establecer que no hay un
interés por parte del Ministerio Piblico para investigar el
delito o al delincuente o hay negligencia en la realizacién de
sus funciones, de donde Be deriva que la préctica de
actuaciones con la Gnica £finalidad de interrumpir 1a
prescripcién no deben ser consideradas como causas de
interrupcién de la preacripcién.

Existen dos diferentes sistemas para interpretar las
causas interruptoras de la prescripcidn: el primero es el en
que se deja a la interpretacién de los tribunales la decisién
de determinar cuando es causa de interrupcién y cuando no, y en
el gegundo, en el que la propia ley es la que establece tal
limitacién.

La doctrina mexicana partidaria de que sean los tribunales
quienes deben resolver cufles actos procedimentales son idéneos
para producir la interrupcién del curso de la accién

persecutoria, sefialan que deben de ger de acuerdo a criterios
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de tendencia finalistica, esto es, criterios que permitan
determinar cufles diligencias o actuaciones van encaminadas a
averiguar aspectos o circunstancias relacionadas con el delito
y/0 el delincuente, y calificarlas entonces como idéneas para
interrumpir el curso de la prescripcidén. De tal manera que a
través de estos criterios se determine cuindo las debe
calificar como causas de interrupcién de la prescripcidén y
cufndo no, ya que si las actuaciones que se practican por el
érgano investigador s6lo tienen la finalidad Gnica de ser
actividades tendientes a lograr la interrupcitn de 1la
prescripcién, sin que se pretenda realmente buscar al delito o
al delincuente, con la dnica finalidad de prolongar el tiempo
para esta Dbisqueda, no deben ser consideradas como Ccausas
idéneas de interrupcién.

La Décima Sala gostiene que, en aras de la seguridad
juridica, solamente se debe de tomar en cuenta una sola vez
como causa de interrupcién de la prescripcién de la accién
penal las pricticas de las actuaciones del Ministerio Piblico,
tomando éstas como el conjunto de las actuaciones que el
Ministerio Piblico practica. Si existe continuidad de las
actuaciones practicadas por el Ministerio Piblico a partir de
la primera actuacién que se haya practicado, fundamenta asi la
Décima Sala en la gentencia que se comenta, que se debe
considerar como Gnica causa de interrupcién de la prescripcién
la presentacién de la denuncia ya que las actuaciones

posteriores forman parte del conjunto de dicha actividad
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ministerial, de donde se desprende que las posteriores
actuaciones del Ministerio Piblico, no son causas interruptoras
de la prescripcitn de la accién penal.

Es cierto que el Ministerio Piblico tiene la figura de la
reserva, y se sabe que cuando se envia la averiguacién a la
reserva, normalmente se hace sin mayores fundamentos o motivos,
de tal manera que la averiguacién duerme mientras aparecen
nuevas datos. Las razones de esto, ee deben a la falta de
interés, o bien porque verdaderamente el Ministerio PGblico no
puede practicar nuevas actuaciones tendientes a la averiguacién
del delito o del delincuente, se sabe que existen muchas
averiguaciones en las que se tiene la certeza de que existe
delito, pero no se sabe quien lo cometié. La aparicién de algtn
dato o elemento en forma espontdnea, bien puede ser considerado
como causa interruptora de la prescripcifn, ya que no se debid
a la inactividad procesal del Ministerio Plblico por causas
imputables a €1 sino a causas ajenas, De ah{ que deba el
juzgador valorar si efectivamente 1las actuaciones del
Ministerio Piblico han quedado detenidas por falta de interés
en la bisqueda de los datos o elementos que permitan descubrir
el delito o al delincuente y considerar entonces que
efectivamente las posteriores actuaciones del Ministerio

Piblico no son causas que interrumpen la prescripcién.
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5.- DOCTRINA

El reconocimiento de logc efectos del tiempo no ha sido
fundado con criterios unénimes por la doctrina. Aceptamos que
es el tiempo 1o que sirve de fundamento para la operancia de la
prescripcién, las razones por las que el tiempo produce esos
efectos no han encontrado una valoracién uniforme; por lo que
existen tres posiciones doctrinarias en cuanto al aspecto antes
referido gque intentan explicar las razones por las cuales el
tiempo produce el fendmeno de la prescripeiém,

La primera teoria es llamada "de la intimidacién
inexistente". Siendo la pena eminentemente finalista se ha
dicho, y con razén, que su fin primordial es la realizacién de
la justicia mediante la retribucién al delincuente en funcién
del mal causado por su delito; pero que no es sélo la
retribucién cuantitativa lo que se pretende alcanzar, sino
también se busca la obtencién de la intimidacib6n, que suele
llamarse prevencién.

Bentham fue el primero en distinguir que la intimidacién
o prevencién puede ser de dos diferentes especies, misma
distincién que fue apoyada por Cuello Calén al decir que la
finalidad preventiva o intimidatoria especial es la que crea en
el delincuente ciertos motivos que, por temor a la imposicién
de la pena, 1lo apartan de la comisién de nuevos delitos; en
cambio, la intimidacién llamada general, obra scbre 1los

miembros de la colectividad, quienes, percat&ndose de las



3l
consecuencias que el delito trae consigo, no incurren en €1,
por el miedo a la amenaza de la pena.’

Cuando por el transcurso del tiempo el Estado no ha
logrado enjuiciar o ejecutar una pena impuesta sobre un
delincuente particular, la persecuciém de &1, pasado ese
tiempo, se convierte ante los ojos de la sociedad en un acto de
crueldad y por una natural inclinacién animica, el sentimiento
que debjiera ser de rechazo al delincuente se invierte y aparece
una solidaridad que hace que se transforme la finalidad de la
pena, de una intimidacién en una conmiseracién hacia el
perseguido.

Como nos podemos dar cuenta, la persecucidén extemporénea
del autor de un hecho presumiblemente delictivo produce sfectos
contrarios a los normales de rechazo al delincuente, pudiéndose
afirmar que el simple transcurso del tiempo hace que la
actividad represiva del Bstado pierda su contenido de servir
como medio adecuado para lograr la intimidacién que equivale a
una forma de prevencién, imponiéndose el propio Estado la
limitacién para perseguir y sancionar hechos delictuosos, para
evitar el fenémeno inverso consistente en convertir en victima
al victimario.

Bn nuestro sistema legal, como veremos mis adelante,
anteriormente se contemplaba un miximo para la operancia de la

prescripcién de la accién persecutoria, el cual era de guince

' Cuello Calén, RBugenio. Dexecho Pepnal, Tomo I, Parte
General, p&gina 727.
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afios, mientras que el minimo era de tree afios tal y como sée
encuentra contemplado en la actualidad; se consideraba que
dentro de estos limites se encuentran aiin vigentes la alarma y
la inquietud que el delito produce, y fuera de estos términos,
el olvido social cubre los hechos y la prescripeién funciona
con sus efectos extintivos.

Otra teoria, es la basada en la dificultad de prueba que
menciona Merkel en los siguientes términos: "el transcurso de
largos periodos dificulta el desempefic de las funciones propias
del derecho procesal, esto es, la fijacién y determinacién de
la verdad en lo que se refiere a la culpabilidad o
inculpabilidad de un acusado, cosa que se hace muchas veces por
completo imposible®.'*

El propio Merkel agrega que mediante el instituto de la
prescripcién se reduce el peligro de las condenas injustas,
como ocurre, por ejemplo, en agquellos casos en 108 que ha gido
posible conservar a través del tiempo el material prohatorio
que perjudica a un sujeto, pero en loe que no ha podido
congervarse en el mismo tiempo aquel material que lo favorece
y con elloc no puede probarse © la inocencia o la duda
razonable, en cuanto a la culpabilidad y responsabilidad del
mismo individuo.

Esta tesis doctrinaria pretende colocar a las partes

acusadora y acusada en el proceso, en equilibrio ante el juez,

1 Merkel, Adolfo. Derecho Penal. Tomo I, p&gina 351,
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puesto que el tiempo hace mds dificil el problema de la prueba,
haciendo injusta la defensa del acusado quien, conforme
transcurre el tiempo, tiene menos posibilidades de allegarse el
material que pueda serle Gtil, o puede no tener manera de
encontrar a los testigos o documentos a su favor, lo cual
equivale a una notoria desventaja ante la acusacién formulada
en su contra.

Esta tesis es parcialmente vilida si tomamos en cuenta que
se refiere s6lo a la prescripcidén de la accién persecutoria,
pero no tiene sostén alguno en cuanto a la prescripcién de la
sancién impuesta, significando que el problema de 1a
preservacién de pruebas deja de tener vigencia cuando las
pruebas fueron ya aportadas y valoradas por las partes en
juicio, siendo que la falta de pruebas no es argumento vélido
traténdose de la pena ya impuesta.

Con regpecto a una tercera teoria que da fundamento a la
existencia de la prescripcién, Carrara dice: "en materia penal,
el tiempo extingue la accién porque, ademés de hacer dificil la
justificacién del inocente, hace cesar el dafio social merced al
presunto olvido del delito, lo cual conduce a la cesacién de la
impregién moral que nacié de &1, sea respecto de los buenos, en
Qquienes deja de existir el temor, sea respecto de los malvados,
en quienes deja de tener influjo el mal ejemplo. Desaparecido

el daflo politico, se torna inGtil la reparacién penal".!

1* Carrara, Francesco. Programa. Parte General, vol(men I,
pégina 378,



34

Se puede percibir el doble efecto que el tiempo ejerce
sobre el hecho delictuoso, ya que hace diffcil la prueba y
carece de significacién intimidatoria la persecucién o el
castigo, quedando de manifiesto que son razones de politica
criminal las que hacen gue la prescripcién opere en todos los
casos,

Existe en todo el sistema penal, una doble significacién
en cuanto a la forma debida de asegurar ese respeto a los
bienes juridicos mencionados en la anterior oracién de Carrara;
en primer témmino, por medio de la creacién de los tipos
penales, ya que cada uno de ellos lleva consigo una valoracién
que protege un interés juridico determinado, pero al mismo
tiempo existe una segunda forma de aseguramiento y es la que
dota de seguridad al ser humano ante el poder represivo del
Estado, tales como la garantia de seguridad juridica, como son
la de 1la exacta aplicacién de la ley penal y 1la no
retroactividad de la ley, entre otras.

Con lo anterior se quiere pgignificar que si hay leyes
generales que regulan el fenSmeno de la prescripcibén, en
realidad esas reglas estén creando, ademés de una limitacién al
poder del Estado, una esfera de derechos en favor de los
individuos.
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C. - CONCERPTOS FUNDAMENTAL=BS

1.- BL PROCEDINIENTO PRMAL

En el ordenamiento mexicano se ha hecho un intento de
seflalar los diversos procedimientos penales, siendo que el
primer sector de éstos est& constituido por las etapas de
carfcter previo o© preparatorio, entre las cuales pueden
comprenderse la averiguacién previa, la declaracién de
procedencia y el juicio politico de los funcionarios pGblicos,
en virtud de que éstos trémites son indispensables para poder
iniciar el procesc penal en sentido estricto, a travése de la
consignacién del Ministerio P(blico ante el Juez o Tribunal
para conocerlo.

‘La averiguacién previa es la investigacién que debe
realizar el Ministerio PGblico con el auxilio de la policia
judicial, con el fin de reunir los elementos necesarios para
demostrar la existencia del cuerpo del delito y la presunta
responsabilidad del inculpado (aa. 262-286 C6digo de
Procedimientos Penales).

La siguiente etapa, ya dentro del procesc penal en sentido
propio y una vez agotada la etapa de averiguacién previa, se ha
calificado de instruccién, y se inicia con la consignacién, es
decir, con la instancia a través de la cual el Ministerio
Piblico ejercita la accién penal ante el juez que se considera

competente (aa. 50. y 60. del C6digo de Procedimientos
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Penales),

La instruccidn también es llamada sumario judicial y segin
la doctrina mexicana, en la misma se hace una investigacién por
el juzgador para determinar la existencia de los delitos y la
responsabilidad o no responsabilidad del inculpado. En
congecuencia, en dicha etapa tienen aplicacién los derechos del
procesado establecidos por el articulo 20 Constitucional, de
manera que debe rendir la declaracién prepa‘ratoria y dentro de
las setenta y dos horas siguientes dictarse el auto de formal
prisién o de sujecién a proceso, asi como recibirse las pruebas
respectivas,

La fase final del proceso recibe el nombre de juicio
penal, y se inicia en cuanto el juez expide el auto por el cual
se declara cerrada la instruccién, es decir, cuando considera
que gse han reunido todos 1los elementos necesarios que
constituyen el objeto del proceso.

Bsta fase final del juicio se divide a su vez en dos
sectores que no siempre ge distinguen claramente, en particular
en el llamado procesamiento sumario. La primera se califica
como preparatoria pues en ella se formulan las conclusiones
tanto del Miniaterio Pliblico como de la defensa y se cita para
la audiencia de vista o de fondo, y es en esta audiencia en la
que concluye el procedimiento con las pruebas y alegatos de las
partes y el pronunciamiento de la sentencia.

En la etapa calificada como preparatoria del juicio penal,

deben distinguirse dos formas de procedimiento, es decir, el



37
llamado procedimiento sumario y el ordinario,

Bl procedimiento sumario procede, en los términos del
articulo 305 del (6digo de Procedimientos Penales, cuando se
trata de flagrante delito, exista confesidén rendida ante el
Ministerio Piblico o la autoridad judicial o se trate de delito
no grave. Este ordenamiento procesal agrega que también ge
seguird el procedimiento sumario cuando en el acto en que se
dicte el auto de formal prisidn o sujecién a proceso o dentro
de los tres dias siguientes a su notificacién, el inculpado o
su defensor, manifiesten que se conforman con &1 y que no
tienen mas pruebas que ofrecer sgalvo las conducentes a 1la
individualizacién de la pena o medida de seguridad y el juez no
estime necesario practicar otras diligencias.

Bn el procedimiento ordinario, una vez cerrada la
instruccién, los actos preparatorios de la audiencia de fondo
congisten en la formulacién de las conclusiones del Ministerio
Plblico, y si estas son acusatorias se cita para la audiencia
final.

La fase conclusiva del juicio penal se desarrolla
esencialmente en la audiencia de fondo, en la que eée repiten
las diligencias de prueba cuando fuese necesario, se formulan
alegatos y se pronuncia el fallo en la propia audiencia o
dentro de un breve plazo posterior.

Ahora bien, para determinar en cual de estas etapas a las
que nos hemos referido es en la que se va a decretar la

extincién de la responsabilidad penal por prescripcién, es
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necesario recurrir a lo establecido por el articulo 101 del
C6digo Penal que en su p&rrafo final dice:

Articulo 101.(...)

La prescripcién produciré su efecto, aunque no la
alegue como excepcién el acusado. Los jueces la
suplirén de oficio en todo caso, tan luego como tengan
conocimiento de ella, sea cual fuere el estado del
proceso.

Con lo anterior podemos concluir que en cualquiera de las
etapas en gque se esté desarrollando el proceso penal, puede
decretarse la extincién de la responsabilidad penal por haber
operado en favor del inculpado la prescripcién, sin necesidad

de trémite previo y en cualquier estado del proceso.

2.- BL BIEN JURIDICO

Todo tipo penal, esto es, todo delito, est& relacionado
directamente con un bien juridico; el tipo existe en tanto es
necesario tutelar un bien juridico, lo que significa que al
satisfacerse en cada caso concreto el tipo se ha afectado el
bien juridico de que se trate, mediante dafio o puesta en
peligro. Asi es posible afirmar que quien conforme al derecho
sea el titular del bien juridico atectado por el delito, serés
también el ofendido con derecho a percibir la reparacién del

dafio causado. Existen casos en los que el titular del derecho
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no puede ser quien resintié la afectacién al bien juridico,
porque juntos, bien y persona, se extinguieron; como en el caso
del homicidio en el que al afectarse la vida, que es el bien
tutelado, fallece el titular del derecho.

Hay en todo el sigtema penal, una doble significacién en
cuanto a la forma debida de asegurar el respeto a los bienes
juridicos; en primer término, a travéms de la creacién de los
tipos, ya que cada tipo penal lleva congsigo una valoracién que
protege un interés juridico determinado, por ejemplo, en el
homicidio, la vida, la seguridad en las amenazas, etcétera; y
la segunda forma es la que da seguridad al individuo ante el
poder represivo del Bstado, como 1o son la exacta aplicacién de
la ley penal, la no retroactividad de la misma cuando
perjudique al gobernado, entre otras.

Bn la actualidad, ya no existe la menor duda de que en
cada tipo penal creado por el legislador, hay un bien juridico
tutelado que la sociedad considera digno de tutelarse por el
Derecho Penal. Deasde el momento mismo en que el tipo adquiere
vida al entrar en vigor la ley que lo contenga, un bien
socialmente valioso adquiere rango de bien juridico penal, al
quedar incluido en el tipo de que se trate.

Los tipos penales permiten una gran subdivisién atendiendo
al alcance de la tutela que brindan al bien juridico tutelado,
porque en algunos casos protegen del dafio que se les cause y en
otros contra la exposicién al peligro en que se les coloque;

tal como sucede en el bien juridico denominado vida, ya que el
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homicidio es el tipo que contempla la hipdtesis del daflo
causado y el tipo de disparo de arma de fuego se refiere a la

colocacién del mismo bien en situacién de peligro.

3.- INTERES PUBLICO

El interés piblico ha sido definido como el conjunto de
pretensiones relacionadas con las necesidades colectivas de los
miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervencién
directa y permanente del Estado.

Estas pretensiones pueden dividirse en dos grupos; en el
primero se incluyen las pretensiones que tienden a satisfacer
las necesidades especificas de los individuos y grupos
sociales; dichas pretensiones constituyen el interés privado,
y tienen la caracteristica de que al ser satisfechas se
producen beneficios solamente para determinadas personas.

Por el contrario, en el gsegqundo grupo Be encuentran las
pretensiones que son compartidas por la sociedad en su
conjunto, y cuya satisfaccién origina beneficios para todos los
integrantes de una colectividad. Estas Gltimag pretensiones son
garantizadas mediante 1a actividad constante de los Srganos del
Estado, y para referirse a ellas ge utiliza la expresién
interés pdblico.

En el derecho romano de la época imperial, la expresaba

Ulpiano de la siguiente manera: publicum iug egt quod ad gtatum
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1ei romanas spectat. privatum quod ad singulorum utilitatem (el
derecho piblico es aquel que se refiere a la ReplGblica; el
privado es el que concierne al interée de los particulares).

Rodolfo Sohm, al respecto del interés piblico y el
privado, menciona: "La naturaleza privada o pdblica de un
conjunto de preceptos depende de la indole del interés que
garanticen o protejan. Las normas del derecho piblico
corresponden al interés colectivo; las del privado refiéranse
a intereses particulares; 1o pGblico es 1o que beneficia a la
comunidad. Derecho pblico es, pues, el que regula relaciones
provechosas para el comin. Las facultades del derecho piblico
concédanse para ser ejercitadas en orden al bien general; por
ejemplo, el derecho de voto del ciudadano. Bn cambio, los
derechos privados, como el de propiedad, los tiene el
interesado para si antes que para nada; hi&llanse al servicio de
su poder, de su voluntad,"*

La mayoria de los juristas contemporéneos piensan que es
imposible establecer un criterio vélido para distinguir el
derecho pblico del privado. Bstos juristas afirman que resulta
muy diff{cil establecer dénde termina el interés privado y donde
empieza el plblico. De acuerdo con esta concepcién, 1la
satisfaccién de los intereses particulares (individuales)
garantizados por el orden juridico es, en Gltima instancia, una

cuestién de interés pdblico.

‘* Sohm, Rodolfo,
. P&gina 11.
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La proteccién otorgada al interés piblico tiene mayor
alcance juridico que la tutela concedida a los intereses
privados. El interés piblico es protegido por el Estado, no
solo mediante disposiciones legislativas, sino también a través
de un gran nimero de medidas de cardcter administrativo que
integran una actividad permanente de los poderes ptiblicos,
dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. En cambio, en
relacién al interés privado, el Estado se limita a crear las
condiciones propicias para que los particulares satisfagan sus
pretensiones mediante su propio esfuerzo.

La expresién "utilidad piblica" es usada frecuentemente en
la legislacidén mexicana, para significar lo mismo que se denota
con el concepto de interés piblico.

Por esta migma razén, el an&lisis de los casos de utilidad
piblica mencionados en el articulo 1o, de la Ley de
Expropiacién, nos proporciona una idea aproximada de las
cuestiones que son consideradas de interés plblico en el
derecho positivo mexicano.

Algunos autores atribuyen un significado més restringido
a la nocién de interés pGblico, considerando que el interés
piblico se constituye solamente por las pretensiones que tiene
el Betado para gatisfacer sus necesidades como institucién. De
acuerdo con esta concepcifn, las demis pretensiones dirigidas
a satisfacer necegidades colectivas deben denominarse interés
gocial o general.

Conviene mencionar en este apartado la significacién de lo
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que se denomina interés juridico, pues éste se encuentra
estrechamente vinculado con la definicién aportada al concepto
de interés ptiblico.

La expreaién interés jurfidico tiene un significado general
propio de la filosofia del derecho y otro més restringido que
tiene relacién con el derecho procesal, siendo precisamente
éste al cual nos vamos a ocupar, toda vez que el interés
juridico procesal es por el cual vamos a determinar las
consecuencias y efectos de la declaracidn de procedencia de la

prescripcién penal.

4.- EXTINCION DB LA RRSPONSABILIDAD PENAL

En este apartado analizaremos las causas que extinguen la
responsabilidad penal, seglin nuestro C6digo Penal vigente,
excepto, claro estf, a la prescripcidén, porque é&sta es
precisamente la figura juridica principal a tratar a lo largo
de esta tesis,

Por razones especiales, tanto el derecho de accién como el
de ejecucidn pueden extinguirse, no por causas intrinsecas,
como las que dan origen a las causas de exclusidn del delito,
8ino por causas extringecas que operan dicha extincién, y que
. 8@ encuentran contempladas en nuestro C8digo Penal en el Titulo
Quinto del Libro Primero, bajo el nombre de "Rxtincién de la
Responsabilidad Penal” y que van del artfculo 91 al 118 bis.
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La primera de las causas e8 la referente a la muerte del
delincuente que el artfculo 91 del C6digo Penal contempla de la

siguiente manera:

Artfculo 91. La muerte del delincuente extingue la
accién penal, asi como las sanciones que se le hubieren
impuesto, a excepcidn de la reparacidn del dafio y la de
decomigso de los instrumentos con que se cometid el
delito y de las cosas que sean efecto u cbjeto de &1.

La muerte del delincuente es una causa de extincién comGn
a la accidén y ejecuclién. En el derecho romano ya se conocia
esta forma de extincién, pero en la Edad Media fueron
frecuentes los procesos seguidos contra cadiveres y la
privacion de sepultura a los deudos remisos. Hasta la
Revolucién FPrancesa quedd reconocido el principio de la
extincién penal por causa de la muerte.

La amnist{a, etimolégicamente hablando, es el olvido del
delito (a, sin, musmeQ, recordar), se diferencia del indultoen
que aquella borra toda huella del delito y el indulto sblo la
pena, limiténdose a veces a conmutarla o a reducirla. Por
consiguiente, la amnistia es causa de extincién de la accién y
de la ejecucidn, el indulto sdlo de la ejecucidn. Al respecto
el C6digo Penal dice:

Articulo 92. La amistfia extingue la accién penal
y las sanciones impuestas, excepto la reparacién del
dafio, en los términos de la ley que se dictare,
concediéndola; y si no se expresaren, se entenderé que
la accién penal y las sanciones impuestas se extinguen
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con todos sus efectos, con relacién a todos los
responsables del delito.

En nuestro derecho gfélo se mantiene la reparacién del dafio
cuando la ley que concede la amnistia lo prevenga asi, pues de
1o contrario también se considerari extinguida.

Bl perddn del ofendido o legitimado para otorgarlo, es
causa de extincién del derecho de accién, y en aig\mos casos
del de ejecucién, Se entiende que debe ser irrestricto, no
condicionado, para que surta efectos legales. El perddn ha de
gser posterior al delito y sdlo tiene validez cuando ge otorga
antes de dictarse sentencia en segunda instancia. Bl articulo

93 lo reglamenta cuando eatablece:

Articulo 93. El perdén del ofendido o del
legitimado para otorgarlo extingue la accién penal
reapecto de los delitos i;ue se persiguen por querella,
siempre que se conceda ante el Ministerio PGblico si
éste no ha ejercitado la misma o ante el d&rgano
jurisdiccional antes de dictarse sentencia de segunda
instancia. Una vez otorgado el perddn, éste no podré
revocarse.

Lo dispuesto en el paArrafo anterior es igualmente
aplicable a los delitos que 83l0 pueden ser perseguidos
por declaratoria de perjuicio o algin otro acto’
equivalente a la querella, siendo suficiente para la
extincién de la accién penal la manifestacidn de quien
estd autorizado para ello de que el interés afectado ha
sido satistecho.

Cuando sean varios los ofendidos y cada uno pueda
ejercer separadamente la facultad de perdonar al
responsable del delito y al encubridor, el perddn sdlo
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surtiré efectos por lo que hace a quien lo otorga.

Bl perdén sbélo beneficia al inculpado en cuyo
favor se otorga, a menos Que el ofendido o legitimado
para otorgarlo, hubiese obtenido la satisfaccion de sus
intereses o derechos, caso en el cual beneficiard a
todos los inculpados y al encubridor.

Bl perdén del ofendido y del legitimado para
otorgarlo en delitos de los mencionados en los dos
pArrafos anteriores, también extingue la ejecucién de
la pena, siempre y cuando se otorgue en forma
indubitable ante la autoridad ejecutora.

Para que el perdém extinga 1la accién penal, deben
coexistir los siguientes requisitos: primero, que el delito no
se pueda perseguir de oficio, sin previa querella; segundo, que
el perdén se conceda antes de dictarse sentencia en segunda
instancia; y tercero, que se otorgue por el otond'ido o por la
persona que reconozca éste ante la autoridad como su legitimo
representante, por quien acredite legalmente serlo o, en su
defecto, por tutor especial que designe el Juez que conoce del
proceso.

Respecto al indulto, éste se encuentra contemplado
conjuntamente con el reconocimiento de inocencia en 1los
articulos que van del 94 al 98 del Cédigo Penal, que
establecen:

Artfculo 94. Bl indulto no puede concederse, sino
de sancién impuesta en sentencia irrevocable.

Artfculo 95. No podra concederse la inhabilitacién
para ejexrcer una profesién o alguno de los derechos
civiles o politicos, o para desempefiar determinado
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gurtird efectos por lo que hace a quien lo otorga.

Bl perdén sblo beneficia al inculpado en cuyo
favor se otorga, a menos que el ofendido o legitimado
para otorgarlo, hubiese obtenido la satisfaccién de sus
intereses o derechos, caso en el cual beneficiars a
todos los inculpados y al encubridor.

Rl perdin del oferndido y del legitimado para
otorgarlo en delitos de los mencionados en los dos
parrafos anteriores, también extingue la ejecucién de
la pena, siempre y cuando se otorgue en forma
indubitable ante la autoridad ejecutora,

Para que el perdén extinga 1la accién penal, deben
coexistir los siguientes requisitos: primero, que el delito no
se pueda perseguir de oficio, sin previa querella; segundo, que
el perdén se conceda antes de dictarse sentencia en segunda
instancia; y tercero, que se otorgue por el otonqido o por la
persona que reconozca éste ante la autoridad como su legftimo
representante, por quien acredite legalmente serlo o, en su
defecto, por tutor especial que designe el Juez que conoce del
proceso.

Respecto al indulto, éste se encuentra contemplado
conjuntamente con el reconocimiento de inocencia en los
articulos que van del 94 al 98B del Cdédigo Penal, que
egtablecen:

Artfculo 94. Bl indulto no puede concederse, sino
de sancién impuesta en sentencia irrevocable.

Articulo 95. No podr& concederse la inhabilitacién
para ejercer una profesidén o algunc de los derechos
civiles o politicos, © para desgempefiar determinado
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cargo © empleo, pues estas sanciones sblo se
extinguirén por la amnist{a o la rehabilitacién,.

Artfculo 96. Cuando aparezca gue el sentenciado es
inocente a@e proceder& al reconocimiento de su
inocencia, en los términos previstos por el Cédigo de
Procedimientos Penales aplicable y se estard a 1lo
dispuesto en el articulo 49 de este Cédigo.

Artfculo 97. Cuando la conducta observada por el
sentenciado refleje un alto grado de readaptacién
social y su liberacién no represente un peligro para la
tranquilidad y seguridad piblicas, conforme al dictamen
del 6rgano ejecutor de la sancién y no se trate de
sentenciado por traicién a la Patria, espionaje,
texrrorismo, sabotaje, genocidio, delitos contra 1la
salud, violacién, delito intencional contra la vida y
secuestyo, ni de reincidente por delito intencional, se
le podré conceder indulto por el Rjecutivo Federal, en
uso de facultades discrecionales, expresando sus
razones y fundamentos en los casos siguientes:

I. Por los delitos de carécter politico a que
alude el artfculo 144 de este C6digo;

II. Por otros delitos cuando la conducta de los
responsables haya sido determinada por motivaciones de
carécter politico o social, y

II1. Por delitos de orden federal o comin en el
Distrito Federal, cuando el sentenciado haya prestado
‘importantes servicios a la Nacién, y previa solicitud.

Articulo 98. El indulto en ningln caso extinguird
la obligacién de reparar el dafio causado. El
reconocimiento de 1la inocencia del sentenciado,
extingue la obligacién de reparar el dafio.

Podemos darnos cuenta que, con respecto al indulto, é&ste

s6lo comprende la sancién impuesta en sentencia irrvevocable,
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pero en ningin caso extinguir& la obligacién de reparar el dafio
causado, excepto tratdndose de un condenado que sea indultado
por resultar inocente. El indulto es forzogo o facultativo, el
primero comprende el caso en que el reo haya prestado
importantes servicios a la Nacién, traténdose de delitos del
orden comin, o en el que alguna ley quite a un hecho u omisién
el carfcter de delito que otra anterior le daba; en los delitos
politicos queda a la prudencia y discrecién del Ejecutivo el
otorgarlo. En ningin caso podr§ concederse indulto traté&ndose
de penas de inhabilitacién para ejercer una profesién o alguno
de los derechos civiles o para desempefiar cargo o empleo, pues
estas sanciones 86lo se extinguirén por amnistia o
rehabilitacién.

La rehabilitacién s6lo es causa de extincién del derecho
de ejecutar la sancidén, pero no de la accién penal. En tales
términos se expresa el C6digo, al establecer en el articulo 99
lo siguiente:

Articulo 99, La rehabilitaci6én tiene por objeto
reintegrar al condenado en los derechos civiles,
politicos o de familia que habia perdido en virtud de
gsentencia dictada en un proceso o en cuyo ejercicio
estuviere suspensgo.

La rehabilitacién la pronuncia el Congreso de la Unién y
ge publica en el Diario Oficial comunic&ndose al tribunal o
juzgado que pronuncié en fallo irrevocable para que se hagan

las anotaciones en el toca o en las actuaciones de primera
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instancia. El que la solicite deberd hacerlo ante el tribunmal
o juzgado que pronuncid el fallo irrevocable, acompafiard a su
golicitud un certificado de la autoridad correspondiente
acreditando que extinguié la pena impuesta, o que le fue
conmutada o indultada; y otro de la autoridad administrativa
del lugar en que residid desde que comenzdé la inhabilitacidn o
la suspensidn y una informacién recibida con intervencién de
dicha autoridad comprobando que el peticionario observd buena
conducta continua desde que comenzd a extinguir su sancién y
que dié pruebas de haber contraido h&bitos de oxrden, de trabajo
y de moralidad.

El cumplimiento de la pena es, propiamente, la primera
causa de extincién de la pena, ya que al obtenerse ésta, cesa
todo derecho del BRetado a perseguir y sancionar al infractor;
pero al decirse cumplimiento de la pena debe entenderse su
ejecucién en los términos y con las condiciones legalmente
sefialadas en la pena misma.

El articulo 116 sefiala:

Articulo 116. La pena y la medida de seguridad se
extinguen, con todos sus efectos, por cumplimiento de
aquellas o de las sanciones por las que hubiesen sido
sustituidas o conmutadas. Asimismo, la sancién gque se
hubiege suspendido se extinguird por el cumplimiento de
los requisitos establecidos al otorgarla, en 1los
términos y dentro de los plazos legalmente aplicables.

Las medidas de segquridad plantean problemas de aplicacién

posteriormente a las penas, como en el caso de 1o delincuentes
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habituales o gravemente peligrosos,

La vigencia y aplicacién de una nueva ley més favorable,
contemplada por el artfculo 117 del Cédigo Penal, extinguiré la
accién penal o la sancidn correspondiente cuando aparezca una
ley que suprima el tipo penal o lo modifique, de acuerdo a lo
dispuesto por el articulo 56 que se refiere a estarse a lo
dispuesto en lo mis favorable al inculpado o sentenciado,
debiendo la autoridad aplicarla de oficio.

La existencia de una sentencia anterior dictada en proceso
seguido por los mismos hechos, como causa de extincién de la
responsabilidad penal, tiene mis bien que ver con lo
establecido por el articulo 23 Constitucional, que contiene el
principio juridico non bis in idem (no dos veces en 1o mismo),
que indica que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo
delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene.

La Gltima de las causas que extinguen la responsabilidad
penal es la que extingue las medidas de tratamiento a
inimputables, la cual se encuentra contemplada por el articulo
118 bis del Cédigo Penal y que menciona que la medida de
tratamiento se considerari extinguida si se acredita que las
condiciones perscnales del individuo inimputable, sujeto a una
medida de tratamiento, no corresponden ya a las que hubieran
dado origen a su imposicién, siempre que éste se encontrare

préfugo y posteriormente fuera detenido.
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D.~ NATURALERZA JURIDICA DE LA
PRESCRIPCION

1.- CONCEPTO DB PRESCRIPCION

La prescripcién es un vocablo equivoco, segin sea el &rea
del conocimiento en que se ept& empleando, ein embargo, en este
capitulo nos interesa dar una significacidn que permita conocer
que se estd refiriendo al Derecho Penal, por 1o que no hay que
pasar por alto algunas cbservaciones que sean Gtiles para la
mejor comprensién del significado.

Rs factible seflalar que por cuestiones de estilo en la
redaccién de las leyes, se puede encontrar el empleo del
vocablo prescripciSn con una significado ajeno al que se
refiere al fenémeno que aparece por el transcurso del tiempo.

En estos casos, prescribir y prescripcién se utilizan como
sinénimos de preceptuar, ordenar o determinar una cosa, © como
de preceptuacidn, ordenacién o determinacién de algo, por la
otra."

Tenemos como ejemplo el contenido del articulo 15 del
Cédigo Civil vigente que dice:

Articulo 15. Loe actos juridicos, en todo 1lo
relativo a su forma, se regir&n por las leyee del lugar
donde pasen. Sin embargo, los mexicanos o extranjeros
residentes fuera del Distrito o de los Territorios

- Y Alonso Aguilar, Martin. Enciclopedia del Idioma, Tomo
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Federales quedan en libertad para sujetarse a las
formas prescritas por este Cédigo, cuando el acto haya
de tener ejecucién en las mencionadas demarcaciones.

Es obvio que en este caso no hay relacidn alguna entre el
fendmeno de la prescripcién por el transcurso del tiempo y el
acatamiento a lo prescrito por una Ley.

En materia civil se dice que "prescripcitn es la facultad
o el derecho que la ley establece a favor del deudor, para
excepcionarse validamente y sin responsabilidad, de cumplir con
su prestacién, o para exigir a la autoridad competente la
declaracién de que ya no se le puede cobrar en forma coactiva
la prestacién, cuando ha transcurrido el plazo que otorga la
ley al acreedor para hacer efectivo su derecho”.*

Al respecto, el maestro Gutiérrez y Gonz&lez anota que el
Cédigo Civil regula bajo un 86lo rubro dos instituciones
diversas, como son la prescripcién a la que ya nos referimos y
a la llamada prescripcién adguisitiva, que en Derecho Romano se
conoci6é como usucapiénm.

No puede sar was clara la egquivocidad del término
prescripcién, ya que lo mismo se refiere a la materia de
obligaciones, que a la forma o el medio de adquisicién de
derechos reales; y puede resultar alin mas contrastante dicho

término si lo referimos a la prescripcién en mareria penal. B

* Gutiérrez y Gonzdlez, Ernesto. Derecho de las
obligaciones. P&gina 798.

¥ Idem. P&ginas 799 y siguientes.
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por eso que podemos considerar que la prescripcién penal puede
definirse asi: es ¢l fenimeno juridico penal originado por el
transcurso dsl tiewpo, mediante el cual el Rstado se autolimita
en su facultad represiva para ejercitar la accién persecutoria
0 ejecutar las sanciones iwpuestas.

Ahora bien, se considera que es un fendmeno juridico
penal, porque desde el momento mismo de que existe una
regulacién normativa, se estd ante lo que es juridico, y si
consideramos que la regulacién forma parte del sistema
legislativo penal, entonces el fenfmeno que nos OCupa es
juridico penal.

Como hemos visto, todo lo relativo a la prescripcidn tiene
como fundamento el correr del tiempo, al reapecto puede citarse
la tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nacidn que dice:

PRESCRIPCION DB LA ACCION PEMAL Y PRRSCRIPCION DE LA

PENA. La accién penal como derecho de persecucién nace

cuando se ha cometido un delito y prescribe por el

transcurso del tiempo, s8i no se ejercita por el
Ministerio Piblico, reclamando del 6rgano
jurisdiccional la declaracién del derecho en el acto
que estima delictuoso y la determinacién de la pena que
debe aplicarse al delincuente. Consecuentemente, la
prescripcién de la accién supone una inactividad del
Ministerio Pblico por todo el tiempo que la ley sefiala
como suficiente para extinguir por su no ejercicio o
actuacién de ese derecho de persecucidn.

En cambio, la prescripcién de la pena supone el
incumplimiento de la sentencia, y el quebrantamiento,

en una pena privaciva de la libertad, es cabalmente la
fuga.

Directo 6793/1940. Santos Rodriguss Maravel. Sasuaito ol 2 de Marso de 1961, por unanimided ¢8 ¢ wvetos.
vonante: $7. Were. Rivers S$ilwve. $ric. Lic. victor Masuel Frasco. 18, Sals. Solesin 1361, phg. 313,

Lo anterior significa que el tema relativo a la

prescripcién tiene que ser entendido como uno de los casos de
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excepcién al principio general que autoriza y obliga al Estado
a la pergecucién de los delitos y a la sancién a los
delincuentes, excepcién que tiene como fundamento el simple
transcurso del tiempo, aun cuando el tiempo corrido pueda ser
objeto de diversa valoracién,

Analizando el anterior concepto, es necesario recordar lo
relativo a lo mencionado por el articulo 21 Constitucional que
dice: "la persecucién de los delitos incumbe al Ministerio
Piblico y a la policia judicial, la cual estarf bajo la
autoridad y mando inmediato de aquel"”, esto e8, el ejercicio de
la accién penal; asimismo, en el propio articulo 21 ge
establece: "la imposicién de las penas es propia y exclusiva de
la autoridad judicial”, lo que nos lleva al otro aspecto de la
prescripcién que es, desde luego, la sancién.

Sin embargo, esta facultad se encuentra limitada por los
principios reguladores del fendémeno de la prescripcién,
consignados en nuestro C&digo Penal vigente, y si tomamos en
consideracién que el C6digo Penal y las leyes aplicables son
producto de la actividad legislativa, tenemos que llegar a
concluir que es el Estado mismo el que se autolimita la
facultad que tiene para intervenir mediante su actividad en
todo aquello que es concerniente a los delitos. En
consecuencia, es el Estado el primer obligado a restringir su
actividad represiva, en acatamiento a las normas que ha dictado
y tiene que respetar, con lo que se origina el caso de

excepcién a la facultad genérica de perseguir y sancionar las
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transgresiones a las leyes penales,

Rl tiempo y su curso natural es un elemento del concepto
aportado anteriormente, gque ha sido necesario definirlo con
base a leyes fipicas, llegando a 1la fijacién de medidas como el
dia solar, que tiene 24 horas, la hora solar integrada por 60
minutos, hasta llegar al sequndo solar. La ley reconoce y
acepta la medida de tiempo conforme a las leyes naturales del
movimiento en el Universo y de acuerdo con el criterio
asimilado culturalmente en nuestras sociedades; por ejemplo, se
basa en el concepto de df{a para interponer recursos; del mes,
para algunos aspectos de caducidad y en afios para materia de

prescripcidn.

2.- CLASES DR PRESCRIPCION

BEs conveniente sefialar que en este apartado se darén muy
someramente algunas de las caracteristicas que distinguen a los
dos tipos de prescripcién que nuestra legislacién penal
reconoce, ya que con posterioridad y a lo largo de este trabajo
de tesis se dar&n mis detalles de todos y cada uno de los
elementos que la componen, por lo que basta por el momento
decir que hay dos clases de prescripcién: la de la accién y la
de la pena.

La accidn penal como derecho de persecucién nace cuando se

ha cometido un delito y prescribe por el tramscurso del tiempo
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8i no se ejercita por el Ministerio PGblico, reclamando del
6rgano jurisdiccional la declaracién del derecho en el hecho
que estima delictuoso y la determinacién de la pena que debe de
aplicarse al delincuente.

Consecuentemente, la prescripcién de la accién supone una
inactividad del Ministerio Pdblico por todo el tiempo que la
ley sefiala como suficiente para extinguirse por su no ejercicio
o actuacién de ese derecho de persecucién. En cambio, 1la
prescripcién de la pena supone el incumplimiento de 1la
sentencia y, en una pena privativa de la libertad, la fuga
implica el incumplimiento de la sentencia.

La prescripcién de la accién penal y la prescripcién de la
pena son dos institutos distintos y se rigen por prevenciones
legales diferentes. Para los efectos de la prescripcidn de la
accién debe tomarse en cuenta la sancién abstracta fijada por
el legislador al delito de que se trata y de ningin modo la
especifica sefialada por el juzgador al delincuente, sea porque
hubiese apreciado el hecho concurriendo alguna modificativa.

En cuanto a la prescripcién de la pena debe tomarse en
cuenta la penalidad impuesta en el fallo y el transcurso de un
témmino igual al que deberfa durar y una cuarta parte mis.

Asi, de manera genérica, se exponen alguno de los puntos
que caracterizan a cada una de las clases de prescripcién
existentes, y cuya sistemética se expondrs&n, como ya se dijo,

a lo largo de este trabajo.
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3.~ DISTINCION DR LA PRERSCRIPCION CON LA CADUCIDAD

No existe una uniformidad de criterios en cuanto al
contenido de los conceptos de prescripcién y caducidad y con
frecuencia se confunden, por lo que podemos decir que por
prescripcién se entiende la pérdida o la adquisicidén de
derechos u obligaciones por el transcurso del tiempo y por
caducidad se entiende la extincién de la facultad para ejercer
un derecho,

Ya anteriormente nos referiamos a la equivocidad del
término prescripcién al analizar su detinicidn y concepto, por
lo que es menester cuestionar si la caducidad existe en el
procedimiento penal mexicano, y para el caso es necesario citar
a Maggiore cuando apunta "el derecho de querella me extingue
por caducidad, fundada en la presuncidén razcnable de que la
inercia del agraviado durante cierto tiempo es indicic de haber
cesado su interés por la punicifén, y la necesidad de no tener
indefinidamente suspensa, al querer de un particular, la
gitvacién del reo hace que la ley establezca témminos de
caducidad para el ejercicio del derecho de querella".*

Probahlementé estemos nuevamente ante un concepto
civilistico, ya que en materia civil caducidad es la sancién
que impone la ley a la persona que, dentro del plazo que la

propia ley establece, no realiza voluntaria y concientemente la

" '* Maggiore, Giuseppe. Derscho Penal. Voltmen II, p&gina
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conducta positiva para gque nazca, o para mantener vivo, un
derecho sustantivo o procesal; tal concepto ceoincide con la
idea de que la sancién a quien no actia es la pérdida del
derecho a formular la querella, pero como en nuestra
legislacién no hay una ley que seflale un plazo para la
formulacién de la querella y menos que invite a la abstencién
con la pérdida de un derecho a tal formulacién, es por lo que
se determina que no existe la caducidad en nuestra ley.

Resulta interesante el hecho de que ni el C&8digo Penal
como ordenamiento sustantivo ni los procesales como adjetivos
se refieran en una sola ocasifén a la caducidad del derecho a
formular la querella, ni como causa de extincién de 1la
responsabilidad penal, ni tampoco como causa de suspensién o
interrupcién de un procedimiento o del curso de una
temporalidad para la operancia de la prescripcién,

Bn el caso hipotético de que se aceptara la existencia de
la caducidad del derecho a formular gquerella en nuestra
legislacién, la misma caducidad seria implicativa de una
sancién, que en este caso seria la pérdida del derecho a
formular la querella; pero aln esta sancién debe estar fundada
y motivada para poder ser declarada, ésta no opera porgue Bi y
como en nuestro sistema no existe una norma a la cual referirse
en el caso, entonces no seria juridica ni constitucionalmente
correcto declarar una caducidad por falta de apoyo en la norma
que traeria siempre como consecuencia gue un acto declarativo

de tal naturaleza careceria de fundamentacién y motivacién.
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De todo esto cabe concluir gque 1la prescripcién se
distingue de la caducidad en gue la primera, interpretada en un
sentido amplio, se encuentra determinada por la adquisicién o
pérdida de derechos u obligaciones por el transcurso del tiempo
encontréndose requlada por nuestra legislacibn penal; mientras
que a la caducidad la entendemos como la extincién de la
facultad de ejercitar un derecho por no haberlo ejercitado
dentro del plazo que la propia ley establece, sin encontrarsge

ésta regulada por nuestra ley.



CAPITULO IIX
LA PRESCRIPCION EN ERIL. CODIQO
PENAL VIGENTE

A.- SISTEMATIZACION EN LA
REGQULACION DR LA PRESCRIPCION

Se ha establecido que la prescripcién es un instituto de
Derecho Penal sustancial con repercusiones y consecuencias en
el campo de lo procesal, que es donde el fendmeno adquiere vida
y determinacién; por lo que, sigquiendo un razonamiento légico,
es necesario aceptar que para saber pi existe o no un delito y
en cada caso obtener de la conclusién a la que se llegue las
consecuencias que la ley seflala, se requiere, antes que nada,
saber lo que es delito, y para los efectos que nos interesan,
citando a Silvio Ranieri, podemos determinar que delito es “un

hecho humano previsto de modo tipico por una norma juridica",?’

!” Ranieri, Silvio. Manual de Derecho Pepal. Tomo I, p&gina
141,
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por lo que la accién para obtener 1a calificacién
correspondiente debemos entenderla referida al hecho en el que
interviene el hombre y que tiene la relevancia penal atendiendo
a su tipicidad, o sea, que en el estudio de la prescripcién de
la accién persecutoria adquiere importancia la materialidad de
que est& revestido el hecho juridico que establece la relacién
por la que nace el Derecho del Estado para la persecucién
penal, vinculado al ser humano autor del propio hecho.

Asfi como es importante analizar paso a paso el contenido
de cada articulo que regula la figura de la prescripcién,
también es importante analizar la posicién de nuestra
legislacién en cuanto ge refiere al tiempo a partir del cual se
inicia el curso de lapso necesario para su operancia extintiva,
mismo que aparece tratado en el articulo 102 del Cédigo Penal
para el Distrito Federal y que contempla lo siguiente:

Articulo 102. Los plazos para la prescripcibdn de
la accién penal ser&n continuos; en ellos se
considerard el delito con sus modalidades, y se
contarén:

I. A partir del momento en que se consumd el
delito, si fuere instanténeo;

II. A partir del dia en que se realizé el dltimo
acto de ejecucidn o se omitid la conducta debida, &i el
delito fuere en grado de tentativa;

III. Desde el dia en que se realizé la Gltima
conducta, traténdose de delito continuado, y

IV. Deede la cesacién de la consumacién en el
delito permanente.
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Es necesario destacar que en el articulo 102 se establece
una separacidn entre las formas de presentacién de la conducta
gque va a ger wotivo de persecucién por parte del Estado, al
mencionarse los casos de los delitos consumados y aquellos que
solamente adoptan la forma de la tentativa punible, que por sus
propias caracteripticas no llegan a la consumacién vy
agotamiento,

Es conveniente mencionar que la teoria del resultado
aparece como insuficiente atendiendo a la dispoeicién legal
rectora del articulo 102, ya que ella funciona validamente en
todos los caeos en los que es posible precisar el momento de
produccién del resultado material y en los delitos que no
tienen ese tipo de resultado {de mera conducta) o en aquellos
en los que la nota caracteristica es justamente la no
produccién de un resultado material, como ocurre en todas las
tentativas punibles, estariamos ante la imposibilidad de tener

‘una base cierta para el inicio del tiempo necesario para la
prescripcién,

La manifestacidén de la voluntad, por s8i sola, no resuelve
la integridad de los casos presentables para efectos de
uniformidad de la prescripcién de la accién persecutoria; el
resultado, visto aisladamente, de igual manera deja fuera de
estudio ciertoe casos.

Separadamente estudiados los aspectos relativos a la
manifestacién de voluntad o del resultado, aparecen como

incompletos para lo que ahora nos interesa; en cambio, si
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consideramos que la reunién de ellos es una concepcién
unitaria, tanto importa el momento de manifestacién de la
voluntad como de produccién del resultado, no estamos dejando
fuera de esta esfera ninguna de las posibles formas que puede
adoptar la presentacién de la conducta.

Se considera que la afiliacién doctrinaria de nuestro
Cédigo se hace en favor de la llamada teoria unitaria; lo Gnico
que es necesario agregar es que para tener un mejor dato para
la precisién del tiempo, hay que referirse al momento de la
conducta y no al de la actividad, de la manifestacidén de la
voluntad o del resultado.

Si entendemos la conducta en la forma antes propuesta,
integrada por la manifestacién de la voluntad, el resultado
sobrevenido y la imprescindible relacién de causalidad, debe
ger a partir de que se surta la conducta, segin cada caso
particular, que se tenga por nacida la accién para perseguir el
hecho concreto y, consecuentemente, a partir de ese mismo
momento se iniciard el curso de la prescripcién,

Conforme a una concepcién unitaria, se tiene cabida para
efectos de la prescripcién todos los casos presentables; lo
mismo sirve esta posicién para el delito consumado con
produccién de regultado material, que para el que se presenta
en forma de tentativa y con un resultado puramente juridico,
consigtente en la desproteccién al bien o interés tutelado por

el tipo.

La facultad para ejercitar la acci6n persecutoria nace en
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favor del Estado con respecto a un hecho concreto en el momento
mismo en el que ese hecho particular adquiere relevancia en el
Campo del Derecho Penal; esto significa que el hecho relevante
es el presupuesto para el ejercicio de la accién penal y todo
nuestro sistema de enjuiciamiento penal parte de la base de la
conducta tipica, que por la reunién de los dos conceptos,
conducta y tipo, nos est& indicando que tanto importa la
actividad y la manifestacién de 1la voluntad, cuanto el
resultado, ya que lo primero va dando forma a la conducta como
elemento primario del delito y el dltimo, con su concepcién
amplia, aporta la ubicacién en el tipo delictivo de que se
trate en el caso particular.

Existe en la llamada lLey Orgdnica de la Procuraduria
General de Justicia del Distrito Federal, un precepto gque
esclarece toda posible duda respecto de la relevancia que el
hecho tiene en la materia penal, el cual es el siguiente:

Articulo 10. Corresponde al Ministerio Piblico:
I. Recibir las denuncias y querellas sobre hechos
que puedan constituir delito.

Si tomamos en consideracidén que el Ministerio PGblico es
el titular monopolistico de la accién persecutoria y asociamos
el precepto transcrito, parece obvio que siempre se actGa sobre
la base de "hechos" que tienen la apariencia de delictuosos y
requieren de una calificacién legal; los hechos que pueden
constituir delito no son otros sino los provenientes de una

conducta que adquiere relevancia al afectar intereses
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juridicamente protegidos por un tipo penal,

Por 1lo anterior, consideramos al igual que Pavén
Vasconcelos, que el conjunto de reglas aplicables de la
legislacién penal en materia de prescripcién de la accibn
persecutoria puede ser interpretado bajo 1la concepcidn
doctrinaria de la tesis llamada unitaria o de la ubicuidad.'

Con relacifn a la prescripcién de la sancitén penal, ésta
ge encuentra afin mi&s delimitada al mencionar en los articulos
103 y 113 los momentos a considerar para poder comenzar a
computar el plazo de la prescripcién de la sancién legalmente
impuesta, que van deasde las penas corporales y pecuniarias,
hasta las que no son ni corporales ni pecuniarias, es decir,
son accesorias o no tienen temporalidad.

Siendo los plazos a computarse a partir de la fecha en que
cause ejecutoria la sentencia condenatoria correspondiente o a
partir de la fecha en que el reo se sustraiga a la accién de la
justicia cuando la pena respectiva sea privativa de libertad.

Las anteriores consideraciones se estudiar&n con mayor
profundidad en los subsecuentes apartados, por el momento basta
decir que 1la sistematizacién en 1la regulacién de la
prescripcién penal en nuestra legislacién, encuentra su apoyo
en la teoria unitaria del delito que considera la relacién
conducta-tipicidad, esto con relacién a la prescripcién de la

accién pergecutoria, y que con respecto a la prescripcién de la

' pavén Vasconcelos, Francisco H.
Mexicano, Parte General, segunda edicidn, pagina 223,
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sancién penal, ésta debe encontrarse bajo ciertos supuestos
para poder operar, en virtud de que ya se encontrd la verdad
legal del hecho estimado en un principio como delictuoso, y que
lo que se busca es ejecutar la sancién legalmente impuesta y no
ya la de determinar si un hecho, que reviste las
caracteristicas de delito, realmente lo es.

Bs conveniente recalcar una vez mAs, que, en una
congideracién muy personal, deberfa volverse a la antigua
sistematizacién que regulaba a la prescripcién bajo apartados
distintos; pero dicho tema se tratari en el capitulo relativo
al proyecto de regulacién de la prescripcién en el Cédigo

Penal .

B.- UNIFORMIDAD DE LA
PRESCRIPCION EN LOS TIPOS
PENALES

Es cpnveniente aclarar que, para efectos de elaboracién de
este inciso, se tomaron en cuenta las reformas al C6digo Penal
del afio de 1994, en las que se adicionaron y reformaron 4
preceptos, realizando una importante clasificacién de los
delitos, dividiéndolos en dolosos y culposos, desapareciendo la
preterintencionalidad como forma de cometer log delitos, adem&s

de dividir a los delitos, en cuanto a su resultado, en delitos
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graves y en los que no lo son.

EBe preciso, como se indicaba anteriormente, hacer esta
aclaracién por el hecho de que el capitulado original de la
pregente tegie se realizd pocos meses antes de las reformas del
mes de enero del afio de 1994, y, claro, en la actualidad no
tendria aplicacién lo que en aquel entonces tenfa plena
vigencia, ei tomamos en cuenta que una de lae principales
propuestas en este trabajo, es la de considerar el tiempo para
la operancia de la prescripcién, tanto de la accién como de la
pena, en cuanto a lo que hace a la divieiétn de los delitos
graves gque contempla el articulo 268 del (édigo de
Procedimientos Penales, pero que se enunciard con mis detalle
con posterioridad.

Sin embargo, se creys conveniente no alterar el contenido
de la presente investigacién, por lo que se considerd tratar,
aunque brevemente, algunos aspectos referentes a 1a uniformidad
de la prescripcién de los tipos penales, considerados deede el
punto de vista del cémputo ha realizar para determinar su
extincién penal.

El Cédigo Penal sélo toma en cuenta, para realizar el
cémputo de la prescripcién, el tiempo de la conducta punible
con sus cuatro distintas variantes, como ya ge menciond en el
apartado anterior, y cuando se trata de delitos perseguibles
por querella de parte o cuando son oficiosos, sin hacer
distincién alguna en cuanto a la gravedad del delito,

Gnicamente obedeciendo a la individualizacién legal, y no la
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individualizacién judicial, que merece cada delito.
Ya habiamos visto también en el apartado anterior que en
el articulo 102 del C6digo Penal se contemplan los momentos a
partir de los cuales se va a comenzar a contar el plazo
necesario para la operancia de la prescripcién de la acciém
persecutoria, sin embargo, los art{culos que determinan cudl va
a ser ese plazo total a considerar para decretar la relativa
prescripcién, son los articulos 104, 105, 106, 107 y 108, que

establecen:

Articulo 104, La accidn penal prescribe en un afio,
81 el delito sb6lo mereciese multa; si el delito
mereciese, ademids de esta sancién, pena privativa de
libertad o alternativa, se atenderd a la prescripcién
de la accién para perseguir la pena privativa de
libertad; lo mismo se observard cuando corresponda
imponer alguna otra sancifn accesoria.

Articulo 105.- La accién penal prescribird en un
plazo igual al término medio aritmético de la pena
privativa de la libertad que seffala la ley para el
delito de que se trate, pero en ningiin caso ser& menor
de tres afios.

Artfculo 106. La accién penal prescribir§ en dos
afios, s8i el delito s86lo mereciese destitucién,
suspensidén, privacién de derechos o inhabilitacién,
salvo 1o previsto en otras normas.

Articulo 107, Cuando la ley no prevenga otra cosa,
la accidn penal que nazca de un delito que solo pueda
perseguirse por querella del ofendido o algdn otro acto
equivalente, prescribird en un afio contado desde el dia
en que quienes puedan formular la gquerella o el acto
equivalente tengan conocimiento del delito y del



69

delincuente, y en tres, fuera de esta circunstancia.

Pero una vez 1llenado el requisito de
procedibilidad dentro del plazo antes mencionado, la
prescripcién seguird corriendo segin las reglas para
los delitos perseguibles de oficio.

Articulo 108. En los casos de concurso de delitos,
las acciones ©penales que de ellos resulten,
prescribirdn cuando prescriba la del delito que
merezca pena mayor.

De los preceptos transcritos, podemos darnos cuenta de que
la ley Gnicamente distingue el plazo para la prescripcidn de la
accidn penal en cuanto a la penalidad que merece cada delito en
particular, sin estimar nunca sobre la gravedad que cada delito
representa ni toma en cuenta tampoco la peligrosidad que cada
sujeto activo reviste en su conducta, esto es, como se ha
reiterado constantemente, porque el legislador tomd en cuenta
a la individualizacién legal, y no la judicial, que merece cada
delito, es decir, que la prescripcién de la accién penal opera
en funcién a 1a penalidad fijada por el legislador a la entidad
de delito y no atendiendo a la sancidn impuesta por el juzgador
al delincuente.

Nos parece correcta esta posicién si tomamos en
consideracién que el legislador pretendia darle su verdadero
sentido a la naturaleza juridica de la prescripcién como
fenémenc aceptado por nuestra legislacién basada en la teorfa
de la seguridad juridica, despersonalizando dicho fenémeno

juridico de toda cuesti6n individual, ignorando por completo
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los aspectos personales del sujeto al cual se le imputa la
comisién de un hecho presumiblemente delictivo,

El problema de la uniformidad se presentaria en relacién
a la pena legalmente impuesta, porque se considera que se ha
encontrado la verdad legal y que el acusado sea visto ya como
un delincuente, 1o que no pasa en la prescripcién de la accién
penal, porque el acusado no pasa de ger un simple sujeto al que
ge le achaca la comigién de un delito pero que, al no
comprobdrsele nada, al haber operado en gu favor 1la
prescripcidn, no alcanza el caricter de delincuente para poder
ger tratado como tal.

Bs por lo anterior que algunas legislaciones no contemplan
el fenémeno de la prescripcién de la sancién penal, volviendo
algunas sanciones imprescriptibles; sin embargo, en nuestra
legislacién 8{ se acepta esta poeicién, resultando complejo el
estudio de la uniformidad de la prescripcién de la sancién
penal porque é&sta es précticamente inexistente, ya que,
dependiendo de la penalidad impuesta, es el plazo para que
opere la preecripcién respectiva, coneiderando un término para
la operancia de la prescripcién cuando las sanciones sean
corporales y cuando sean pecuniarias, as{ como cuando se trate
de sanciones accesorias y de cuando no tengan temporalidad.

Es por lo anterior que, respecto a la uniformidad de la
prescripcién de la sancién penal, se hacen pocos cambios,
porque se eet& de acuerdo en cuanto a la posicién del

legislador de considerar a las distintas sanciones impuestas de
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manera separada, ya que cada sancién reviste un estudio previo
de la responsabilidad del delincuente y de su personalidad y
grado de readaptacién social. Siendo lo {inico a considerar, una
reduccién en cuanto a los plazos para la operancia de la
prescripcién y el establecimiento de un minimo y de un méximo
para que el plazo de 1la prescripcién ocurra entre estos dos

extremos.

L]

C.~- COMPUTO DE LA PRESCRIPCION
DE LA ACCION PENAL

Bl inicio del curso de la prescripcién no se toma a partir
del momento en gue nace el derecho a la persecucién sino del
dia en que tal derecho es ejercitable por el Bstado. Esto tiene
como fundamento el contenido de los articulos 102, 107 y 110
del Cédigo Penal, en los cuales se hace referencia a que el
inicio del curso de la prescripcién de la accién persecutoria
se toma a partir del dfa en que haya ocurrido el acontecimiento
previsto por la norma.

En consecuencia, es v&lido sostener que el inicio del
curso de la prescripcién se toma a partir del dia en que el
Estado adquiere el derecho a la persecucién de un caso
concreto.

Dice el artfculo 105 del Cédigo Penal que:
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Artfculo 105. La accién penal prescribiri en un
plazo igual al término medio aritmético de la pena
privativa de la libertad que sgeflala la ley para el

delito de que se trate, pero en ningin caso serd menor
de tres aflos,

Nuestra legislacién penal establece para cada delito una
sancién, que cuando es privativa de libertad, se sefiala un
minimo y un méximo de duracitn, quedando a juicio del juzgador
la individualizacién de la pena correspondiente en caso de
condena, pero sin hacerlo fuera de los limites seflalados. Para
los efectos de la extincidn de la accidén persecutoria y
atendiendo al articulo 105 antes transcrito, la meclnica de
precigidn del tiempo necesario se hace sumando el minimo y el
miximo de la pena probable y se divide entre dos el resultado
obtenido; asi, el resultado de esta divisidn ser& el tiempo que
se requiere para la prescripcién de la accién persecutoria.

Un ejemplo serfa el articulo 234 que describe el delito de
falsificacién, alteracién y destruccidén de moneda, contiene un
seflalamiento de pena que va de cinco afios a doce afios de
prisidn, lo que significa que sumando ambos factores obtenemos
un total de diecisiete aflos, que divididos entre dos para
lograr la media aritmética nos da un resultado de ocho aflos y
medio. De esto se puede deducir que el tiempo necesario para
que la prescripcién de la accidén persecutoria produzca sus
efectos, tratdndose del delito de falsificacién, alteracién y

destruccién de moneda, es de ocho afios y medio, contados a
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partir del momento en que nace el derecho del Bstado a
perseguir un hecho determinado que satisfaga la relacién
conducta-tipicidad.

Esta podria considerarse como la regla general para
determinar la prescriptibilidad de la accién persecutoria, la
cual se refuerza con lo sustentado por la Suprema Corte de
Justicia de la Nacién en las tesis jurisprudenciales que a

continuacién ge transcriben:

PRESCRIPCION DR LA ACCION PENAL. lLa prescripcién de la
accién penal en delitos con sancibn privativa de
libertad opera en términos generales, en funcién de la
penalidad fijada a la entidad del delito por el
legislador (individualizacién legal) y no atendiendo a
1a sancién sgeflalada al delincuente (individualizacién
judicial).

Directo 3836/1980. Antoaio Mnguls Mulic. Resuelto el 9 de Octubre da 193 por unanimidad u 4 votoa. Poasate:
Mtro, Wercedo Alarcén, Srio. Lic. Rubén Mostes de Oca. la. Sala. Balecin 1438, plgina €

PRESCRIPCION DE LA ACCION PRNAL. La prescripcibén de la
accién penal en delitos con sancién privativa de
libertad opera, en términos generales, en funcién de la
penalidad fijada a la entidad del delito por el
legislador (individualizacién legal), y no atendiendo
a la sancién seflalada a posteriori al delincuente
{(individualizacién judicial).

Ampasc dirscto m/nln Clempats ¥olguin Caswona. Resuslto sl 2 40 julio de 1959, por unsniuided de ¢
Ponants: Wtro. Mustin Mercado Alarcén. #ric, Lic. Bub Montes de Ocs. 1s. Sala. Inforws 1388, mm ls

PRESCRIPCION. La prescripcién de la accién penal opera,
en términos generales, en funcién de la penalidad
fijada por el legislador a 1la entidad del delito
{individualizacién legal), y no atendiendo a 1la sancién

impuesta por el juzgador al delincuente
{individualizacién judicial).

mﬂ.ou. Sogunds Parte: Voldman KXAVIII, phgina 76¢. AD. 2633/€0. Josd Aogel 4 Brisello,

PRESCRIPCION. El derecho que implica la prescripcién de
la accién penal es de que ésta no Be ejercita o no
surte efectos en razén del tiempo transcurrido desde
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la comisién del delito; por tanto, la penalidad a que
debe atenderse para decidir si ha prescrito o no una
accidn penal es la que fija la ley como correspondiente
en abstracto, en modo alguno a la penalidad concreta
que se llegue a imponer.

Saxta Bpoca, Sequnds Parte. Vol(ssn LVIII. phgina 35, D.4563/61. Gabriel Tarula darrera. 5 votos.

PRRSCRIPCION DR LA ACCION PRNAL. Opera, en términos
generales, en funcién de la penalidad fijada a la
entidad delito por el legislador {(individualizacién
legal), y no atendiendo a 1la sancién seflalada al
delincuente a  posteriori por los jueces,
{individualizacidén judicial).

Directo 170/1961. Meuro Nartines Rivesa. Resuslto @) 30 de Noviembre 4o 1941, por uhanisidad ¢s 4 votos.
Ausstits sl Mtro. Gonssles 3¢ 1a Vega. Pozente: Mero. Mercado Alarcds. Srio. Lic. Rubén Nootes ¢8 Oca. la.
fala. Bolavin 1361, pigina €5,

Sin embargo, existen varias excepciones a la regla
mencionada y que se encuentran en el articulo 105 cuando

establece:

Art{culo 105. La accién penal prescribird en un plazo
igual al término medio aritmético de la pena privativa
de la libertad que seflala la ley para el delito de que
ge trate, pero en ningin caso serd menor de tres afios.

La ley seflala en forma expresa que nunca el plazo total
para la prescripcién podri ser inferior a tres aflos, con lo
cual se Crea una excepcién a la regla mencionada.

Son muchos los delitos que tienen seflalada una pena que en
su media aritmética da un resultado inferior a los tres afios,
quedando todos ellos sometidos al régimen de prescripcién de la
acci6én para perseguirlos conforme a esta primera excepcidn

transcrita.

Como ejemplo podemos tomar al delito de abuso sexual, que
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conforme al articulo 260 del (Cédigo Penal, se castiga con pena
de tres meses a dos afios de prisién; si obtenemos la media
aritmética, alcanzamos un resultado de un aflo, un mes y quince
dias, esto es, inferior a los tres aflos, por lo que este Cago
queda sometido al término de tres afios que sefiala el articulo
105.

Otra de las excepciones a la regla mencionada, consiste en
la falta de previsién de una sancién corporal o restrictiva de
la libertad personal -en el delito de que se trate; ya que el
Cédigo Penal contiene delitos cuyas penas no son privativas de
libertad, o implican la imposibilidad de detexrminar el curso de
la prescripcién en funcién del tiempo de la pena probable.

Estos casos 108 resuelve el articulo 104 del Cédigo Penal

que dice:

Articulo 104. La accién penal prescribe en un afio,
8i el delito s6lo mereciese multa; si el delito
mereciese, ademids de egta sancién, pena privativa de
libertad o alternativa, se atenderi a la prescripcién
de la accién para perseguir la pena privativa de
libertad; lo migmo se observard cuando corresponda
imponer alguna otra sancién accesoria.

Tenemog que la ley plantea dos diferentes hipdtesis; en la
primera, aparecen los cagos de prescripcién de la accién
persecutoria traténdose de delitos que tienen la multa como
Ginica sancidn y en el cual el curso total de la prescripcién es
de un afio contado a partir del momento en que el hecho de que

se trate sea perseguible por la satisfaccién de la relacién
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conducta-tipicidad.

En la segunda hipétesis, tenemos los casos en que el
delito de que se trate tenga seflalada, ademds de la sancién
pecuniaria, una corporal; es claro que habiendo una pena
corporal, tales casos se regirdn por la regla general prevista
en el articulo 105, y si la media aritmética de la pena
probable es menor a los tres afios, el principio que se aplica
es el contenido en el propio articulo 105, es decir, el de tres
afios,

Finalmente, en cuanto a la variante contenida en la
sequnda hip6tesis del articulo 104, tenemos la que corresponde
al enunciado con que concluye el precepto cuando dice "lo mismo
se observar& cuando corresponda imponer alguna otra sancién
accesoria".

Las penas accesorias son las previstas por el articulo 24
del C&digo Penal y que no sean las de multa o prisién, ya que
éstas se encuentran previamente consignadas en el artfculo 104,
Lo que significa que los hechos que no tengan como Gnica
sancién la de multa, sino que incluyan la pena corporal, u otra
diferente (accesoria), prescriben en cuanto a la accién para
perseguirlos, en la media aritmética correspondiente o en tres
afioe, segiin sea el caso concreto que se presente.

El articulo 106 contiene una tercera excepcifn a la regla
general, ya que se refiere a cilertos delitos que no tienen
seflalada pena corporal, por lo que no se puede obtener una

media aritmética. Tampoco caben estos delitos en lo dispuesto
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por el articulo 104, porque la sancién seflalada en abstracto no
es la multa o una alternativa, es decir, prisién o multa,

En el caso, el articulo 106 dispone:

Articulo 106. La accién penal prescribir& en dos
aflos, 81 el delito 88lo mereciese destitucién,
spuspengién, privacién de derecho o inhabilitacién,
salvo lo previsgto en otras normas,

Siendo sanciones accesorias las de destituciém,
suepensidén, privacién de derechos e inhabilitacién, el
legislador considers menos graves los delitos que se sancionan
con ellas y por ello impuso la excepcién de someterlos a un
régimen diferente en orden a la prescripcién de la accién para
perseguirlos, sometiéndolos a una temporalidad de dos aflos.

Un claro ejemplo ee encuentra en el articulo 233 del
Cédigo Penal que dice:

Artficylo 233. Los defensores de oficio que sin
fundamento no promuevan las pruebas conducentes en
defensa de los reos que los designen, seré&n destitufdos
de su empleo. Para este efecto, los jueces comunicarén
al jefe de defensores las faltas respectivas.

La privacién o pérdida de derechos como sancién exclusiva,

aparece en el articulo 343 que establece:

Articulo 343. Los ascendientes o tutores que
entreguen en una casa de expdsitos un nifio que esté
bajo su potestad, perder&n por ese solo hecho los

derechos que tengan sobre la persona y bienes Qdel
expésito.
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La inhabilitacién no existe en nuestra legislacién como

pena Gnica, s5lo como pena accesoria, la cual la encontramos en
el articulo 172 cuando dispone que:

Artfculo 172. Cuando se cause algin daflo por medio
de cualquier vehiculo, motor o magquinaria, ademés de
aplicar las sanciones por el delito que resulte, se
inhabilitard al delincuente para wmanejar aquellos
aparatos, por un tiempo gue no baje de un mes ni exceda
de un aflo. En caso de reincidencia, la inhabilitacién
ser& definitiva.

De aparecer alguno que otro caso de los mencionados
anteriormente, el régimen de prescripcién de 1la accién
persecutoria seria de dosg afios en su curso total, computado a

partir del nacimiento del derecho del Estado a la persecucién.

D.- COMPUTO DE LA PRESCRIPCION
DE LA SANCION PENAL

Para que pueda surtir sus efectos la prescripcidén de la
sancién penal, es necesaria la existencia de una sentencia
irrevocable que imponga la sancién y adem&s que se dé el caso
de la imposibilidad de la ejecucién por encontrarse el obligado
a cumplir, esto es, el delincuente se encuentra substraido a la

accién de la justicia.

No existe un s6lo y exclusivo sistema para computar el
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plazo total que se requiere para que produzca sus efectos la
prescripcién, sino que atendiendo a la naturaleza de la sancién
rige un sistema, pero sin que esto signifique que cada sancién
tenga uno diferente, sino que hay ocasiones en que dos o més
caben bajo un mismo procedimiento para computar los plazos,

La primera de las sanciones de las que se ocupa el
articulo 24 es la llamada de prisién, que, segin el articulo
25, es la privacién de la libertad corporal con una duracién de
tres dias a cuarenta afios, con excepcitén de los articulos 315
bis, 320, 324 y 366 en que el limite méximo ser& de cincuenta
aftos.

Los articulos 103, 113 y 114, son los que se ocupan de la
prescripcién de la sanciones privativas de la libertad y nos
ubican en lag cuestiones bé&sicas relativas al inicio del
témino, al plazo total necesaric para la operancia de la
prescripcién y de los casos de quebrantamiento de una sancién
parcialmente ejecutada.

Estos art{culos establecen lc siguiente:

Artfculo 103. Los plazos para la prescripcién de
las sanciones ser&n igualmente continuos y correrén
desde el dfa siguiente a aquel en que el condenado se
sustraiga a la accién de la justicia, si las sanciones
son privativas o restrictivas de la libertad, y si no
lo son, desde la fecha de la sentencia ejecutoria.

Articulo 113. Salvo que la ley disponga otra cosa,
la pena privativa de libertad prescribirad en un tiempo
igual al fijado en la condena y una cuarta parte més,
pero no podrd ser inferior a tres afios; la pena de
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multa prescribird en un aflo; las demis sanciones
prescribirén en un plazo igual al que deberian durar y
una cuarta parte mis, sin que pueda ser inferior a dos
afios; las que no tengan temporalidad, prescribiré&n en
dos aflos. Los plazos seran contados a partir de la
fecha en que cause ejecutoria la resolucién,

Articulo 114. Cuando el reo hubiere extinguido ya
una parte de su sancifn, sge necesitari para la
prescripcién tanto tiempo como el que falte de la
condena y una cuarta parte mds, pero no podr& ser menor
de un afio,

Una vez que la autoridad judicial resuelve en definitiva
un caso concreto y determina imponer una sancién que implique
la pérdida de la libertad del delincuente, debe cumplir la
propia autoridad con lo que sefilala el artficulo 580 del Cédigo
de Procedimientos Penales para el Distrito Federal que dice:

Articulo 580. El juez o tribunal est&n obligados
a dictar de oficio, todas las providencias conducentes
para qQue el reo sea puesto a disposicidn de la
Direccién General de Prevencién y Readaptacidn Social.
El incumplimiento de esta obligacién se sancionar& con
multa de veinte a cuarenta dias de salario minimo.

Esto significa que el principio de ejecucién es requisito
de la actividad del juez, consistente en poner al sentenciado
a disposicién del ejecutor, y esta pueat:a a disposicién puede
producir el efecto de que en forma casi automftica se inicie la
ejecucién de la sentencia, lo que ocurre cuando el sentenciado

se encuentra fisicamente sometido a la jurisdiccién; este es el
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caso en Que el reo permanece en prisién preventiva 8in
disfrutar de libertad provisional, sea por carecer del derecho
de disfrutar de ella o por encontrarse en la imposibilidad de
satisfacer las garantias requeridas para hacer uso de tal
derecho y que al cambiar de situacién juridica, pasando de
procesado a sentenciado, s6lo significa un tramite formal
congistente en la elaboracién de la documentacidén pertinente,
para quedar ahora sometido a la autoridad ejecutora de la
sancién. Rs evidente en este caso que la prescripcién no tiene
significacién alguna, porque falta el presupuesto de que el reo
quebrante la sancién impuesta y no se convierte en préfugo de
la justicia.

Otro de los casos producidos es que al pretender la
autoridad judicial poner a disposicién de la ejecutiva al
sentenciado, se encuentre con la dificultad de que estando en
libertad provisional previa el sentenciado, no se someta éste
en forma voluntaria a la ejecucién de la sancién impuesta; en
esta hipStesis, el curso de la prescripcién del derecho a
ejecutar la sancién empieza al dfa siguiente a aquel en que el
condenado se sustraiga a la accién de la autoridad judicial y
no a la ejecutora, esto pues, por la interpretacién que se le
da al propio articulo 103 que da la referencia temporal citada,
pues es a la autoridad judicial a la que previamente se
encuentra sometido el reo, y existe la sustraccién a partir del
momento en el cual el estado de libertad legalmente adquirido,

es modificado por otro estado, también legalmente sefialado. En
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otras palabras, el substraido a la accidn de la justicia lo es
a partir de que legalmente hay una autoridad que pretende
someterlo a su facultad represiva; mientras no ocurra este
hecho formal por el que se ordena el sometimiento y se pretende
ejecutar, no hay sustraccién y tampoco se ha iniciado el curso
para la prescripcidn de la sancién.

Conviene seflalar la siguiente tesis jﬁriaprudencial:

PRESCRIPCION DE LA SANCION. Como se trata de
prescripcién de la sancién impuesta debe de estarse a
lo prevenido en el articulo 103 del Cédigo Penal
vigente en la época de comisién de 1los hechos (Cédigo
Penal de 1956) el que a la letra dice: para la
prescripcién de las sanciones corporales debe de
contarse a partir de la fecha en que el acusado se
sustraiga a la accién de la autoridad. El régimen de
prescripcién de la pena no sufrid variacién en el
C6digo actualmente en vigor, que podria aplicarse en
cago de ser mis favorable, puesto que establece el 95
de la ley actual, que los términos "correrin desde el
dfa siguiente a aquel en que el sentenciado 1lo
quebrante” (la sancién privativa de libertad).

Ahora bien, mientras no se gire la orden de
aprehensién en contra de una persona no puede
considerarse que se ha substraido a la accién de la
justicia cualquiera que sea gsu gituacién procesal.

En el caso a estudio, el quejoso pretende que
durante siete aflos estuvo substraido a la accién de la
justicia e independientemente de gque no hay prueba de
ello, juridicamente hablando no podia considerirsele
substraido mientrags no se girara la orden de
aprehensidén. Si el juez incurrid en grave morosidad,
como todo parece indicar que asi fue, esa situacién no
trasciende en beneficio del ahora quejoso porque “de
jure® no existfa la sustraccidén. EBn consecuencia, no
operd la prescripcién puesto que fue detenido cuarenta
dfas después de haberse girado 1a orden de aprehengién.

ABparc Ditecto §776/1963. Pedro Picres Mres. Teanimidad de § votos, Relator: Mtxo. Abel Wuitrés y A, rio.
Lic, Javier Alva mullos. 1. Sala. Inforwe 1985, phgina ¢5.

La anterior teeis transcrita es 16gica en su contenido, ya
que 8i se ha llegado a la culminacién del procedimiento con el

sujeto disfrutando de libertad provisional, es porque este
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disfrute es legitimo, y siendo legitima la libertad del reo,
ain cuando gea provisional, es natural que la pérdida de ella
tenga que ger una nueva consecuencia del mandamiento de la
autoridad, al sobrevenir el cambio de situacién juridica. De
ser procesado con disfrute de libertad provisional, pasa a ger
gentenciado que debe sufrir la restriccidén de la libertad con
el aprisionamiento.

Bsta actividad de la autoridad judicial es la que
determina el inicio del cureo de la prescripcién, esto es, que
a partir del dia siguiente a aquel en que sge ordena la
detencién del sentenciado para el cumplimiento de la condena,
se inicia el curso de la prescripcién del derecho a ejecutar la
sancién,

Sin embargo, el caso mds frecuente es aquel en que se debe
abonar al reo el tiempo que haya pasado en prisién preventiva,
modificando de esta forma el c&lculo porque a cada sentencia
hay que dieminuir el tiempo abonado y luego sumar el
equivalente de la cuarta parte del total de la condena y
conocer de esta forma la duracién del término para cada caseo
concreto.

Pero regresando a las consecuencias provocadas por la
puesgta a disposicidén de un reo por la autoridad judicial ante
la autoridad ejecutora, podemos mencionar que al gquedar firme
la sentencia condenatoria también se da por compurgada y
extinguida la sancién. Este tercer caso se presenta cuando se

imponen condenas privativas de libertad de corta duracién, pero
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para efectos de la prescripcién no tiene mayor importancia ya
que ésta es la causa mas frecuente de extincién de 1la
responsabilidad penal, "el sujeto ha pagado sus culpas y
saldado su deuda con la sociedad"."

En cuanto a las medidas de seguridad, es preciso delimitar
el concepto de lo que esto significa, siendo BeristéAin el que
de forma mis adecuada define las medidas diciendo: "son medios
asistenciales, consecuentes a un hecho tipicamente
antijuridico, aplicado por los érganos jurisdiccionales, a
tenor de la ley, a las personas peligrosas para lograr la
prevencién especial®.®

Las medidas de seguridad son medios para alcanzar en lo
posible la prevencién especial, mientras que las sanciones
pretenden ser Gtiles para efectos de las prevenciones general
y especial.

Las medidas de seguridad est&n siempre referidas a la
peligrosidad que sdlo puede ser valuada en funcién de un
individuo en particular; el legislador no puede anticipar bajo
ningin concepto la fndole de la medida aplicable y esto hace
que la cubra bajo el tratamiento necesario para la curacién,
educacién o readaptacitn, segin corresponda, perc siempre

buscando una aplicacién personalisima para cada individuo. Por

** Landrove, Diaz. Gerardo. Las consecuencias juridicas del
delito. P&gina 143.

- Berinstain, Antonio. Medidas Penales en el Derecho
Contemporineo, Pdginas 49 y 50,
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es0, en materia de medidas de seguridad, no puede hablarse de
prevencién general, sino sdlo especial.

Asi las cosas, respecto a la prescriptibilidad de las
medidas de seguridad, puede decirse que &sta no es aplicable al
caso, toda vez que el articulo 100 del C6digo Penal establece
que por prescripcién se extinguen la accién penal y las
ganciones, y si las medidas de seguridad no son sanciones, de
ellas no se ocupa el citado precepto.

Respecto al confinamiento, éste se encuentra definido en
el articulo 28 que dice:

Artfculo 28. Bl confinamiento consiste en 1la
obligacién de residir en determinado lugar y no salir
de &1. El ERjecutivo hard la designacién del lugar
conciliando las exigencias de la tranguilidad piblica
con la salud y las necesidades del condenado. Cuando se
trate de delitos politicos, la designacién la hard el
juez que dicte la sentencia,

En la actualidad es poco probable que‘el confinamiento
funcione, pero de ejecutarse una sancién legalmente impuesta de
confinamiento, el principio normativo para determinar su
prescriptibilidad, se encuentra en el articulo 113 en su
tercera hipbtesis, queriendo significar que el confinamiento
estard seflalado en la sentencia y sujeto a un témmino; lo que
dure m&s una cuarta parte serd el lapso necesario para que
opere la prescripcibn del derecho a ejecutar tal sancién, sin
que pueda ser inferior a doe afios.

En cuanto a la sancién de prohibicién de ir a lugar
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determinado, se puede decir que esta consiste en la limitacidn
impuesta en sentencia por la autoridad judicial al condenado,
por la cual su libertad de trénsito se reduce al impedirsele ir
a un cierto 1lugar. No pudiendo ser un lugar escogido
arbitrariamente, sino ese sitio en el que los hechos que
motivan la condena haya tenido repercusién y que se trata de
impedir se reiteren,

La prescripcién del derecho a ejecutar la sancién
consistente en la prohibicién de ir a determinado lugar estéd
sujeta a lo que en duracién se geflale en la sentencia,
agregando una cuarta parte mAs de tal duracién, sin que pueda
ser inferior a dos aiflos.

El inicio del curso depende del momento en que se tenga la
posibilidad de ir a lugar determinado, o sea, que no puede
correr el lapso necesario cuando estd privado de la libertad el
reo; alloipor gser una sancién complementaria, que tendrd gque
ser compurgada luego de la principal.

En cuanto a la prescripcién de la sancidn pecuniaria,
comenzaremos diciendo que esta sancién puede presentarse de dos
formas diferentes, como multa y como reparacién del dafio,

Tomando‘como presupuesto satisfecho la existencia de una
sentencia condenatoria que impone una sancién de multa, resulta
evidente que el inicio del término de un afio al que se refiere
el articulo 113 se tendrd que tomar a partir del dfa en que es
ejecutable la sancidn sefialada, tal y como lo establece la

parte £inal del artfculo 103 del Cbdigo Penal:
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Articulo 103. Los plazos para la prescripcioén de
las sanciones serdn igualmente continuos y correrdn
desde el dia siguiente a aquel en que el condenado se
sustraiga a la accién de la justicia, s8i las sanciones
son privativas o restrictivas de la libertad, y si no
lo son, desde la fecha de la sentencia ejecutoria.

En la multa, como sancidén no corporal, sflo se toma en
cuenta la fecha de la sentencia ejecutoria, es decir, junto con
la ejecutoria inicia su curso la prescripcién del derecho a la
ejecucién de la multa, que dura exactamente un aflo.

En este caso, el Poder Judicial dicta la sentencia y la
declara ejecutoriada, pero la funcién de cobro es de la
competencia del Poder Ejecutivo, encargado del cumplimiento y
ejecucién de las sanciones legalmente impuestas y el efecto de
la prescripcién es la pérdida del derecho a la ejecucién y la
consecuente liberacién de la obligacién a cargo del condenado;
sea cual fuere el monto de la multa y la causa que la motivara,
el régimen de prescripcién es el mismo.

En sintesis y por lo que respecta a la prescripcién de la
sancién pecuniaria en su modalidad de multa, puede afirmarse
que por mandamiento del articulo 103 el término para que opere
la prescripcién del derecho de ejecutar la sancibén, es de un
aflo, contado a partir del momento en que causa ejecutoria la
gsentencia dictada, sin que se requiera de una previa

notificacién.

La segunda modalidad de la sancién pecuniaria, como el



propio articulo 29 del C8digo Penal lo menciona, conaiste en la
reparacidon del dafio, la cual, a diferencia de la multa, es un
derecho conferido no al Bstado, sino del ofendido por el
delito, existiendo ademés una variacién en orden al inicio del
término de la prescripcién.

Mientras que en la multa no es necesaria la previa
notificacion de la sentencia ejecutoriada para que inicie el
curso de la prescripcién, en la reparacién del daflo no es asi,
ya que el inicio del curso de la prescripcién del derecho a
ejecutar esta sancién se toma a partir del dia siguiente a
agquel en que ge notificd al ofendido la existencia de ese
derecho a su favor,

Lo anterior es debido a que el ofendido no tiene
conocimiento inmediato del derecho que le corresponde, ni tiene
capacidad para ejecutar por si mismo la sentencia en cuanto lo
favorece, lo que no sucede con el Estado quien es el favorecido
del pago de una multa como cumplimiento a una sancién
pecuniaria,

Toca el turno a la sancién consistente en el decomiso de
instrumentos, objetos y productos de delito, la cual tiene un
tipo preventivo mis que represivo, ya que trata de la pérdida
de la propiedad respecto de agquellos instrumentos u cbjetos con
que se haya cometido o intentado cometer un delito, as{ como de
los productos provenientes de éste.

Ceniceros dice al respecto:

"El ordenamiento punitivo vigente estima la pérdida de los
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instrumentos del delito como una medida de seguridad que los
tribunales imponen en sus sentencias adem&s de la sancifén
correspondiente al delito".*

Esta sancién, no siendo pecuniaria, no est& sometida a un
régimen de prescripcién que se vincule con el tiempo, pero al
ser una pena accesoria, su régimen de preacripcién depende de
una sancién principal.

Por ejemplo, en el articulo 162 ge establece:

Articulo 162. Se aplicarf de seis meses a tres
aflos de priaién o de 180 a 360 dias multa y decomiso:

I. Al que importe, fabrique o venda lag armas
enumeradas en el articulo 160, o laa regale o trafique
con ellas;

II. Al que ponga a la venta pistolas o revdlveres,
careciendo del permiso necesario;

III. Al que porte un arma de las prohibidas en el
articulo 160;

IV. Al que, 8in un fin licito o sin el permiso
correspondiente, hiciere acopio de armas, y

V. Al que, sin licencia, porte alguna arma de las
seflaladas en el articulo 16l.

En todos los casos incluidos en este articulo,
ademis de las sanciones seflaladas, se decomisar&n las
armas.

Los funcionarios y agentes de la autoridad pueden
llevar las armas necesarias para el ejercicio de su
cargo.

En eate caso nos encontramos ante una pena accesoria, ya

¥ Ceniceros, José Angel y Garrido, ILuis. La_Ley Penal
Mexiana, P4gina 137.
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que la norma aplicable en este caso es el articulo 113, toda
vez que no hay duracién previamente seflalada, atendiendo al
carcter accesorio de la sancién que la supedita a una otra
sancién que si es determinable, es decir, que el derecho a
ejecutar la sancién de decomiso de instrumentos, objetos y
productos del delito prescribe en igual tiempo que lo haga la
sancién principal impuesta en el caso concreto.

La amonestacién la define el articulo 42 del C6digo Penal
diciendo:

Articulo 42. La amonestacifn consiste: en la
advertencia que el Juez dirige al acusado, haciéndole
ver las consecuencias del delito que cometid,
excitindolo a la enmienda y conmini&ndolo con que ee le
impondré una sancién mayor si reincidiere.

Esta manifestacién se hard en piblico o en 1lo
privado, seglin parezca prudente al juez.

Si como lo dice la ley esta amonestacién es una
advertencia que se hace al acusado por el delito cometido, es
evidente que se requiere la existencia de una sentencia
ejecutoriada que, en la etapa de ejecucién, empieza con la
amonestacién que es hecha por el juzgador y no por el &rgano
normalmente encargado de las ejecuciones. Con esto se destaca
que para efectos del inicio del 1lapso necesario para la
prescripcién del derecho a la ejecucién de la amonestacién se
toma desde la fecha en que la sentencia es ejecutoria, es
decir, desde lo seflalado por el articulo 103 en su parte final.

El principio rector para resolver las cuestiones relativas
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al tiempo de la prescripcién de la amonestacién es la de que
tiene que sequir la suerte del principal.

La accesoriedad de la amonestacién resulta del contenido
del articulo 577 del Cédigo de Procedimientos Penales que dice:

Articulo 577. En toda sentencia condenatoria se
prevendrd que se amoneste al reo para que no reincida,
advirtiéndole las sanciones a que se expone, y de ello
se extenderd diligencia, pero sin que la falta de ésta
obste para hacer efectivas las sanciones de 1la
reincidencia y de la habitualidad.

La amonestacién la realizan los érganos jurisdiccionales,
lo que corresponde conceptualmente al articulo 42 del Cédigo
Penal; implicando una ejecucién, debiera ser otro 6rgano el
encargado de cumplirla, pero como la ley ha dado esa facultad
a los jueces y tribunales, tenemos que entender que estamos
ante un caso de excepcidn,

Las sanciones de apercibimiento y caucifén de no ofender
son medidas de tipo preventivo utilizables como férmulas para
la prevencidén especial.

No siendo sanciones, son ajenas a cualquier régimen de
prescripcién en cuanto al derecho de ejecutarlas. Fundamos esta
opinién en el contenido de los articulos 43 y 44 del Cédigo
Penal:

Articulo 43. El apercibimiento consiste en la
conminacién que el juez hace a una peresona, cuando ha
delinquido y se teme con fundamento que est& en
disposicién de cometer un nuevo delito, ya sea por su
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actitud o por amenazas, de que en caso de cometer éste,
serd considerado como reincidente.

Artfculo 44. Cuando el juez estime que no es
suficiente el apercibimiento exigir§ ademis al acusado
una caucidn de no ofender u otra garantia adecuada, a
juicio del propio juez.

Bl apercibimiento y caucién de no ofender son conminacién
y garantia previos al delito y se utilizan cuando fundadamente
ge teme la comisién del delito,

Si estas medidas, llamadas predelictuales, inspiradas en
la prevencién, no son sanciones, tampoco hay una norma que
regule la posible prescripcién del derecho a ejecutarlas.
Siendo que estas dos medidas seflaladag s86lo traem como
congecuencia una agravacién en razén de la peligrosidad cuando
se comete el delito.

£s necesario abordar un conjunto de panciones que tienen
peculiaridades que las distinguen de las anteriormente tratadas
y las unifican como sanciones que en algunos son
imprescriptibles.

Nog referimos a aquellos casos en los cuales la sancidén
aplicable afecta derechos civiles, politicos o profesionales y
que doctrinariamente caben mejor en un concepto de medidas
preventivas especiales que en el de sanciones, pero que por ger
impuestas en sentencia y como consecuencia de la comigién de un

delito, son sustancialmente sanciones aun cuando ideoldgica y
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finalisticamente sean medidas tutelares.”
De la suspensién o privacién de derechos se ocupa el
C6digo Penal actual en los articulos 45 y 46 que dicen:

Articulo 45. La suspensién de derechos es de dos
clases:

1. La que por ministerio de ley resulta de una
sancién, como consecuencia necesaria de ésta, y

11, La que por sentencia formal se impone como
sancién.

En el primer caso, la suspensién comienza y concluye con
la sancién de que es consecuencia.

En el segundo caso, £i la suspensién se impone con otra
sancién privativa de libertad, comenzari al terminar ésta y su
duracién ser& la seflalada en la sentencia.

Artfculo 46. La pena de prisién produce la
suspensién de los derechos politicos y los de tutela,
curatela, ser apoderado, defensor, albacea, perito,
depositario o interventor judicial, sindico o
interventor en Qquiebra, &rbitro, arbitrador o
representante de ausentes. la suspensién comenzard
desde que cause ejecutoria la sentencia respectiva y
durard todo el tiempo de la condena.

En orden a la prescripcién se presentan situaciones muy
claras; la suspensidn consecuente, que no se dicta en sentencia

sino resulta de ser efecto de una sancién diferente, no es

* Landrove Diaz, Gerardo. Las consecuencias juridicas del
delito, P&gina 100.
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eatrictamente una sancidn y por ello, estd fuera del marco del
articulo 100 del C6digo Penal, que dice que por prescripcidn se
extinguen las sanciones.

Cuando la sentencia ejecutoria impone una suspensidén, su
duracién serd la seflalada en la sentencia correspondiente y
podr& darse el caso de que, concurriendo con otra sancién
privativa de libertad, sélo empiece a contarse la de suspensién
al concluirse la otra, por la obvia razén consistente en que la
suspensidén se refiere a derechos que sblo pueden ejercerse en
astado de libertad y seria innecesario que el término se
computara estando preso el condenado.

Para los efectos de la prescripcién, el precepto aplicable
geria el 113 del C5digo Penal que dice:

Articulo 113. ...; las demds sanciones
prescribirén en un plazo igual al que deberian durar y

una cuarta parte mis, sin que pueda ger inferior a dos
aflos; ... .

La suspensidn de derechos no es sancién pecuniaria y esté
sujeta a la temporalidad marcada en la sentencia. Por ello, una
vez resuelta a cuestidn del principio del lapso, es el tiempo
de la duracién de la sentencia y una cuarta parte més, el
necesario para la prescripcitn del derecho a la ejecucidn, sin
que el plazo pueda ser menor a dos afios.

Con respecto a la inhabilitacién, esta es f&cilmente
identificable en las siguientes hipétesis:

Art{culo 172. Cuando se cause algin dafio por medio
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de cualquier vehiculo, motor o maquinaria, ademds de
aplicar las sanciones por el delito que resulte, se
inhabilitard al delincuente para wmanejar aquellos
aparatos, por un tiempo que no haje de un mes ni exceda
de un afio, En caso de reincidencia, la inhabilitacién
serd definitiva.

Artfculo 204. Los delincuentes de que se trata en
este capitulo (Corrupcién de menores e incapaces),
quedardn inhabilitados para ser tutores o curadores.

Articulo 228. Los profesionistae, artistas o
técnicos y sus auxiliares, serdn responsables de los
delitos que cometan en el ejercicio de su profesién, en
los términos siguientes y 8in perjuicio de 1las
prevenciones contenidas en la Ley General de Salud o en
otras normas sobre ejercicio profesional, en su caso:

I.- Ademfs de las sanciones fijadas para los
delitos que resulten consumados, segiin sean dolosos o0
culposos, se les aplicard suspensién de un mes a dos
afios en el ejercicio de la profesién o definitiva en
caso de reincidencia, (...),

Articulo 231. Se impondr& de dos a seis afios de
prisién, de cien a trescientos dfas multa y suspensién
e inhabilitacién hasta por un término igual al de la
pena sefialada anteriormente para ejercer la profesién,
a los abogados, a los patronos, 0 a los litigantes que
no sean ostentiblemente patrocinados por abogados,
cuando cometan algunos de los delitos siguientes:
(...).

Asimismo, en el Titulo Décimo del C6digo Penal, que trata
de los delitos cometidos por los servidores pGblicos, se
contempla a la destitucién e inhabilitacién como sanciones

accesorias, pero lo cierto es que en todos estos casos al
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dictarse sentencia y quedar firme, se inicia su ejecucién y
como la sancién impuesta es ilimitada en cuanto al tiempo de
duracién y no requiere actos ejecutivos, viene a ser claramente
imprescriptible.
El inciso 14 del articulo 24 del Cédigo Penal, se ocupa de
la sancién consistente en la publicacién especial de sentencia,
misma que es conceptuada por el articulo 47 que dice:

Articulo 47. la publicacién especial de sentencia
consiste en la insercifn total o parcial de ella, en
uno o dos periédicos que circulen en la localidad. El
juez escogerd los periédicos y resolverd la forma en
que debe hacerse la publicacién.

La publicacitn de la sentencia se hard a costa del
delincuente, del ofendido si éste lo solicitare, o del
Estado 8i el juez lo estima necesario.

Bsta sancién fue introducida en nuestro sistema penal por
los legisladores de 1929 y de acuerdo con los principios de la
escuela positiva como medida, unas veces potestativa para el
juez y otras obligatoria, cuando el ofendido lo pide.*

Al no ser esta una sancién pecuniaria ni estar sometida al
factor temporal, entonces debemos considerar al artfculo 113
como la norma aplicable, ya que en lo conducente nos dice:

1

...; las que no tengan temporalidad, prescribir&n en dos
aflos" .

Esto es, la sancién consistente en publicacién especial de

* Ceniceros, Jogé Angel y Garrido, Luis, La Ley Penal
Mexicapa,. Pagina 143.
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sentencia prescribird en dos aflos contados a partir de la fecha
en que la sgentencia cause ejecutoria, Sin embargo, 1lo
interesante en este caso, es que inclusive el propio
sentenciado puede solicitar dicha publicacién cuando 1la
gentencia dictada le resulte favorable, ya sea porque se
decreta su absolucién, porque el hecho imputado no constituya
un delito, o porque &€l no lo hubiere cometido, tal y como lo
dispone el articulo 49 del C&digo Penal.

Este caso del artfculo 49 prueba que la publicacién
especial de sentencia no siempre es una sancién o pena y que
tampoco es una medida de seguridad, por lo que en consideracién
particular, deberia excluirse como sancién lo contemplado por
el articulo 49 del C6digo Penal, porque no puede haber sancién
sin delito ni delincuente.

En cuanto a la sancién consistente en la vigilancia de la
autoridad, puede decirse que es esta una pena accesoria toda
vez qgue en ningin tipo penal aparece como pena principal, y
como lo accesorio sigue la suerte de lo principal, es por lo
que se concluye que el plazo para que opere la prescripcién de
la sancién de vigilancia de la autoridad, ser& el mismo que el
plazo seflalado para que opere la prescripcién de la sancién
invocada como principal, atento a lo preceptuado por el
articulo 113 del Cédigo Penal.

La sancién consistente en la suspensidén o disolucién de

sociedades, tiene su fundamento en el articulo 11 del C&digo
Penal que dice:
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Articulo 11. Cuando algiin miembro o representante
de una persona juridica o de una sociedad, corporacién
o empresa de cualquier clase, con excepcién de las
instituciones del Estado, cometa un delito con los
medios que para tal objeto las mismas entidades le
proporcionen, de modo que resulte cometido a nombre o
bajo el amparo de la representacién social o en
beneficio de ella, el 3juez podri, en los casos
exclusivamente especificados por la ley, decretar en la
sentencia la suspensién de la agrupacién o su
disolucién, cuando lo estime necesario para la
seguridad piblica.

La ley nacional reconoce la posibilidad de imponer
sanciones a las personas morales en aquellos casos previstos en
el articulo 11, &esto es, cuando los delincuentes
individualmente se valgan por las personas juridicas para
cometer un delito, a nombre, bajo el amparo o en beneficio de
la sociedad de que se trate, entonces la gancién para la
persona moral o sociedad puede ir desde la suspensién a la
total disolucién de la persona juridica.

En 1o que respecta a nuestro tema, la sancién de
suspensién o disolucién de sociedades contempla dos hipébtesis.

En la primera es en la que el juez decreta la suspensién
de la sociedad, siendo obvio que debe sujetar la sancién a
cierta temporalidad. Y para efectos de la suspensién, la
disposicién aplicable viene a serlo el articulo 113 en 1la
hipétesis segunda, es decir, la relativa a la duracién de la

prescripcién atendiendo a la temporalidad de la sancién mé&s una
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cuarta parte. La base es la que geflale como duracién de la
suspensién de la sociedad y empieza a contar a partir de que
existe la sentencia ejecutoriada.

En el segundo caso, el de la disolucién, se termina con la
capacidad juridica y vida legal de la persona wmoral. lLa
prescripcién, en este caso, se funda en lo dispuesto por el
articulo 113 en la dltima de sus hip6tesis que establece:
v,..las que no tengan temporalidad, prescribiridn en dos aflos".
Esto se debe a que la sancibn no es pecuniaria ni est& sometida

al tiempo.

E.- INTERRUPCION DE LA
PRESCRIPCION DE LA ACCION
PRNAXL

Hasta este momento, estaremos de acuerdo al afirmar que al
ocurrir un hecho relevante con el valor suficiente para dar
nacimiento a una relacién de conducta-tipicidad, en la que el
Estado se encuentre en posibilidades de iniciar la persecucibn
respectiva, es entonces que se inicia el curso del tiempo para
que el fenémeno de la prescripcién pueda producir sus efectos
extintivos.

Sin embargo, como la prescripcifén presupone la falta de

ejercicio de la accidn persecutoria o el inoportuno ejercicio
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de ella, es 1égico pensar que la ley también contenga una serie
de previsiones que impliquen que el Estado estd realizando la
actividad que 1le corresponde como titular de la accién
persecutoria y que deben traer como consecuencia, una
afectacién al curso de la prescripcién; siendo éstas las
llamadas causas de interrupcién de la prescripcién, lo que
significa que el curso de la prescripcién se ve interrumpido o
impedido legalmente de segquir operando en el tiempo, lo cual
tiene que repercutir en el fen6meno de la prescripcién y sus
efectos.

Es importante que antes de adentrarncs a las causas de
interrupcién de la accién penal, sepamos algunos aspectos
histéricos que fundamentan la existencia de éstas causas de
interrupcién, las cuales datan del C6digo Penal francés de
1781, ya qQue geglin lo expresa Garraud, en este cuerpo de leyes
se establecis que el término de la prescripcién se interrumpia
por las diligencias que el Ministerio Piblico practicara antes
de la expiracién del plazo de tres afios que se necesitaban para
el efecto, fijdndose una nueva dilacién de tres afios para poder
obtener la condena. Eran precisamente los actos de
procedimiento los que daban fundamento a la interrupcién, ya
que se consideraba que no era razonable prescribir la accién
cuando ella se encontraba en movimiento, es por ello que se

afirmé que mientras el Estado demuestre gsu voluntad de
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perseguir, permanece intacta su pretengidén punitiva.®
En nuestra legislacidén actual, los articulos del Cédigo
Penal que contemplan las cuestiones relativae a la interrupcién
del cureo de la prescripcidn, son:

Articulo 110. La prescripcién de laes acciones se
interrumpird por las actuaciones que se practiquen en
averiguacién del delito y de los delincuentes, aunque
por ignorarse quiénes sean éstos no se practiguen las
diligencias contra persona determinada. Si se dejare de
actuar, la prescripcién empezar& a correr de nuevo
desde el dia siguiente al de la dltima diligencia. La
prescripcién de las acciones se interrumpiri también
por el requerimiento de auxilio en la investigacién del
delito o del delincuente, por las diligencias que se
practiquen para obtener la extradicién internacional,
y por el requerimiento de entrega del inculpado que
formalmente haga el Ministerio Plblico de una entidad
federativa al de otra donde aquél se refugie, se
localice o se encuentre detenido por el mismo o por
otro delito. En el primer caso también causarén la
interrupcién las actuaciones que practigue la autoridad
requerida y en el segundo subsistird la interrupcién
hasta en tanto la autoridad requerida niegue la entrega
O en tanto desaparezca la situacién legal del detenido,
gue dé motivo al aplazamiento de su entrega.

La interrupcién de la prescripcién de la accién
penal, sélo podrd ampliar hasta una mitad los plazos
seflalados en loe articulos 105, 106 y 107 de este
cédigo.

Articulo 111. Las prevenciones contenidas en los

 Vera Barros, Oscar N. La prescripcidn penal en el Cédigo
Penal. Pégina 123.
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dos primeros pdrrafos y en el primer caso del tercer
parrafo del articulo anterior, no operardn cuando las
actuaciones se practiquen después de que haya
transcurrido la mitad del lapso necesario para la
prescripcién.

Se exceptia de la regla anterior el plazo que el
articulo 107 fija para que se satisfaga la querella u
otro requisito equivalente.

Artfculo 112, Si para deducir una accién penal
exiglere la ley previa declaracién o resolucién de
alguna autoridad, las gestiones que con ese fin se
practiquen, antes del término seflalado en el articulo
precedente, interrumpirdn la prescripcién.

La ley no menciona sobre quien recae la titularidad de
realizar los actos interruptores, pero viendo en conjunto el
sistema procesal y procedimental y las diferentes etapas que lo
componen, resulta claro que puede darse el caso de que son dos
las autoridades con capacidad para investigar: el Ministerio
Piblico en la averiguacién previa o fase preparatoria del
ejercicio de la accidn persecutoria, y el juez después de haber
recibido una consignacién.

De acuerdo con el articulo 21 Constitucional, 30., 40. Yy
50. del C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito
Federal y lo., 20. y 3o. del Federal, la persecucién de los
delitos es facultad exclusiva del Ministerio Piblico y de 1la
Policia Judicial como 6rgano de apoyo, por lo que es claro que
sus actuaciones orientadas a averiguar al delito y al

delincuente, son causas de interrupcién; por otra parte, en las
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actuaciones ante el 6rgano jurisdiccional, es indudable que
existe la misma orientacién final de averiguar la verdad
histérica de los hechos probablemente constitutivos de un
delito, por lo que sus actuaciones gon igualmente idéneas para
interrumpir el curso de la prescripcién. Por lo que gquedan
precisadas las dos autoridades titulares de llevar a cabo
diligencias tendientes a interrumpir el curso legal de 1la
prescripcién de la accién persecutoria,

Con lo anterior, es posible afirmar que las causas
normales o comunes que interrumpen el curso de la prescripcién
de la accifén persecutoria son los ACTOS PROCEDIMENTALES.

Pero para determinar la naturaleza de éstos actos
interruptores, es preciso seflalar lo que la Suprema Corte de
Justicia de la Nacién opina al respecto:

PRESCRIPCION, INTERRUPCION DR LA. Las actuaciones del
Ministerio Pablico practicadas en la averiguacién
previa, para la determinacién del delito y obtencién de
datos a fin de demostrar en su oportunidad ante los
tribunales 1la responsabilidad del delincuente,
indudablemente interrumpieron 1la prescripcién. Bl
C6digo FPederal de Procedimientos Penales sefiala entre
las partes en que se divide el procedimiento penal, la
averiguacién previa; por otra parte, el articulo 110
del C6digo Penal establece que la prescripcién de las
acciones se interrumpird por las actuaciones que se
practiquen en averiguacidén del delito y delincuentes,
aunque por ignorarse quienes sean éstos, no se
practiquen las diligencias contra persona determinada.
Del precepto mencionado debe concluirse que la Ley, en
forma expresa, habla de las actuaciones practicadas por
el Ministerio Piblico, Gnico autorizado, de acuerdo con
la Constitucién Federal, para averiguar los delitos. En
todo caso, la prescripcién que comenzé a correr desde
el momento de comisién de los delitos se interrumpid,
como se ha expresado, por las actuaciones del
Ministerio Piblico, en la fase de averiguacién previa.
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Asparo directo 4849/61. Antonio Velésquer Mifloz. 2 de Febrero de 1962. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Angsl
Gonz#lez de Ia Vega. Semanario Judicial de 1a Pederecidn. Sexta Bpoca. VoltGmen LVI, Segunds Parte, pégina 45.

PRESCRIPCION PENAL, INTERPRETACION DEL ARTICULO 110 DRL
CODIGO SUSTANTIVO FRDRRAL PARA BRFECTOS DR 1A
INTRRRUPCION DR LA. Si bien es cierto que se ha
sostenido que las actuaciones interruptoras de la
prescripcién penal s8lo son aquellas que se llevan a
cabo ante y por la autoridad judicial, también lo es
que, de acuerdo con la interpretacién rigurosa del
articulo 110 del c6digo Sustantivo Federal, 1las
actuaciones llevadas a cabo por el Ministerio Piblico,
son interruptoras de los términos de la prescripcién de
la accién penal, ya que claramente dispone dicho
articulo que la prescripcién de las acciones se
interrumpird por las actuaciones que se practiquen en
averiguacién del delito y delincuentes, siendo
precisamente el Ministerio Pdblico el 6rgano
constitucionalmente facultado para cumplir la fase
averiguatoria del procedimiento.

Aparo umzeltnuu Octavio Isaac Rowo Fantos. Abril 239 de 1966, Unanimidad de 4 votos. Pouedte: Mtro.

Jostiene 14 misms tesie:
A-cro dlncto NZ)/N uabn Corral Portillo. .mnm 20 de 1960, Tnaniaidad de 3 votons. K te: Mtxo. Mario
lledo 7. 1a. Bala. Intorme 1968, plgina ¢

Puede notarse en las tesis transcritas, que se reconoce la
fuerza interruptora de las actuaciones del Ministerio Piblico
cuando éstas son dirigidas a averiguar al delito y al
delincuente. Ademis la Suprema Corte reconoce en la segunda de
las tesis referidas, que las actuaciones del juez pueden ser
también interruptoras de la prescripcién de la accién penal;
por lo que, desde el punto de vista doctrinario, la ley
mexicana reconoce fuerza interruptora a todas las diligencias
practicadas en averiguacién del delito y del delincuente, por
una parte, las actuaciones del Ministerio Piblico como
autoridad competente para investigar los delitos y perseguir a
los delincuentes y, por otra, las del juez facultado para

resolver si un hecho y su o sus autores son delito y
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delincuente; en consecuencia, los actos que realice alguna otra
autoridad distinta, ain cuando se pretenda gue son tendientes
a averiguar al delito y delincuente, no deben ser considerados
como idéneos para interrumpir el curso de la prescripciénm,
salvo que una ley disponga lo contrario,

Partiendo de la base de que se trate de actos de autoridad
competente, se ha dicho por la Suprema Corte de Justicia de la
Nacién lo siguiente:

PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. INOPERANCIA DB LA. Las
actuaciones del Ministerio Piblico practicadas en la
averiguacién previa, para la determinacién del delito
y la obtencién de datos a fin de demostrar en su
oportunidad ante los tribunales la responsabilidad del
delincuente, interrumpen la prescripcién, pues la ley
asi lo establece, al precisar que las diligencias
practicadas en averiguacién del delito y delincuente

{aun cuando no se enderecen hacia persona determinada)
son eficaces para interrumpirla.

Oirecto 4848/1361, Antonio vnnwn Mucs. Resuslito sl 2 48 febreto de 1962, por unaninidad da ¢ voros.

Ausente #l ST. Ntro. Rivera Silva. Ponants el 5z, Wtro. Gonzgles de 1a Vega. Srio. Lic. Perzando Castellance
Tena. la. Sala. Bolefn xm phgina 222,

Con esto se desea significar que las autoridades
competentes, Ministerio Piblico y Juez, realizan actos
diversos, todos procedimentales, de 10s cuales unog tienen la
fuerza para interrumpir la prescripcién y otros no. asi, los
que se realicen para determinar el delito, como pudieran ser
las diligencias tendientes a la comprobacién del tipo penal y
otras varias, o agquellos otros actos que tengan como finalidad
precisar la participacién de un sujeto, deben ser idéneos como
interruptores.

Lo que cuenta es la orientacién final, ya que existen

actos procedimentales que carecen de esa fuerza interruptora,
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a pesar de ser realizados dentro de un procedimiento y por la
autoridad competente; por ejemplo, la orden de entrega de un
caddver para su inhumacién; la devoluciSn que se haga a la
victima o al interesado de bienes u objetos relacionados con un
delito, como el de dafio en propiedad ajena o el de robo; la
expedicién de copias certificadas o constancias para deducir
una accién civil o laboral y wuchas otras que pueden
mencionarse y que no buscan algo en cuanto a la averiguacién
del delito o del delincuente.

Sin embargo, existe una limitacién que condiciona el
efecto interruptor de tales actos procedimentales, y esta
limitacién se encuentra contemplada por el articulo 111 del
C6digo Penal que establece:

Artfculo 111. Las prevenciones contenidas en los
dos primeros p&rrafos y en el primer caso del tercer
pérrafo del articulo anterior, no operar&n cuando las
actuaciones se practigquen después de gque haya
transcurrido la mitad del lapso necesario para la
prescripcién.

Se exceptiia de la regla anterior el plazo que el
articulo 107 fija para que se satisfaga la querella u
otro requisito equivalente.

Para saber cual es la mitad del lapso necesario a la que
el articulo transcrito se refiere, es indispensable saber qué
caracteristicas tiene el hecho perseguido, pero la base nunca
podrd ser inferior a 18 meses, porque el artfculo 105 asi lo

establece al referirse a un minimo de 3 afios para la
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prescripcién, salvo lo dispuesto para los delitos de querella.
Para determinar cudndo las actuaciones o actos
procedimentales son interruptores del curso de la prescripcién
ya iniciada, es necesario precisar primero el inicio del curso
de la prescripcién, esto es, si se trata de un delito
consumado, continuado o en grado de tentativa, de acuerdo al
articulo 102 del C4digo Penal; ensequida hay que determinar el
delito de que se trata (robo, homicidio, lesiones, etc.), para
conocer la pena probable en género y no como individualizacién
judicial y asi obtener la media aritmética; de esta media
aritmética que resulte, hay que obtener la mitad y de esta
forma saber cufl es la mitad del lapso necesario para 1la
prescripcién; asi, 1los actos procedimentales practicados
durante la primera mitad del lapso necesario obtenido, 8i
satisfacen el requisito finalistico, entonces 8eré&n
interruptores; en cambio, los realizados habiendo transecurrido
ya esa primera mitad no tendrdn fuerza interruptora.

Las bases anteriores rigen cuando la media aritmética sea
superior a tres aflos, pero si es menor a tres aflos, se toma
siempre la base de tres afios conforme al artfculo 105, con
excepcién de los delitos perseguidos por querella.

Respecto a los delitos persequibles por querella, para
conocer el lapso necesario al que se refiere el articulo 111,
hay que tomar dos bases diferentes, ya que asi lo ordena el
artfculo 107, al establecer lo siguiente:

Articulo 107. Cuando la ley no prevenga otra cosa,
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la accibén penal gue nazca de un delito que solo pueda
perseguirse por guerella del ofendido o algin otro acto
equivalente, prescribird en un afio contado desde el dia
en que quienes puedan formular la querella o el acto
equivalente tengan conocimiento del delito y del
delincuente, y en tres, fuera de esta circunstancia.

La primera hipStesis se refiere a que la prescripcién
produce sus efectos en un afio, contado desde el dfa en que la
parte ofendida tuvo conocimiento del delito y del delincuente.
Si tomamos como base que el curso total del tiempo habri de ser
de un aﬁo en esta hipbtesis, las actuaciones que se practiguen
dentro de los primeros seis meses contados a partir de que el
ofendido tuvo conocimiento del delito y del delincuente, tienen
fuerza interruptora.

En la segunda hipétesis del mencionado articulo 107, se
presenta cuando la parte ofendida no tiene conocimiento del
delito y del delincuente y que, seg(n la ley, tiene un curso
total de prescripcién de la accién de tres afios, ya que la
circungtancia que se menciona e8 la concerniente al
conocimiento de hecho y sujeto, refiriéndose ambas hipStesis a
la prescripcién de la accién que nace de hechos perseguibles
86lo por querella del ofendido y sean o no continuos tales
hechos.

Existe un punto muy importante a aclarar, este es el
relativo a la distincién entre la interrupcién y la suspensién

de la prescripcién de la accién penal, y al caso conviene citar



109
a Maggiore que al respecto dice: "el curso de la prescripcién
penal, a semejanza de cuanto sucede en la prescripcién civil y
en la comercial, puede suspenderse o interrumpirse. La
diferencia entre suspension e interrupcién consiste en que, en
la suspensién la prescripcién duerme, descansa, dormit,
Quiggcit, por un intervalo de tiempo, por lo cual el tiempo
anterior se computa y entra en el transcurrido después de que
ha cesado la causa suspensiva; en cambio, en la interrupcién el
tiempo anterior se pierde y s6lo puede volver a empezar a
corrér un nuevo término de prescripcién., Las causas de
suspengién tienen que ser expresamente determinadas por la ley;
y 8u consistencia juridica la toman exclusivamente de la ley,
no del principio contra non volentem agere non currit
praescriptia (la prescripcién no corre contra el que no puede
obrar)".*

Asimismo, Vera Barros dice: '"ocurre a veces que la
persecucién penal no puede iniciarse o proseguirse por
impedirlo un obst&culo de orden legal. En estos casos, el
ejercicio del poder punitivo del Estado se ve obstaculizado por
la ley misma, que no permite proceder. El curso de la
prescripcidn se paraliza, se detiene, Be suspende. Tal efecto
no es causado por un mero obstéculo de hecho. La mixima gontra
non volentem agexe non currit praegscriptic, sélo tiene realidad
en el campo del Derecho Penal, cuando la imposibilidad de obrar

169 * Maggiore, Giuseppe. Derecho Penal. Volimen II, pdgina
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proviene de la ley misma".*

La suspensién tiene gque entenderse en su sentido
gramatical, es decir, accidn y efecto de detener una cosa ©
diferirla por algln tiempo, lo diferido es, precisamente, el
inicio del curso del tiempo necesario para la operancia de la
prescripcién y dura tanto como permanece la obstaculizacién
existente. Para diferenciar interrupcién de suspensidén vale
decir que la primera se presenta cuando la prescripcién ya ha
iniciado Bu curso y se ve cortado en el tiempo; en cambio, la
segunda impide el inicio del curso del tiempo necesario para la
prescripcién, que no puede llegar a producir sus efectos
extintivos por falta de satisfaccidn de 1la temporalidad
necesaria,

Los articulos que se ocupan de las cuestiones relativas a
las causas de suspensién del curso de la prescripcién eon:

Articulo 109. Cuando para ejercitar o continuar la
accién penal sea necesaria una resolucién previa de
autoridad jurisdiccional, la prescripcién comenzari a
correr desde que se dicte la sentencia irrevocable.

Artfculo 359, Cuando haya pendiente un juicio, en
averiguacién de un delito imputado a alguien
calumniosamente, se puspenderd el ejercicio de la
accién de calumnia hasta que dicho juicio termine. En
este caso, la prescripcidn comenzard a correr cuando
termine el juicio.

* Vera Barros, Oscar N. La prescripcién penal en el C6digo
Penal. P&gina 108.
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Al respecto, se puede decir que la prescripeién no inicia

su curso sino que lo ve suspendido, cuando se estd ante la
presencia de uno de estos obst@culos legales a que nos hemos

referido,

F.- INTERRUPCION DE LA
PRESCRIPCION DE LA SANCION
PENAL

Una vez iniciado el curso del tiempo necesario para que la
prescripcién de la sancién produzca sus efectos, por
disposicitn de la ley puede verse interrumpido este curso.

La norma que apoya la anterior afirmacién es 1la
contemplada por el articulo 115 que dice:

Artfculo 115, Lla prescripcién de 1la sancién
privativa de libertad s8lo se interrumpe aprehendiendo
al reo, aunque la aprehensién se ejecute por otro
delito diverso, o por la formal solicitud de entrega
que el Ministerio Pliblico de una entidad tederativa
haga al de otra en que aquél se encuentre detenido, en
cuyo caso subsistird la interrupcién hasta en tanto la
autoridad requerida niegue dicha entrega o desaparezca
la situacién legal del detenido que motive aplazar el
cumplimiento de lo solicitado.

La prescripcién de las demds sanciones pe
interrumpird por cualquier acto de autoridad competente
para hacerlag efectivas. También se interrumpird la
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prescripcién de la pena de reparacidn del daflo o de
otras de cardcter pecuniario, por las promociones que
el ofendido o persona a cuyo favor se haya decretado
dicha reparacién haga ante la autoridad fiscal
correspondiente y por las actuaciones que esa autoridad
realice para ejecutarlas, asi como por el inicio de
juicio ejecutivo ante autoridad civil usando como
titulo la sentencia condenatoria correspondiente.

En el texto transcrito se plantean dos hipétesis
diferentes:

En el primer caso, la aprehensifn equivale al sometimiento
del individuo al poder del Estado, sea como facultad para
perseguir hechos buscando eu calificacién, que a la facultad
para ejecutar la sancién legalmente impuesta, o sea, para
gometer al reo al cumplimiento de la condena que se le haya
impuesto como conclusién de un procedimiento penal.

Seglin el texto legal, la interrupcién opera por razén de
la aprehensién del reo, aungue la misma se ejecute por otro
delito diverso. También bajo esta misma idea, se resuelve que
lo que puede ser causa de interrupcién para un individuo no lo
sea para otro, ya que una sola sentencia puede condenar a dos
o mds individuos y colocarlos en igualdad respecto del
tratamiento de la prescripcién del derecho a ejecutar 1la
sancién impuesta. Si uno solo de ellos es aprehendido, por
causa de la sentencia impuesta o por un delito nuevo, solamente
respecto de €1 funcionard la interrupcién. El curso continuars

en lo tocante al o a los otroe sentenciados no capturados.
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La segunda de las hipdtesis se refiere a que las sanciones
pecuniarias se interrumpirdn por las promociones que el
ofendido o persona a cuyo favor se haya decretado dicha
reparacién haga ante la autoridad fiscal correspondiente y por
las actuaciones que esa autoridad realice para ejecutarlas, asi
como por el inicio de juicio ejecutivo ante autoridad civil
usando como titulo la sentencia condenatoria correspondiente,

Tomando en cuenta que, conforme a lo sefialado por el
arcticulo 113, la duracién del curse en estOs casos es solamente
de un afioc y que no importa, segin el articulo 115, el titular
o beneticiario del derecho al disfrute de 1la sancidn
pecuniaria, puede sostenerse que la ley no distingue las
diferentes formas que puede adoptar la sancién 1llamada
pecuniaria, por lo que atendiendo al articulo 29, la sancién
pecuniaria comprende la multa y la reparacién del dafio.

Para evitar confusiones, hay que distinguir el caso
planteado por el articulo 37 que dice: "El cobro de 1la
reparacidn del dafio se har8 efectivo en la misma forma que la
multa®,

Se sostiene que la ley mexicana es restrictiva en cuanto
a que solamente acepta como causa de interrupci6én la
aprehensitn del reo, cuando se est& ante una sancién corporal,
y es amplia respecto de las sanciones pecuniarias, ya que,
adem&s de que no distingue al beneficiario de dicha reparacién
y al ofendido por la comisién del delito, contempla que puede

ser interrumpido el plazo por cualquier acto de la autoridad
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fiscal para hacerlas efectivas.

La prescripcién del derecho estatal a ejecutar las
sanciones es un beneficio que la ley confiere a los reos
condenados que se sustraen a la accién de la justicia. Al mismo
tiempo que el estado pierde el derecho a la ejecucién, el reo
gana el correspondiente a la no ejecucién de la sancién y si la
ley dnicamente respecto de dos clases de sanciones, corporales
y pecuniarias, ha establecido la posibilidad de la interrupcién
del curso ya iniciado, tenemos que entender que las otras
sanciones, cuando son susceptibles de prescribir, pueden ser
afectadas en su curso natural por alguna causa de interrupcién
consistente en cualquier acto de autoridad competente para
hacerlas efectivas.

Con respecto a la suspensién en el curso de la
prescripcién del derecho a ejecutar la sancién legalmente
impuesta, nuestra ley no consigna causa alguna bajo este
supuesto, por lo que se considera que el fenémeno de la
suspensién no se da en el Derecho Penal mexicano.

En efecto, el articulo 115 del Cédigo Penal ya transcrito,
habla de que la interrupcién subsistird en tanto la autoridad
requerida niegue la entrega de un reo o desaparezca la
situacién legal del mismo que motive aplazar el cumplimiento de
lo solicitado; sin embargo, no habla propiamente de una
suspensién o de que el plazo para la operancia de la
prescripcidén de la sancién se verd suspendido en cualquiera de

las hipbtesis planteadas en el articulo transcrito.
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Hay un solo caso en el que se opina podria existir la
suspensién y es aquel en el cual un sujeto que se encuentra
cumpliendo una condena impuesta por hecho distinto, una condena
nueva no puede ejecutarse hasta en tanto no sea removido el
obstdculo legal que significa la primera condena, esto es, la
suspensifn de la ejecucién de la segunda condena, que empezaré4
a partir del cumplimiento total de la primera.

La anterior postura es vdlida en parte, porque si bien es
cierto que las Ssentencias condenatorias tienen que cumplirse
sucesivamente, también es cierto que el reo no se encuentra
substraido a la accién de la justicia; esto es, la sancién
legalmente impuesta existe, mas no la sustraccién del sujeto al
poder estatal, por lo que no se puede hablar de una suspensién
del curso necesario para la operancia de la prescripcifn de la
sancién, sino de una forma de ejecutar las sentencias por la
existencia de dos o mas condenas.

Es probable que la mids clara de las causas determinantes
del inicio del curso de la prescripcién, sea la que surge con
motivo del quebrantamiento del cumplimiento de la sancién.

Este fen6meno se presenta siempre que una persona
condenada por una sentencia ejecutoriada empieza a cumplir la
sancién que le fuera impuesta, pero en cierto momento se
sustrae a esa facultad ejecutiva, con 10 que se produce el
quebrantamiento de la sancién y se adquiere la calidad de
préfugo.

Al sobrevenir esto, se inicia el curso de la prescripcién
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del derecho estatal a ejecutar la sancién quebrantada, mismo
que solamente se interrumpird si se da el caso antes estudiado,
esto es, que ge reaprehenda al prdfugo, aun cuando ello ocurra
por un delito diverso de aguel que estaba siendo cumplido en gu
ejecucién,

Decimos que este es el caso m&s claro de interrupciém
porque ello lo menciona el articulo 114 del C6digo Penal que

establece:

Articulo 114. Cuando el reo hubiere extinguido ya
una parte de su sancién, se necesitard para 1la
prescripecién tanto tiempo como el que falte de 1la

condena y una cuarta parte mds, pero no podrd ser menor
de un afio.

Tenemos en este articulo que alguien estd cumpliendo la
sancifn impuesta y sibitamente el proceso de ejecucién se corta
en razén de la sustraccién del reo; se produce entonces el caso
del inicio del curso de la pregcripcién, que sélo se interrumpe
cuando ae satisfacen las condiciones del articulo 115 ya
referidas.

Las ideas expuestas respecto al quebrantamiento de la
sancién, toman en consideracién que la finalidad de ella es
lograr la readaptacién del condenado, imposible de lograr
cuando el reo estd substraido a la accién ejecutiva del Estado.

No ge trata de agravar la situacién del condenado, sino de
limitarlo en el disfrute de algunos beneficios si estd sometido

a la condena, como lo manda el articulo 155 del C&digo Penal
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Que establece que aquel que quebrante su sancién, cuando es
privativa de libertad, no se beneficia con el abono del tiempo
que deje de cumplirla, ni alcanza algin elemento favorable en

la posible valoracién de su buena conducta, previa a la fuga,



CAPITULO IIX
PROYRCTO DE REGULACION DR LA
PRESCRIPCION PENAL

A .- REGLAS GENERALRS

Se ha venido sosteniendo a 1o largo de esta tesis, que el
Cédigo vigente de 1931, ha sido modificado en muy pocas
ocasiones respecto a la regulacidén de la prescripcién, ya que
las normas que la componen se conservan con las ideas
originalmente establecidas.

El tratamiento legal de la prescripcién, tanto en 1lo
relativo a la accién persecutoria como en lo referente al
derecho de ejecutar la sancién, no sufrié6 wmodificaciones
importantes; es razonable decir que las reformas introducidas
a esta temitica fueron el resultado de la necesidad de
adecuacidn y de congruencia mis que de la exigencia de nuevos

principioe e ideas.

Lo mismo sucedidé en las ultimas reformas al Cédigo Penal,
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publicadas el dia 20 de enero de 1994, en las que s8blo se
adecuaron los preceptos de la temdtica prescriptiva.

A lo largo de esta tesis, hemos visto los fundamentos de
la naturaleza juridica de la prescripcién penal y también se
han revisado las cuestiones précticas y doctrinarias con lo
cual nos encontramos ante la certeza de que estamos ya en
aptitud de poder determinar y proponer un proyecto personal que
regule el fendémeno de la prescripcidén en nuestra legislacién
penal.

Mismo proyecto que tiene su base fundamentalmente en la
existencia de otras legislaciones estatales gue regulan a la
prescripcién penal, principalmente en el Cédigo Penal del
Estado de México, inclusive en el propio Cédigo Penal para el
Distrito Federal, pero vigente en el aflo de 1929, el llamado
C8digo Almaraz que conservd idénticas férmulas Qque el de 1871,
en cuanto al concepto de prescripcién de la pena y forma de
computar los términos necesarios.

Cabe mencionar que tanto el Cédigo Almaraz de 1929, como
el Cédigo de 1871, tienen una sistemitica especial, ya que lo
concerniente a la prescripcién de las sanciones o penas se
trata en un titulo que cubre bajo su rubro todas las causas
extintivas de 1la pancién, mientras que las cuestiones
relacionadas con la prescripcién de la accién persecutoria,
estén claramente consignadas en un Titulo diferente.

Vale destacar que el C6digo Penal de aplicacién en el

Estado de México, es el que m&s se aproxima a la sistemAtica
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que se desea presentar en este proyecto de regulacién para
nuestro C6digo Penal,

Comenzaremog por wmencionar gque, por conveniencia de
gistematizacibén, el Capitulo Sexto del Titulo Quinto del Cédigo
Penal de aplicacién en el Distrito Federal, deberfa iniciar con
un apartado llamado "Reglas generales para la prescripcién®, en
el que se abordara a ambos aspectos de la prescripcibén, tanto
de la acci6n como de la pena impuesta; se aportaria un
comentario acerca de sus efectos y de la aplicacién oficiosa
por parte de la autoridad ministerial o judicial, en su caso.

Establecido lo anterior, se propone que el Capitulo
referido pe titule "Reglas generales para la prescripcién®,

comenzando por mencionar en su articulo 100 lo siguiente:

CAPITULO VI
REGLAS GENERALRS PARA LA PRESCRIPCION
Articulo 100. Por la prescripcién se extinguen la accibn
penal y las sanciones.

Es menester sefialar que no cambia en esencia la redaccién
propuesta al articulo en vigor, porque se considera debidamente
redactado este precepto en su regulacién original, aunque con
la salvedad de encontrarse bajo un titulo diferente, recordando
que el articulo 100 del C6digo vigente dice:

Artfculo 100. Por la prescripcién se extinguen la
accibn penal y las sanciones, conforme a los siguientes
articulos.
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Ya habiamos mencionado que en la legislacién penal, se
halla una doble pretensién de castigar por parte de los Srganos
jurisdiccionales, por un lado, el Estado persigue al infractor
de la ley penal, antes de que se le sancione, y por el otro,
una vez impuesta la sancién se procurard que la cumpla, o
porque reanude el cumplimiento en caso de que el reo se
sustraiga a la accién de la justicia,
Continuando con la miema sistemdtica de comparacién y

propuesta, eg oportuno, entonces, transcribir el actual

articulo 101 del Cédigo Penal vigente:

Articulo 101. La prescripcién es personal y para
ello bastard el simple transcurso del tiempo geflalado
por la ley.

Los plazos para la prescripcidén se duplicarén
respecto de quienes se encuentren fuera del territorio
nacional, si por esa circunstancia no es posible
integrar una averiguacién previa, concluir un proceso
0 ejecutar una sancién.

La prescripcién producirs su efecto, aunque no la
alegue como excepcién el acusado. Los jueces la
suplirdn de oficio en todo caso, tan luego como tengan
conocimiento de ella, @ea cual fuere el estado del
proceeo.

De esta forma, el segundo de los articulos que regularia
a la prescripcién de manera general, gseria el 101 que
contemplaria a los sujetos afectados por la aplicacién de la
prescripcién y la suplencia oficiosa de ésta como garantia de

sequridad juridica, el cual quedaria asi:
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Artfculo 101. La prescripcién es personal y para ella
bastard el simple transcurso del tiempo seflalado por la ley.

La prescripcién produciré su efecto aunque no la alegue a
su favor el acusado o gentenciado. La autoridad ministerial o
judicial tendrén la obligacién de decretarla de oficio tan

luego como tengan conocimiento de ella, sea cual fuere el
estado del proceso.

En esta propuesta se conserva el primer pirrato del
articulo actualmente en vigor, sin embargo, se elimina por
completo el segundo pArrafo por considerarse que la
prescripcién, al tener su fundamento en el principio de la
sequridad juridica, debe transcurrir su plazo por igual
respecto de aquellos que se encuentren dentro del territorio
nacional o fuera de &1, ya que 8i se duplicaran, nos
encontrariamos en presencia de los principios basados en la
intimidacién inexistente y de la dificultad de la prueba
G(nicamente que, aunque sgon aceptadas, hace a un lado por
completo al principio de la seguridad juridica en el que tanto
se apoya este trabajo, toda vez gue se considera que las
condiciones del acusado o del sentenciado que se encuentra
fuera del territorio nmacional, son las mismas que las de aquel
que 8e encuentra en nuestro territorio. Sin embargo, se
reconoce gue las cuestiones de extradicién de delincuentes son
en ocasiones limitantes para lograr la captura o entrega de un
procesado o sentenciado, y que, ain sabiendo sBu exacta
ubicacidén, no es posible lograr la debida integracién de una

averiguacién previa, la continuacién de un proceso o el
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cumplimiento de una pena, pero al no ser estas causas
imputables al procesado o delincuente, no deberia entonces,
tomarse en cuenta para duplicar en su perjuicio el plazo
necesario para la operancia de la prescripcién.

En relacién al dltimo parrafo, se cambia lo relativo a la
expresidén "alegue como excepcién el acusado", para cambiarlo
por la expresifn "alegue a su favor el acusado o santénciado".
lo anterior en virtud de que se considera mis apropiada la
segunda expresiém al reunir las dos condiciones que un
individuo sujeto a las leyes penales puede tener en sus
diversas etapas, manejindolo en la etapa indagatoria y de
juicio como acusado y posteriormente y al existir una sentencia
firme en su contra, como sentenciado; obviamente que se trata
de una forma genérica las condiciones antes seflaladas, porque
se estd consciente de que la doctrina contempla ademés de las
dos condiciones seflaladas anteriormente, las de "indiciado",
*inculpado", "acusado", "procesado", "sentenciado", etc.

Por lo que respecta a la segunda parte del p&rrafo en
comento, se consideré§ conveniente sefltalar que la aplicacién
oficiosa de la prescripcién penal puede realizarla tanto la
autoridad ministerial como la judicial, es decir, que ademés de
los jueces, también en la etapa indagatoria el titular del
Ministerio Piblico Investigador pueda contar con la facultad de
*decretar de oficio® 1la prescripcién tan luego tenga
conocimiento de ella, y no "suplirla de oficio", como ge

establece en la actualidad, en donde se le otorga facultades
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Ginicamente a la autoridad judicial, excluyendo a la autoridad
ministerial, siendo que también ante &sta puede operar el
fenbmeno de la prescripciédn penal.

Hasta aqui lo referente a la primera parte del proyecto
propuesto en esta tesis, en la que se abarcan todas las
posiciones estudiadas a lo largo de la presente investigacién,
asf como de las teorias y aplicaciones actuales del fenfmeno de
la prescripcién, por lo que a continuacién se contemplarén por
separado y en dos capitulos, lo referente a la prescripcién de

la accién penal y de la sancién penal.

B.- PRESCRIPCION DE LA ACCION
PENAL

Continuando con la sistemitica planteada en el apartado
anterior, diremos que el Cédigo vigente menciona en su articulo
102, el inicio para comenzar a computar el plazo de la
prescripcién de la accién penal y dice:

ARTICULO 102. Los plazos para la prescripcién de
la accién penal serén continuogs; en ellos B8e
considerard el delito con sus modalidades, y se
contarén:

I. A partir del momento en que se consumd el
delito, si fuere instanté&neo;

I11. A partir del dia en que se realizd el Gltimo
acto de ejecucién o se omitid la conducta debida, 8i el
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delito fuere en grado de tentativa;

III, Desde el dia en que se realizé la Gltima
conducta, traté&ndose de delito continuado, y

IV. Desde la cesacién de la consumacidén en el
delito permanente.

La propuesta en este caso, es la siguiente: se debe
iniciar bajo un capitulo diferente, el cual seria el Séptimo,
bajo el titulo de "Prescripcién de la accién penal", con un

articulo redactado de la siguiente manera:

CAPITULO VII
PRESCRIPCION DR LA ACCION PRNAL
ARTICUIO 102. Los términos para la prescripcitén de la
acci6n penal serén continuos y se contarén:

I. A partir del dia en que se cometid el delito, si fuerse
instanténeo;

I1. Desde el dia en que cesd, si fuere permanente;

111. Desde el dfa en que se realiz6 el Gltimo acto de
ejecucién o se omiti6 la conducta debida en caso de delito
continuado o en grado de tentativa.

Es notorio que se contemplan bajo una misma fraccién el
caso de los delitos continuados y el de grado de tentativa, en
virtud de que la conducta en este tipo de delitos, atendiendo
a su clasificacién en orden a la conducta, es determinante para
decidir el preciso momento en que dicha conducta u omisién de
conducta ca;e en el campo del derecho penal y en una posible

ubicacifn tipica.

Se elimina en la primera parte, lo referente a considerar
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al delito con sus modalidades, porque trat&ndose en la fase
indagatoria, el Ministerio Piblico va a considerar siempre al
delito que presumiblemente se haya cometido y que arroje en sus
primeras investigaciones sobre las modalidades de éste; y ante
la autoridad judicial, el juez debe continuar con el proceso en
cuanto al delito o delitos precisamente consignados por el
Ministerio PGblico en el acuerdo de consignacidémn respectivo,
integrado, claro estf, en los autos de la Averiguacidén Previa,
sin tener la facultad de determinar la existencia de agravantes
cuando éstas no estén debidamente especificadas o comprobadas,
ya que ésta precisamente es la finalidad del procedimiento
penal, determinar la existencia de un delito, con Bus
modalidades, y la responsabilidad penal del procesado.

Ahora bien, se cambia del precepto citado, en Bu primera
fraccifn, el término "momento" por el de "dia*, lo anterior
toda vez que, como ya hemos visto a lo largo de los capitulos
primero y segundo de esta tesis, es mis preciso seflalar que los
plazos para la prescripcién se cuentan de dia a di{a y no de
momento a momento, porque seria muy dificil, ademds de absurdo,
que los plazos se contardn a partir de una hora y de un minuto
determinado, adem&s de que en ocasiones es8 practicamente
imposible fijar la hora y el minuto en que se cometié un
delito, siendc: lo mis sencillo que se cuenten a partir de un
dia determinado.

El articulo 103 del Cédigo Penal en vigor, establece:

ARTICULO 103. Los plazos para la prescripcién de
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las sanciones serdn igualmente continuos y correran
desde el dia siguiente a aquel en gue el condenado se
sustraiga a la accidn de la justicia, si las sanciones
son privativas o restrictivas de libertad, y si no lo
son, desde la fecha de la sentencia ejecutoria.

Es evidente que este articulo requla lo referente a la
prescripcién de la sancién penal, por lo que no tendria cabida
en el capitulo que trata de la prescripcién de la accién penal
que se propone, sin embargo, este articulo si se tomard en
cuenta al referirnos al capitulo de la prescripcién de la
sancién penal.

Entonces, la propuesta en esta ocasién tiene que ver con
el contenido del articulo 105 del Cédigo Penal vigente que
destaca el sistema sobre el cual, de manera genérica, va a
conseguirse el plazo total para la operancia de la prescripcién
de la accién persecutoria, de aquellos delitos que merezcan
pena privativa de la libertad y establece también un minimo de
tiempo para dicha cuestién ya que en la actualidad dicho
articulo 105 dice:

ARTICULO 105. La accién penal prescribir& en un
plazo igual al término medio aritmético de la pena
privativa de la libertad que seflala la ley para el

delito de que se trate, pero en ningin caso serd menor
de tres atios.

Se considerd conveniente indicar el contenido del articulo

anterior por la siguiente razén, en el proyecto planteado, se
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sugiere que en el articulo 103 se indique la regla general a
seguir para la operancia de la prescripcién de la accidén penal
de aquellos delitos que merezcan pena privativa de libertad y
que sean considerados como graves, y estableciendo un plazo
distinto para aquellos delitos que, aungque merezcan pena
corporal, no son considerados como tales, sefialando en uno y
otro caso, un minimo y un midximo dentro del cual se manejaria
la cuestién de la prescripcién de la accién penal. BEsto,
precisamente es 10 que en esencia establece el actual articulo
105,
Entonces, la redaccién del articulo 103 del proyecto de

Cédigo Penal, quedaria como sigue:

ARTICULO 103. La accién penal prescribiré en un lapso
igual al término wedio aritmético de la pena privativa de
libertad que sefiale la ley para el delito de que se trate, pero
en ningin caso ser§ menor de traeg afios ni mayor de quince
tracéndose de delitos graves, ni mayor de diez cuando no lo
fueren.

Es notorio el hecho de que se establece un minimo y un
miximo para la operancia de la prescripcién de la accifn penal,
ademés de que dichos términos varian de acuerdo a la naturaleza
del delito de que se trate, esto es, si se trata de un delito
considerado grave por la ley, o cuando no lo es.

Es preciso seflalar lo que nuestra legislacién penal
considera como delito grave, y esto lo contempla el C6digo de

Procedimientos Penales en vigor en su articulo 268 en sy dltimo
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parrafo y que a la letra dice:

ARTICULO 268. (...).

Para todos los efectos legales, por afectar de manera
importante valores fundamentales de la sociedad, se
clasifican como delitos graves, 108 siguientes:
Homicidio por culpa grave previsto en el articulo €0
pArrafo tercero; terrorismo previsto en el articulo 139
pérrato primero; sabotaje previeto en el articulo 140
pirrafo primero; evasidén de presos previsto en los
articulos 150 y 152; ataques a las vias de comunicacién
previsto en log articulos 168 y 170; corrupcién de
menores previsto en el artfculo 201; trata de personas
previsto en el articulo 205 segundo parrafo;
explotacidén del cuerpo de un menor de edad por medio
del comercio carnal previsto en el articulo 208;
violacibén previsto en los articulos 265, 266 y 266 bis;
asalto previsto en los articulos 286 pérrafo segundo y
287; homicidio previsto en los artficulos 302 con
relacién al 307, 313, 315 bis, 320 y 323; secuestro
previsto en el artfculo 366 exceptuando los parrafos
antepenGltimo y penGltimo; robo calificado previsto en
los artfculos 367 en relacién con el 370 pérrafos
sequndo y tercero, cuando se realice en cualquiera de
las circunstancias sefialadas en los articulos 372, 381
fraceibn VII, IX y X, y 381 bis; extorsifn previsto en
el artficulo 390; y despojo previsto en el articulo 395
Gltimo pdrrafo, todos del Cédigo Penal para el Distrito
Federal en Materia de Fueroc Comn y para toda la
Repiblica en Materia de Fuero Federal; asi como el de
tortura previsto en los articulos 3o0. y 50. de la Ley
Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Ya se habia comentado que se tomaria en cuenta la nueva
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clasificacién de los delitos graves, porque si se toman como
base para determinar si se obtiene o no el beneficio de 1la
libertad provisional, entonces también se podria tomar en
cuenta para determinar los plazos para la operancia de la
prescripcién de la accidn penal.

En otro orden de ideas, el articulo 104 en vigor establece
el plazo para la operancia de la prescripcién de la accién
penal de aquellos delitos que merezcan como unica sancién la de
multa, y sefiala la regla a seguir para los casos en que el
delito contemple pena alternativa o conjuntiva, y dice:

ARTICULO 104. La accién penal prescribe en un afio,
81 el delito B86lo mereciese multa; si el delito
mereciese, ademds de esta sancidn, pena privativa de
libertad o alternativa, se atenderd a la prescripcién
de la accidn para perseguir la pena privativa de
libertad; lo mismo se observard cuando corresponda
imponer alguna otra sancién accesoria.

As{, el articulo 104 que ge propone estableceria la regla
a seguir para aquellos delitos que contemplan a la pena de
prisién como sancién alternativa, y el plazo para la operancia
de la prescripcién de aquellos delitos que merezcan pena
pecuniaria como finica sancién, por lo qQue se propone que el
contenido del articulo 104 del C6digo Penal que ge proyecta, de

estrecha relacidn con el propio artfculo 104 actual, sea el

giguiente:

ARTICULO 104.- La accién penal prescribe en un afio, si el
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delito 86lo mereciese sancién pecuniaria; si el delito
mereciese pena alternativa o conjuntiva o alguna otra pena
accesoria, se atender& a la prescripcién de la accib6n para
persequir la pena privativa de libertad conforme a 1lo
establecido por el articulo anterior.

Se ha contemplado a la sancién pecuniaria en su doble
aspecto, el de la reparacidn del dafio y el de la multa, en lo
tocante al plazo para la operancia de la prescripcién de
aquellos delitos que merezcan como pena alguna de estas dos
modalidades de la sancién pecuniaria, o ambas; conservindose el
plazo que actualmente se contempla, que es el de un aflo, por
considerarse que la gravedad de los delitos que merecen esta
clage de sancién, es realmente minima ante la magnificencia de
los delitos graves con penas de mayor consideracién ain; ademés
de que estos delitos, por asi 1llamarlos, leves, son
perseguibles por querella de parte y que el procedimiento que
los rige es el sumario, lo que nos indica un méximo de 4 meses
contados desde que 8e inicié el procedimiento ante el Juez
instructor hasta su culminacién con la sentencia definitiva
ejecutoriada.

Se congerva también la regla a seguif para los casos en
que un delito Que merezca pena alternativa o conjuntiva o
alguna pena accesoria, se atienda Gnicamente a la sancién
privativa de libertad para conseguir la prescripcién de la
accién penal, por considerarse que e8 la pena de prisién el

parimetro a seguir, la base sobre la cual va a girar el plazo
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a considerar por ser ésta precisamente la que nos va seflalar la
menor o mayor gravedad del delito de que se trate.

Respecto al proyecto de requlacién del articulo 105 del

Cédigo Penal, se puede decir que &ste guarda estrecha relacién

con el contenido del articulo 106 del Cddigo actual, el cual

dice:

ARTICULO 106. La accién penal prescribiri en dos
afios, 81 el delito 86lo mereciese destitucién,
suspensién, privacién de derecho o inhabilitacién,
salvo lo previsto en otras normas.

Entonces el contenido del articulo 105, que as el
siguiente en el orden del C8digo Penal proyectado, se propone

de la siguiente manera:

ARTICULO 105.- 8i la sanci6n asignada al delito no fuere
privativa de 1libertad ni pecuniaria, la accién penal
prescribird en dos afios.

Nos parece mds clara y precisa esta redaccién, porque en
ella se contemplan al resto de los delitos cuyas sanciones no
son privativas de libertad ni pecuniarias en su doble aspecto,
multa y/o reparacién del dafio, y que no fueron contemplados en
los anteriores articulos; adem&s de que se conserva la
temporalidad de dos afios por considerarse correcto este plazo
al tratarse de delitos cuya gravedad es significativa, pero
que, para los casos en que las sanciones referidas sean la

principal, no tienen mayor trascendencia en el campo del
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derecho, ya que lo que se protegeria al aumentar el plazo,
seria el interés particular y no el general, como en el caso de
los delitos que tienen como sancién a la pecuniaria, que
protege mias bien un interés particular muy bien determinado, y
cuya celeridad en el procedimiento para perseguir al delito,
corresponde en mayor parte a las actuaciones que el ofendido
practique, ya que en caso de conseguirse una sentencia
condenatoria, el beneficiado seria precisamente el ofendido o
la persona legalmente reconocida para tener derecho a la
reparacién del dafio; tal es el caso mencionado de los delitos
que no merecen pena privativa de libertad ni pecuniaria, ya que
8€ encuentran precisamente entre ambos extremos, por eso €8 que
la temporalidad para lograr la prescripcién de la accién penal
gse encuentra también ante los dos extremos existentes que
reciben cada una de las sanciones referidas: un afio para los
delitos con sancién pecuniaria y tres para los delitos que
contemplan entre su 0 sus sanciones a la privativa de libertad,
con 1la salvedad de que en éste Gltimo caso se peflala ademds un
miximo de plazo a considerar.

Ocupémonos ahora sobre el proyecto de regulacidén del
articulo 106, mismo que se relaciona con el articulo 107 del
C6digo Penal en vigor y que a la letra dice:

ARTICULO 107, Cuando la ley no prevenga otra cosa,
la accién penal que nazca de un delito que 86lo pueda
perseguirse por querella del ofendido o algin otro acto
equivalente, prescribird en un afio, contado desde el
dia en que quienes puedan formular la querella o el
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acto equivalente, tengan conocimiento del delito y del
delincuente, y en tres, fuera de esta circunstancia.

Pero una vez 1llenado el requisito de
procedibilidad dentro del plazo antes mencionado, la
prescripcién seguird corriendo seqin las reglas para
los delitos persequibles de oficio.

Sin m&s comentarios, vamos a precisar el contenido del

articulo 106 del Cédigo Penal gue se propone:

ARTICULO 106.- La accidn penal que nazca de un delito que
sea perseguible s6lo por querella de parte o algin otro acto’
equivalente, prescribird en un aflo.

Satisfecho el requieito de procedibilidad dentro del plazo
antes seflalado, para la prescripcién de la accién penal se
observarin las reglas seflaladas por este Cédigo.

Aqui, el mismo caso de los ejemplos anteriores, se
considera que los delitos perseguibles por querella de parte,
al tratarse de delitos cuya gravedad es significativa y que
tienden a proteger mAs bien un interés particular muy bien
determinado, y en el que el buen desarrollo del procedimiento
depende en mayor parte de las actuaciones que el ofendido
practique por medio del Ministerio Piblico o como coadyuvante
de éste, comenzando, claro estd, por presentar la querella
correspondiente ante la autoridad ministerial; nos encontramos
de esta forma ante actuaciones eminentemente personalisimas, en
las que la autoridad jurisdiccional practicar& de oficio

aquellas actuaciones en la misma medida en que se demuestre el
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interés por parte del sujeto pasivo del delito o de los
afectados, iniciando el proceso con la querella y de esta
formar continuar hasta lograr la culminacién del proceso penal
con la sentencia definitiva debidamente ejecutoriada.

Se elimina del articulo en comento la situacién de que
dicho plazo se contard a partir del dia en que el ofendido o
quienes puedan formular la querella o acto equivalente tengan
conocimiento del delito y del delincuente y en tres, fuera de
esta circunstancia; lo anterior toda vez que hay casos en los
que es notoriamente subjetivo e imposible el que pueda
demostrarse o comprobarse de forma alguna, el dia en el que el
ofendido, el sujeto pasivo o el afectado de un delito, tenga
conocimiento de un evento presumiblemente delictivo, ya que,
por evitar la operancia de la prescripcién, muy fdcilmente
puede manifestarse el hecho de gue se tuvo conocimiento de
dicho delito, fuera del lapso de un aflo, para querellarse con
posterioridad hasta antes del plazo de tres afios, y claro esta,
que el comprobar lo contrario, es decir, comprobar que se tuvo
el conocimiento pleno del delito con anterioridad, es muy
dificil de demostrar en la préctica. Ademds de que es més que
suficiente el plazo de un afio para que la comisién de un delito
tenga repercusiones directamente sobre el ofendido y de que
éste decida plenamente sobre el hecho de presentar ¢ no la
querella respectiva,

Aunado a lo anterior, hay que destacar lo inapropiado del

articulo 107 vigente, que indica que para que el término de un
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aflo sea aplicable, es necesario que el ofendido, conjuntamente,
tenga conocimiento del delito y del delincuente, pues en otra
forma no podria fundar su querella,

Tratdndose de delitos continuos o continuados, regird el
principio de este precepto, o sea, no serd necesario esperar
hasta que cese la accidén ilicita, bastard el conocimiento por
parte del ofendido de la comisién del delito para que la
prescripcién empiece a correr, sin ser indispensable que tenga
conocimiento, ademds, de la persona del delincuente.

Se cambia de forma, mas no de esencia, el contenido del
segundo pirrafo del articulo 106 del Proyecto de Cédigo Penal,
en relacién con el articulo 107 en vigor, por adecuarse éste a
la posicién planteada a lo largo de este trabajo de tesis.

Continuando con la propuesta, toca el turno a la redaccidn
del articulo 107 del C6digo Penal, mismo que guarda relacidn
con el artfculo 108 del C8digo en vigor y que dice:

ARTICULO 108. En los casos de concursos de
delitos, las acciones penales que de ellos resulten,
prescribirén cuando prescriba la del delito que merezca
pena mayor,

Nuestra propuesta en la regulacién de este articulo, con
relacién al articulo antes transcrito, trata de los casos de
concursos de delitos, ideal y material, pero consider&ndolos de
manera independiente para efectos de la prescripcién, quedando

como sigue:
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ARTICULO 107.- Bn el caso de concurso de delitos, las
acciones penales que de ellos resulten, prescribirén
separadamente en el plazo seflalado para cada uno.

Se hace la separacién de la prescripcién de los delitos en
caso de concurso de é&stos, aunque resulte paradéjico que
mientras el articulo 64 del C6digo Penal vigente, obliga a
considerar unitariamente a los delitos para la condena, para la
prescripcién los contemple también conjuntamente,

Pero hay que recordar el principio de seguridad juridica
que rige la naturaleza juridica del fenfmeno de 1la
prescripcién, toda vez que sl se considerara la situacidén de
que la accién penal que se ejercita contra un individuo para
que se le imponga una sancién, es unitaria, y por lo mismo, el
plazo para ejercitarla debiera ser tnico también, estarfamos
afectando los fundamentos del principio de seguridad juridica
estudiado y aceptado como fundamento de la prescripcién,
deciamos, sin embargo, que si tomamos como vdlido el contenido
del actual precepto, estariamos entonces aceptando el hecho de
que el acusado de una conducta delictiva, o conductas
delictivas, que traiga como consecuencias la comisién de dos o
mds delitos (ya sea concurso ideal o real de delitos), se
encuentra desprotegido ante el poder estatal cuando congidera
unitariamente la prescripcién de las acciones, mdxime cuando la
considera en relacitn al delito que merezca pena mayor, siendo
que se ha visto ya que el principio de seguridad juridica es

preponderante y debe proteger en todos los aspectos al acusado,
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quien no ha sido, ni mucho menos, considerado por la ley como
un delincuente, sino 8610 como un probable responsable de la
comisidén de una o varias conductas delictivas.

La propuesta del articulo 108, guarda relacién con el
actual articulo 109 del CAédigo Penal en vigor, el cual dice:

ARTICULO 109.- Cuando para ejercitar o continuar
la accién penal sea necesaria una resolucién previa de
autoridad jurisdiccional, la prescripcién comenzar4 a
correr desde que se dicte la sentencia irrevocable.

Coincidentemente, el contenido del articulo 108 del Cédigo
Penal que se propone, es el mismo del articulo 109 en vigor, en
virtud de que se considera correcto en su contenido, ademés de
que se adapta perfectamente a la posicién que se ha estado
sosteniendo a lo largo de este trabajo de tesis, basado en el
principio de seguridad juridica.

Bn consecuencia, la propuesta del Cédigo Penal, en su

articulo 108, queda como aigue:

ARTICULO 108, - Cuando para ejercitar o continuar la accibén
penal sea necesaria una resolucién previa de autoridad
jurisdiccional, la prescripcitén comenzar§ a correr desde que se
dicte la sentencia irrevocable.

En el caso que nos ocupa, se trata de una suspensién a los
términos de la prescripcién, visto en el capitulo respectivo de
esta tesis, y por tanto, pasada la causa de ella, se sumari en

8u caso el tiempo transcurrido al nuevo que empieza a correr,



139

No teniendo mds comentarios al respecto, pasemos a indicar

el contenido del articulo 110 del Cédigo Penal vigente, el cual

se relaciona con el contenido del articulo 109 del proyecto de
Cdédigo Penal, y que dice:

ARTICULO 110. La prescripcidén de las acciones se
interrumpird por las actuaciones que se practiquen en
averiguacién del delito y de los delincuentes, aungue
por ignorarse quiénes sean éstos no se practiquen las
diligencias contra persona determinada.

Si se dejare de actuar, la prescripcibén empezard
a correr de nuevo desde el dia siguiente al de la
Gltima diligencia,

La prescripcidén de las acciones se interrumpiré
también por el requerimiento de auxilio en 1la
investigacién del delito o del delincuente, por lasg
diligencias gque se practiquen para obtener la
extradicién internacional, y por el requerimiento de
entrega del inculpado que formalmente haga el
Ministerio Piblico de una entidad federativa al de otra
donde aquél se refugie, se localice o se encuentre
detenido por el mismo o por otro delito. Bn el primer
caso también causardn la interrupcién las actuaciones
que practique la autoridad requerida y en el segundo
subsistird la interrupcién hasta en tanto la autoridad
requerida niegue la entrega o en tanto desaparezca la
situacién legal del detenido, que dé wmotivo al
aplazamiento de su entrega.

La interrupcién de la prescripcién de la accibn
penal, s6lo podrd ampliar hasta una mitad los plazos
sefialados en los articulos 105, 106 y 107 de este
Cé6digo.

Apuntdbamos que el articulo 110 contiene el principio
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general que determina que los actos procedimentales son causas
que interrumpen el curso normal de la prescripcitn de la accién
persecutoria, sin embargo, existe total discrepancia al tratar
de establecer cudl es la clase de esos actos procedimentales,
porque la doctrina misma no estd unificada, como tampoco lo
estdn las legislaciones.

El Artf{culo 110 actual, no menciona sobre quien recae la
titularidad de realizar los actos interruptores, pero resulta
claro que son dos las autoridades con capacidad investigadora:
el Ministerio Piblico en la averiguacidén previa y el juez
después de haber recibido una consignacién.

Se reconoce la fuerza interruptora de las actuaciones del
Ministerio Plblico cuando estas son dirigidas a averiguar al
delito y al delincuente. Ademis se reconoce que las actuaciones
del juez pueden ser también interruptoras de la prescripcidn de
la accién penal; por lo que, desde el punto de vista
doctrinario, la ley mexicana reconoce fuerza interruptora a
todas las diligencias practicadas en averiguacién del delito y
del delincuente, por una parte, las actuaciones del Ministerio
PGblico como autoridad competente para investigar los delitos
y perseguir a los delincuentes y, por otra, las del juez
facultado para resolver si un hecho y su o sus autores son
delito y delincuente; en consecuencia, 1los actos que realice
alguna otra autoridad distinta, aln cuando se pretenda que son
tendientes a averiguar al delito y delincuente, no deben ser

congiderados como idéneos para interrumpir el curso de la
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prescripcidn, salvo que una ley disponga lo contrario.

Con esto se desea significar que las autoridades
competentes, Ministerio Piblico y Juez, realizan actos
diversos, todos procedimentales, de los cuales unos tienen la
fuerza para interrumpir la prescripeidn y otros no. Asi, los
que se realicen para determinar el delito, como pudieran ser
las diligencias tendientes a la comprobacién del tipo penal y
otras varias, 0 aquellos otros actos que tengan como finalidad
precisar la participacién de un sujeto, deben ser idéneos como
interruptores.

Con lo anterior, la redaccién en este caso del artficulo

109 que se propone, es la siguiente:

ARTICULO 109.- La prescripcién de la acci6én penal se
interrumpird por los actos procedimentales que el Ministerio
Pdblico o la autoridad judicial practiquen en averiguacién del
delito o del delincuente,

8i se dejare de actuar, la prescripcitn ewmpeszaré a correr
de nuevo al dia siguiente al del Gltimo acto procedimental,
ampliando hasta una mitad los plazos geflalados en los articulos
104, 105 y 106 de este CO6digo.

B8 notorio el hecho de que en este articulo se propone la
eliminacién del p&rrafo tercero, por considerarse que 1las
causas que se contemplan como interruptoras de la prescripceién,
gon mis bien imputables a tra&mites realizados por 1las
autoridades administrativas, m&s que a causas imputables al

propio acusado, a quien, protegido por el multicitado principio
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de seguridad juridica, no debe afectarle de forma alguna, el
hecho de que se interrumpa en su perjuicio el curso normal de
la prescripcién de la accién penal, en virtud de que es en
ocasiones el burocratismo y la lenta administracién de la
justicia la causante del retardo de los tramites
administrativos.

Pasemos ahora al estudio del articulo 111 del C6digo Penal
vigente, el cual se relaciona con el contenido del articulo 110
propuesto, en lo referente al tema de la prescripcidn:

ARTICULO 111. Las prevenciones contenidas en los
dos primeros pArrafos y en el primer caso del tercer
pdrrafo del articulo anterior, no operarin cuando las
actuaciones se practiquen después de que haya
transcurrido la mitad del lapso necesaric para la
prescripcién.

Se exceptGa de la regla anterior el plazo que el

articulo 107 fija para que se satisfaga la querella u
otro requisito equivalente.

Mencionamos que para saber cual es la mitad del lapso
necesario a la que el articulo transcrito se refiere, es
indispensable saber qué caracteristicas tiene el hecho
perseguido, pero la base nunca podrf ser inferior a 18 meses,
porque el articulo 105 asi lo establece al referirse a un
minimo de 3 afios para la prescripcién, salvo lo dispuesto para
los delitos de querella en sus dos diversas hipétesis.

Para determinar cudndo las actuaciones o actos

procedimentales son interruptores del curso de la prescripcién
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ya iniciada, es necesario precisar primero el inicio del curso
de 1la prescripcién, esto es, 8i se trata de un delito
consumado, continuado o en grado de tentativa, de acuerdo al
articulo 102 del C6digo Penal; enseguida hay que determinar el
delito de que se trata (robo, homicidio, lesiones, etc.), para
conocer la pena probable en género y asi obtener la media
aritmética; de esta media aritmética que resulte, hay gque
obtener la mitad y de esta forma sabremos cudl es la mitad del
lapso necesarlo para la prescripcién; asi, los actos
procedimentales practicados durante la primera mitad del lapso
necesario obtenido, si satisfacen el requisito finalistico,
entonces serdn interruptores; en cambio, los realizados
hablendo transcurrido ya esa primera mitad, tal y como lo
establece el articulo 111 en vigor, no tendrdn fuerza
interruptora.

En consecuencia, la redaccidédm del articulo 110 de 1la

propuesta de Codigo Penal, queda como sigue:

ARTICULO 110.- Las prevenciones anteriores operarén cuando
lo8 actos procedimentales se practiquen antes de que haya
transcurrido la mitad del lapso necesario para la prescripcién,
exceptudndose de esta regla el plazo que el articulo 106 fija
para que se satisfaga la querella u otro requisito equivalente.

Mientras que el artfculo actual se encuentra contemplado
en un sentido negativo, tal y como pudimos observar, el

articulo propuesto se redacta en un sentido afirmativo, con la
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intencidén de ser un poco mis precisos y claros, conservandose
en esencia el contenido de dicho precepto relacionado con el
articulo 111 vigente, y adecudndolo también a la redaccién de
todos los articulos cuyo contenido se propone.

Bn la redaccién se contempla también el témmino actos
procedimentales, por considerarse que es éste el término
correcto a utilizar; asimismo, se fugionan el pirrafo primero
y segundo para formar unc 86lo, adecudndose también su
contenido al resto de los articulos propuestos.

Por Gltimo, la propuesta del articulo 111 del Cédigo Penal
se relaciona con el contenido del articulo 112 del Cddigo Penal
actual, el cual, siguiendo con nuestra sistemitica, a la letra
dice:

ARTICULO 112. Si para deducir una accién penal
exigiere la ley previa declaracién o resolucién de
alguna autoridad, las gestiones que con ese fin se
practiquen, antes del término seflalado en el articulo
precedente, interrumpirdn la prescripcién.

La "autoridad" a que se refiere el precepto, deberi ser
distinta a la ministerial y a la judicial, incluyendo, entre
estas otras autoridades, a los tribunales laborales vy
administrativos,

Las gestiones interruptoras tan s6lo funcionarén si sge
ejercitan antes de que se cumpla la primera mitad del término
necesario para la operancia de la prescripcién,

En términos generales, se est& de acuerdo en el contenido
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y redaccién del articulo citado, para tomarlo como base de
nuestro articulo 111 propuesto, sin embargo, lo Gnico que se
propone se elimine es el requigito de previa declaracidén para
dejarlo Gnicamente en "previa resolucién"; se eliminan también
las gestiones que con ese fin se practiquen para poder
interrumpir la prescripcién, en virtud de que se considera que
es suficiente con la propia resolucién, con sus caracteristicas
finalisticas, para poder vrealizar el fenbmeno de la
interrupcién de la prescripcién de la accidn penal.
Asi, el articulo 111 del proyecto de Codigo Penal, queda

como a continuacién se seflala:

ARTICULO 111.- Si para deducir una accidn penal exigiere
la ley previa resolucién de alguna autoridad, dicha resolucién
interrumpiré el curso de la prescripcién si de dictara hasta
antes del término sefialado en el articulo precedente.

Con lo anterior, daremos por concluida esta segunda parte
que trata sobre la propuesta de regulacién de la prescripcién
penal, lo que en este apartado contemplé lo referente a la
prescripcién de la accién persecutoria, por lo que en el
siguiente y fultimo inciso, estudiaremos lo relativo a 1la
prescripcién de la sancién legalmente impuesta; sin antes, y a
manera de resumen, transcribir el contenido de todos y cada uno

de los articulos cuya propuesta se han estudiado en el presente

capitulo:
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CAPITULO VI.
REGLAS GRNERALES PARA LA PRESCRIPCION

Articulo 100. Por la prescripcién se extinguen la accién
penal y las sanciones.

Artfculo 101. La prescripcién es personal y para ella
bastard el siwple transcurso del tiewpo seflalado por la ley.

La prescripcién producird su efecto aunque no la alegue a
su favor el acusado o sentenciado. La autoridad wministerial o
judicial tendrén la obligaci6én de decretarla de oficio tan
luego como tengan conocimiento de ella, sea cual fuere el
estado del proceso.

CAPITULO VII
PRERSCRIPCION DE LA ACCION PENAL

ARTICULO 102. Los términos para la prescripci6n de la
accién penal serdn continuos y se contarén:

I. A partir del dia en que se cometié el delito, si fuere
instanténeo;

I1. Desde el dia en que cesé, si fuere permanente;

I1I. Desde el dia en que e realizé el Gltimo acto de
ejecucién o se omitié la conducta debida en caso de delito
continuado o en grado de tentativa.

ARTICULO 103. La accién penal prescribird en un lapso
igual al término medio aritmético de la pena privativa de
libertad que seflale la ley para el delito de que se trate, pero
en ningin caso ser& menor de tres afios ni mayor de quince
traténdose de delitos graves, ni mayor de diez cuando no lo
fueren,

ARTICULO 104. La accién penal prescribe en un afio, si el
delito s6lo mereciese sanci6én pecuniaria; si el delito
mereciese pena alternativa o conjuntiva o alguna otra pena
accesoria, se atenderd a la prescripcién de la accién para
persequir la pena privativa de libertad conforme a 1lo
establecido por el articulo anterior.
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ARTICULO 105. 8i la sancién asignada al delito no fuere
privativa de libertad ni pecuniaria, 1la accién penal
prescribird en dos afios.

ARTICULO 106. La accifn penal que nazca de un delito que
sea persequible s6lo por querella de parte o algiin otro acto
equivalente, prescribirs en un afio. |

Satisfecho el requisito de procedibilidad dentro del plazo
antes sefialado, para la prescripcién de la acci6n penal se
observarin las reglas seflaladas por este Cédigo.

ARTICULO 107. En el caso de concurso de delitos, las
acciones penales que de ellos resulten, prescribirén
separadamente en el plaszo sefialado para cada uno.

ARTICULO 108. Cuando para ejercitar o continuar la accién
penal sea necesaria una resolucién previa de autoridad
jurisdiccional, la prescripcién comenzars a correr desde que se
dicte la sentencia irrevocable.

ARTICUIO 109. lLa prescripcidn de 1la accién penal ge
interrumpiré por los actos procedimentales que el Ministerio
Piblico o 1a autoridad judicial practiquen en averiguacién del
delito o del delincuente.

8i se dejare de actuar, la prescripcidn empezard a correr
de nuevo al dfa siguiente al del Gltimo acto procedimental,
ampliando hasta una mitad los plazos sefialados en los articulos
104, 105 y 106 de este Cédigo.

ARTICULO 110. Las prevenciones anteriores operarén cuando
los actos procedimentales se practiquen antes de que haya
transcurrido la mitad del lapso necesario para la prescripciéa,
exceptulindose de esta regla el plazo que el artfculo 106 fija
para que se satisfaga la querella u otro requisito equivalente.

ARTICULO 111.- 8i para deducir una acci6n penal exigiere
la ley previa resolucitn de alguna autoridad, dicha resolucién
interrumpirf el curso de la prescripcifén si se dictara hasta
antes del témmino sefialado en el articulo precedente.
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C.~ PRESCRIPCION DE LA SANCION
PENAL

El estudio de la prescripcitn de la sancién penal, como
vimos en el capitulo respectivo, es relativamente poco mis
complicado que el de la accién penal, en virtud de que los
plazos que corren difieren en uno y otro caso, dependiendo
giempre del tipo de sancién impuesta, generalmente si son
privativas de 1libertad o pecuniarias; sin embargo, en la
practica resulta menos dificil su aplicabilidad ai tomamos en
cuenta que, para que opere la prescripcién de la sancién
legalmente impuesta, deberemos atender siempre a una gsancién
precisa, exacta, 8in que tengamos que divagar entre té&rminos
minimos y mdximos, y sin tener que realizar operaciones para
obtener la media aritmética de la pena privativa de la libertad
que determinado delito merezca.

Ademds, debemos también considerar que en eatos casos, se
trata de individuos a guienes se les ha demostrado juridica y
plenamente, su responsabilidad penal en la comisién de un
delito, es decir, ya no se trata de simples individuos sujetos
a un proceso penal, 8aino que sge trata de verdaderos
delincuentes, esto de acuerdo a la verdad histérica de los
hechos obtenida por parte de la autoridad jurisdiccional; ain
embargo, también los delincuentes cuentan con la proteccién del
principio de la seguridad juridica, y si no la tienen, deberian

tenerla por el hecho de pertenecer a un Estado de Derecho
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creado por y para la seguridad de la sociedad y sus
integrantes, aunque resulte contradictoria dicha frase, pero
asi lo hemos venido sosteniendo a 1o largo de esta tesis y se
ha citado constantemente al analizar todas y cada una de las
propuestas que en esta tesis se contienen,

Asi lae cosas, pasaremos directamente a analizar la
propuesta del Capitulo VIII en su articulo 112 del Cédigo Penal
que Be proyecta y el cual guarda estrecha relacién con el
artficulo 103 del Cédigo Penal vigente, mismo que en el apartado
anterior se sefiald que se encontraba erréneamente ubicado entre
los preceptos que trataban sobre la prescripcién de la accién
penal, pero que deciamos también que Be trataria en este
capitulo.

El articulo 103 del C6digo Penal actual establece:

ARTICULO 103. Los plazos para la prescripcién de
las sanciones serdn igualmente continuos y correrdn
desde el dia siguiente a aquel en que el condenado se
sustraiga a la accién de la justicia, ei las sanciones
son privativas o restrictivas de libertad, y si no lo
gon, deede la fecha de la sentencia ejecutoria.

Asi, la propuesta de redaccién del articulo 112 del Cédigo

Penal, se redactarfa de la siguiente manera:

CAPITULO VIIIX
PRESCRIPCION DB LAS SANCIONRS
ARTICULO 112.- lLos plazos para la prescripcién de las
sanciones serén continuos y se contaréin a partir del dia en que
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el gentenciado se sustraiga a la accifn de la justicia, si las
sanciones son privativas o restrictivas de la libertad, y ei no
lo son, desde la fecha de ejecucién de la sentencia.

Nos podemos dar cuenta gue este articulo nos va a dar la
regla a seguir para determinar el momento a partir del cual
debemos considerar para contar el plazo para la operancia de la
prescripcién de la sancidn penal.

Asimismo, es conveniente recordar que una vez que la
autoridad judicial resuelve en definitiva un caso concreto y
determina imponer una sancidén que implique la pérdida de la
libertad del delincuente, debe entonces dictar de oficio todas
las providencias conducentes para que el reo sea puesto a
disposicién de la Direccién General de Prevencién y
Readaptacién Social y de eata forma cumpla dicho sentenciado
con la sentencia dictada en su contra.

Otro de los casos producidos es que al pretender la
autoridad judicial poner a disposicién de la ejecutiva al
sentenciado, se encuentre con la dificultad de que estando en
libertad provisional previa el gentenciado, no se someta éste
en forma voluntaria a la ejecucién de la sancién impuesta; en
esta hipétesis, el curso de la prescripcién del derecho a
ejecutar la sancién empieza al dia siguiente a aquel en que el
condenado se sustraiga a la accidén de la autoridad judicial y
no a la ejecutora, esto pues, por la interpretacién que se le
da al propio articulo 103 que da la referencia temporal citada,

pues es a la autoridad judicial a la que previamente se
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encuentra sometido el reo, y existe la sustraccién a partir del
momento en el cual el estado de libertad legalmente adquirido,
es modificado por otro estado, también legalmente seflalado. En
otras palabras, el substraido a la accidn de la justicia lo es
a partir de que legalmente hay una autoridad que pretende
someterlo a su facultad represiva; mientras no ocurra este
hecho formal por el que se ordena el sometimiento y se pretende
ejecutar, no hay sustraccién y tampoco se ha iniciado el curso
para la prescripcidn de la sancién,

Ahora toca el turno del artficulo 113 de nuestro Proyecto
de C&digo Penal, el cual se relaciona con el propio articulo
113 del C6digo Penal vigente, que establece:

ARTICULO 113. Salvo que la ley disponga otra cosa,
la pena privativa de libertad prescribird en un tiempo
igual al fijado en la condena y una cuarta parte mas,
pero no podrd ser inferior a tres afios; la pena de
multa prescribird en un aflo; las demis sanciones
prescribirén en un plazo igual al que deberian durar y
una cuarta parte mis, sin que pueda ser inferior a dos
afios; las que no tengan temporalidad, prescribir&n en
dos aflos. Los plazos serdn contados a partir de la
fecha en que cause ejecutoria la resolucién.

Nuestra propuesta del articulo 113 del C6digo Penal, en su
contenido es pricticamente el mismo que el del articulo 104 del
C6édigo Penal vigente en el Estado de México, 1o anterior en
virtud de que una vez hecho el anilisis respectivo, se

consideré correcto el contenido de dicho precepto estatal, y
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adecuado a las bases que rigen las ideas de este trabajo,
fundamentadas en el principio de seguridad juridica. Quedando,
de esta forma, la redaccidn del articulo 113 propuesto, de la

siguiente forma:

ARTICULO 113.- La sancién privativa de libertad
prescribird en un tiempo igual fijado al de su duracién y una
cuarta parte mis, pero en ningGn caso serf menor de tres afios
ni mayor de quince traténdose de sanciones impuestas a delitos
graves, ni mayor de diex cuando no lo sean; la sancifn
pecuniaria prescribird en un afio; las demis sanciones
prescribirin en dos afios.

En este precepto se han dispuesto limites para 1la
prescripcién de las sancién privativa de la libertad.

Tratdndose de penas de corta duracién, el término se
alarga tanto como la pena misma y una cuarta parte m&s, pero
empleando un témmino en cada caso particular, esto es, 8i se
trata de delito considerado por la ley como grave o un plazo
distinto cuando no lo es.

Se mantiene el término de un afio para las sanciones de
tipo pecuniario, y en donde se amplia precisamente el concepto
de la multa por el de sancién pecuniaria, al ser més extensivo
y al contemplar ademids a la reparacién del dafio como modalidad
de dicha sancién.

Tomando como presupuesto satisfecho la existencia de una
sentencia condenatoria que impone una sancién de multa, resulta

evidente que el inicio del término de un afio al que se refiere
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el articulo 113 se tendrd que tomar a partir del dia en que es
ejecutable 1la sancién seflalada, tal y como lo establece 1la
parte final del articulo 103 del CS6digo Penal actual y del
articulo 112 de nuestro proyecto,

En la multa, como sancién no corporal, sblo se toma en
cuenta 1a fecha de la sentencia ejecutoria, es decir, junto con
la ejecutoria inicia su curso 1a prescripcién del derecho a la
ejecucibn de la multa, que dura exactamente un afio.

En este caso, el Poder Judicial dicta la sentencia y la
declara ejecutoriada, pero l1la funcién de cobro es de 1la
competencia del Poder Ejecutivo, encargado del cumpiimiento y
ejecucién de las sanciones legalmente impuestas y el efecto de
la prescripcién es la pérdida del derecho a la ejecucién y 1la
consecuente liberacitn de la obligacién a cargo del condenado;
sea cual fuere el monto de la multa y 1a causa que la motivara,
el régimen de prescripcién es el mismo.

En si{ntesis y por 1o que respecta a la prescripcién de la
sancién pecuniaria en su modalidad de multa, puede afirmarse
que por mandamiento del articulo 103 el témmino para que opere
la prescripcién del derecho de ejecutar la sancidén, es de un
afio, contado a partir del momento en que causa ejecutoria la
sentencia dictada, sin que se requiera de una previa
notificacién.

La segunda modalidad de la sancién pecuniaria, como el
propio articulo 29 del C6digo Penal 10 menciona, consiste en la

reparacién del dafio, la cual, a diferencia de la multa, es un
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derecho conferido no al Estado, sino al ofendido por el delito,
existiendo ademds una variacidn en orden al inicio del término
de la prescripcidn,

Mientras que en la multa no es necesaria la previa
notificacién de la sentencia ejecutoriada para que inicie el
curso de la prescripcién, en la reparacién del daflo no es asi,
ya que el inicio del curso de la prescripcién del derecho a
ejecutar esta sancién se toma a partir del dia siguiente a
aquel en que se notificé al ofendido la existencia de ese
derecho a su favor,

Lo anterior es debido a que el ofendido no tiene
conocimiento inmediato del derecho que le corresponde, ni tiene
capacidad para ejecutar por gi mismo la sentencia en cuanto lo
favorece, lo que no sucede con el Estado quien es el favorecido
del pago de una multa como cumplimiento a una sancidén
pecuniaria.

Continuando con nuestra sistemdtica de estudio, pasemos
ahora a analizar el contenido del articulo 114 del Cédigo Penal
vigente, el cual dice:

ARTICULO 114. Cuando el reo hubiere extinguido ya
una parte de sgu sancién, sge necesitard para la
prescripcidén tanto tiempo como el que falte de la

condena y una cuarta parte mds, pero no pedrié ser menor
de un aflo.

Menciondbamos anteriormente que si se ha llegado a la

culminacién del procedimiento con el sujeto disfrutando de
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libertad provisional, es porque este disfrute es legitimo, y
siendo legitima la 1libertad del reo, alin cuando sea
provisional, es natural que la pérdida de ella tenga que ser
una nueva consecuencia del mandamiento de la autoridad, al
gobrevenir el cambio de situacién juridica. De ser procesado
con disfrute de libertad provisional, pasa a ser sentenciado
gque debe sufrir la restriccién de 1la libertad con el
aprisionamiento,

Sin embargo, es frecuente el hecho de que se debe abonar
al reo el tiempo gue haya pasado en prisién preventiva,
modificando de esta forma el cdlculo porque a cada sentencia
hay que disminuir el tiempo abonado y luego sumar el
equivalente de la cuarta parte del total de la condena y
conocer de esta forma la duracidn del término para cada caso
concreto.

Asi, la propuesta del articulo 114 del C6digo Penal queda

como a continuacidén se transcribe:

ARTICULO 114.- Cuando se hubiere cumplido una parte de la
sancién privativa de 1libertad, se necesitard para 1la
prescripcién tanto tiempo como el que falte para cumplir la
condena y una cuarta parte més, sin que pueda exceder de quince

afios traténdose de delitos graves, ni mayor a diez cuando no
1o son.

Aqui el mismo caso que el de los plazos para la operancia
de la sancibén legalmente impuesta, es decir, se establece un

miximo para los delitos graves, y uno distinto para cuando no
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lo son; siendo evidente que se elimina la situacidén de
contemplar un minimo para la operancia de la prescripcidn
cuando el reo ha cumplido ya una parte de su condena, en virtud
del principio de la seguridad juridica que da vida y fundamento
a este trabajo.

En general, el contenido del articulo 114, tanto el actual
como el de Proyecto, guardan una relacién estrecha entre si,
estando de acuerdo en el contenido del actual, pero adecuando
el contenido del articulo 114 proyectado a las necesidades que
requiere el resto de los preceptos anteriormente citados.

Por dltimo, y para concluir este apartado, indicaremos el
contenido del articulo 115 de nuestra propuesta de Cédigo
Penal, el cual vendria a ser el mismo articulo 115 de nuestro
actual ordenamiento, el cual sefiala:

ARTICULO 115. La prescripcién de 1la sancién
privativa de libertad s6lo se interrumpe aprehendiendo
al reo, aunque la aprehensidén se ejecute por otro
delito diverso, o por la formal solicitud de entrega
que el Ministerio Plblico de una entidad federativa
haga al de otra en que agquél se encuentre detenido, en
cuyo caso subsistird la interrupcién hasta en tanto la
autoridad requerida niegue dicha entrega o desaparezca
la situacién legal del detenido que motive aplazar el
cumplimiento de lo solicitado.

La prescripcién de las deméds sanciones se
interrumpiré por cualquier acto de autoridad competente
para hacerlas efectivas. También se interrumpiri la
prescripcidén de la pena de reparacién del daflo o de
otras de cardcter pecuniario, por las promociones que
el ofendido o persona a cuyo favor se haya decretado
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de un afio y que no importa, segin el articulo 115, el titular
o beneficiario del derecho al disfrute de 1la sancidn
pecuniaria, puede sostenerse que la ley no distingue las
diferentes formas que puede adoptar la sancién 1llamada
pecuniaria.

La prescripcién del derecho estatal a ejecutar 1las
sanciones es un beneficio que la ley confiere a los reocs
condenados que se sustraen a la accién de la justicia. Al mismo
tiempo que el estado pierde el derecho a la ejecucién, el reo
gana el correspondiente a la no ejecucidn de la sancién y si la
ley Gnicamente respecto de dos clases de sanciones, privativas
de libertad y pecuniarias, ha establecido la posibilidad de la
interrupcién del curso ya iniciado, tenemos que entender que
las otras sanciones, cuando son susceptibles de prescribir,
pueden ger afectadas en su curso por alguna causa de
interrupcién consistente en cualquier acto de autoridad para
hacerlas efectivas,

Asi las cosas, el articulo 115 de nuestro Proyecto de

Cédigo Penal, se redacta de la siguiente forma:

ARTICULO 115.- La prescripcifn de la sancifn privativa de
libertad s6lo se interrumpe reaprehendiendo al reo, aungque la
reaprehensién se ejecute por delito diverso.

La sancién pecuniaria se interrumpir8 por el inicio del
procedimiento econémico coactivo, asf como por el inicio del
juicio ejecutivo ante la autoridad civil usando como titulo la
sentencia condenatoria correspondiente.

La prescripcién de las demds sanciones se interrumpira por
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cualquier acto de autoridad competente para hacerlas efectivas.

Se elimina del precepto indicado, el caso de que la
prescripci6n podrd ser interrumpida por las diligencias de
requerimiento de auxilio en la investigacién del delito y del
delincuente, las que se practiquen para obtener la extradicidén
internacional y por el requerimiento de entrega del inculpado
que haga el Ministerio Pblico de una entidad federativa a
otra; esto es, en virtud de que éstas no son causas imputables
al reo, sino se trata de trdmites meramente administratives y
burocrdticos que no tienen nada que ver con la voluntad del reo
de mantenerse profugo de la justicia.

Por Gltimo, resumiremos el contenido de los articulos que

regulan el proyecto de nuestro Cédigo Penal:

CAPITULO V111
PRESCRIPCION DE LAS SANCIONRS

ARTICULO 112.- Los plazos para la prescripcién de las
sanciones ser&n continuos y se contarin a partir del dia en que
el sentenciado se sustraiga a 1a accidn de la justicia, ei las
sanciones son privativas o restrictivas de la libertad, y 8i no
lo son, desde la fecha de ejecucién de la sentencia.

ARTICULO 113.- La sancién privativa de libertad
prescribiré en un tiempo igual fijado al de su duracién y una
cuarta parte wis, pero en ningin caso serS menor de tres afios
ni mayor de quince traténdose de sanciones impuestas a delitos
graves, ni mayor de diez cuando no lo sean; la sancién
pecuniaria prescribird en un afio; las demfs sanciones
prescribirén en dos afios.

ARTICULO 114.- Cuando se hubiere cumplido una parte de la
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gancién privativa de libertad, se necesitard para la
prescripcibén tanto tiempo como el que falte para cumplir la
condena y una cuarta parte mis, sin gque pueda exceder de quince
aflos trat&ndose de delitos graves, ni mayor a diez cuando no lo
son, '

ARTICULO 115.- La prescripcitn de la sancién privativa de
libertad sélo se interrumpe reaprehendiendo al reo, aunque la
reaprehensifn se ejecute por delito diverso.

La sancién pecuniaria se interrumpir& por el inicio del
procedimiento econfmico coactivo, asi como por el inicio del
juicio ejecutivo ante la autoridad civil usando cowmo titulo 1a
sentencia condenatoria correspomdiente.
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C ONCILUOS IT ONES

PRIMERA.- La prescripcién penal es un fenémeno juridico
originadc por el transcursc del tiempo, mediante el cual el
Estado se autolimita en su facultad represiva para ejercitar la
accibn persecutoria o ejecutar las sanciones impuestas.

SEBGUNDA.- El fendmenoc de la prescripcién implica una
afectacién al derecho de castigar, por lo que es un fenbmenao
propio del Derecho Penal material regulado por el Cédigo Penal.

TERCERA.- la jurigprudencia relativa al fenémeno de 1la
prescripcién, es escasa debido a la deficiente sistematizacidn
que la regula dentro del (6digo Penal y que ocasiona su
aplicacién errénea por parte de abogados y autoridades
jurisdiccionales,

CUARTA.- La caducidad es la extincién de la facultad de
ejercitar un derecho por no haberlo ejercitado dentro del plazo
que la propia ley establece, s8in encontrarse égta regulada
dentro de la legislacién penal mexicana.

QUINTA.- La prescripcién de la accibén y de la pena, son
dos fenSmenos distintos que deben regularse en un capitulo por
separado, antecediéndolos un capitulo en que se contemplen las
reglag que de manera comin regule a ambas clases de
prescripcién.

SEXTA.- El inicio del curso de la prescripcidn de la
accién penal, se toma a partir del dia en que el Estado
adquiere el derecho a la persecucién de un caso concreto.

SEPTIMA. - Para determinar el plazo para la operancia de la
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prescripcién de la accidén persecutoria, debe atenderse a la
clasificacién de los delitos cuando son graves y cuando éstos
no lo son,

OCTAVA. - Debe establecerse, ademids de un minimo, un miximo
para la operancia de la prescripcidn de la accién persecutoria,
el cual va desde 3 afios como minimo, hasta 15 aflos tratdndose
de delitos graves, y hasta 10 tratindose de delitos gque no lo
son.

NOVRNA. - En caso de concurso de delitos, para la operancia
de la prescripcién de la accidn persecutoria, cada delito
prescribira por separado en el plazo determinado para cada uno.

DRCIMA.- Los actos procedimentales susceptibles de
interrumpir 1la prescripcién, estdn determinados por su
caracteristica finalistica, es decir, tendientes a averiguar al
delito y al delincuente.

DECIMA PRIMERA.- Para el inicio del curso de 1la
prescripcién de la pena, se tomara en cuenta la naturaleza de
la sancién impuesta en la sentencia irrevocable.

DRCIMA SHGUNDA.- Debe establecerse la existencia de un
méximo en el plazo para la operancia de la prescripcién de la
sancién impuesta, atendiendo al delito de que se trate, es
decir, un plazo miaximo de 15 afios para los delitos considerados
graves, y un miximo de 10 cuando no lo son.

DECIMA TERCRRA.- la rehabilitacidn del sentenciado, debe
considerarse imprescriptible como excepcién dentro de nuestra
legislacibn penal, al no ser ésta una sancién en el sentido

estricto y al procurar la total reintegracién del condenado a
la sociedad.
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